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PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA DE LA INVESTIGACIÓN 
 
El 22 de noviembre de 1969 nuestro Estado Mexicano adoptó, en San José de 
Costa Rica, la Convención Americana sobre Derechos Humanos o, mejor conocida 
como, “Pacto de San José”; adhiriéndose México hasta el 18 de diciembre de 1980 
publicando su aprobación, en el Diario Oficial de la Federación, el 9 de enero de 
1981, la cual fue depositada ante la Secretaría General de la Organización de 
Estados Americanos hasta el 24 de marzo de 1981, quedando así obligado el Estado 
a cumplir con todas las obligaciones derivadas del pacto en el ámbito internacional; 
siendo facultad exclusiva del Senado aprobar los tratados internacionales conforme 
lo estipulado en el Artículo 76, Fracción I de la Ley Suprema.  
La declaración reconoce la competencia Contenciosa de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos y en relación con nuestro país inicio cuando 
se depositó ante el Secretariado General de la Organización de Estados Americanos 
el 16 de diciembre de 1998, la cual fue publicada en Diario Oficial de la Federación 
hasta el 24 de febrero de 1999. 
La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en sus artículos 1° y 
133 preceptúa la relación de la Carta Magna y los tratados internacionales al 
establecer los principios rectores que consideran, primero, que la interpretación de 
los Derechos Humanos en la Carta Magna y los pactos mundiales tendrá como 
finalidad favorecer en todo tiempo la protección más amplia para las personas, 
conocido como principio pro persona, y, segundo, serán consideradas como la Ley 
Suprema a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a las leyes del 
Congreso de la Unión que emanen de ésta y a los tratados internacionales. 
Por otro lado es menester citar los derechos fundamentales que podrían verse 
vulnerados por lo que concierne a las evaluaciones de control de confianza y estos 
son: derecho a la integridad humana, derecho a que se respete su integridad física, 
psíquica y moral; protección de la honra y de la dignidad, así como su 
reconocimiento y respeto; no ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en la 
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vida privada, en su familia, en su domicilio, ni ataques a su pudor y reputación, y, 
derecho a la protección contra esas injerencias o ataques; y, protección judicial, toda 
persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso 
efectivo ante los tribunales competentes, que le ampare contra actos que violen sus 
derechos fundamentales aún cuando la violación sea cometida por personas que 
actúen en ejercicio de sus funciones.  
Derivado de lo anterior emana la motivación del presente tema, que sin 
abundar de lleno en los Derechos Humanos, en nuestro sistema jurídico nacional se 
han y deberán desarrollar criterios constitucionales que favorezcan la interpretación o 
aplicación de la norma más benéfica, como lo determina Ximena Medellín Urquiaga, 
al señalar como ejemplo que: “…in dubio pro operario o de favorabilidad laboral […] 
éste no puede entenderse en el sentido de que los conflictos deban resolverse 
invariablemente en favor de la parte trabajadora, sino en el de que las autoridades 
laborales deben ceñir su actuación a la aplicación de las normas y condiciones 
imperantes en cada caso particular”1; sólo se concretará a manifestar que la relación 
intrínseca de los derechos fundamentales y la seguridad pública, no tendrían razón 
de ser sino se buscará con ella crear condiciones adecuadas para que los 
gobernados gocen de sus garantías; en una primera esfera se destacará que la 
seguridad pública incluye principalmente los derechos que se relacionan con el 
debido proceso, cabe destacar el principio de audiencia establecido en los artículos 
14 y 16 Constitucionales. 
La Comisión Permanente del Honorable Congreso de la Unión, rubricó el 
Decreto de 28 de mayo de 2008 y lo publicó en el Diario Oficial de la Federación el 
18 de junio de 2008; en el que se reformaron los artículos 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 
73 fracciones XXI y XXIII, 115 fracción VII y 123 fracción XIII del Apartado B, todos 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; siendo ésta 
considerada una de las más trascendentales reformas al sistema de procuración e 
                                                          
1
 MEDELLÍN URQUIAGA, Ximena; “Principio Pro Persona. Reforma DH, Metodología para la Enseñanza 
de la Reforma Constitucional en Materia de Derechos Humanos”, 1ª Edición; Comisión de Derechos Humanos 
del Distrito Federal, Suprema Corte de Justicia de la Nación y Oficina en México del Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas para los Derechos Humanos; México; 2013; pp. 17 y 41. 
10 
 
impartición de justicia penal emprendida a nivel constitucional en México, enfocada 
tanto a las garantías en el proceso penal como a la seguridad pública. 
 Destacando de dicha reforma, en lo que respecta a la seguridad pública, que 
será una función a cargo de la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los 
Municipios en los ámbitos de sus respectivas atribuciones; las actuaciones de las 
instituciones de seguridad pública se regirán por los principios de legalidad, 
objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos; 
las organizaciones de seguridad pública serán de carácter profesional; para cumplir 
los objetivos de seguridad pública y conformar el Sistema Nacional de Seguridad 
Pública que regulará la selección, ingreso, formación, permanencia, evaluación, 
reconocimiento y certificación de los integrantes de las instituciones policiales; 
ninguna persona podrá ingresar o permanecer a las organizaciones policiacas sino 
ha sido debidamente certificado y registrado en el sistema y el Estado no estará 
obligado a incorporar a Agentes del Ministerio Público, peritos o elementos policíacos 
en caso de terminación del servicio por cualquier causa, ajustándose a lo dispuesto 
por el Precepto 123, Apartado B, Fracción XIII de la Carta Magna. 
Procedente de lo que antecede en el Acuerdo Nacional por la Seguridad, 
Justicia y Legalidad de 21 de agosto de 2008, en la 23ª Sesión Ordinaria del Consejo 
Nacional de Seguridad Pública, publicado en el Diario Oficial de Federación el 25 de 
agosto de 2008, se acuerda prevenir y contrarrestar la criminalidad y la delincuencia 
del Estado Mexicano expidiéndose normatividad y acuerdos en materia de seguridad 
pública y privada en los ámbitos federal, estatal y municipal al despachar 
disposiciones legales y regular el control de confianza del personal de las 
instituciones de seguridad pública, en colaboración con el Sistema Nacional de 
Seguridad Pública y así preservar el Estado de derecho.  
Entre los objetivos que deberán alcanzar se encuentran: crear un modelo 
nacional de evaluación de control de confianza; impulsar la creación de centros 
estatales de control de confianza certificados; sujetar a evaluación permanente y 
control de confianza al personal de las instituciones policiales; crear indicadores de 
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medición del desempeño de las instituciones policiacas y depuración y 
fortalecimiento de las instituciones de seguridad. 
Nuestro Estado Mexiquense conforme al Acuerdo por la Seguridad Pública 
Integral de los Mexiquenses de fecha 18 de septiembre de 2008, publicado en el 
periódico oficial del Gobierno del Estado Libre y Soberano de México, Gaceta de 
Gobierno del Estado de México el 22 de septiembre de 2008, con motivo de la 
Sesión Extraordinaria del Consejo Coordinador Estatal de Seguridad Pública, los 
Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial del Estado de México, presidentes 
municipales, representantes de la sociedad civil y representantes del sector 
empresarial, realizaron compromisos a favor de la seguridad pública del Estado 
Mexiquense. 
Los acuerdos más sobresalientes fueron: la Nueva Ley Estatal en Materia de 
Seguridad en coordinación con el Sistema Nacional de Seguridad Pública; la 
creación del Centro de Control de Confianza del Estado de México; el diseño del 
protocolo de las evaluaciones permanentes de control de confianza a los servidores 
públicos de las instituciones de seguridad pública; depurar y fortalecer las 
instituciones de seguridad; desarrollar mecanismos de selección y capacitación; 
sujetar a evaluaciones permanentes al personal de seguridad pública y coordinación 
de permanencia de los policías. 
El Decreto número 224 publicado el 1° de diciembre de 2008 en la Gaceta de 
Gobierno del Estado de México y suscrito el 19 de noviembre de 2008, aprobado por 
la LVI Legislatura del Estado de México, para la creación del Centro de Control de 
Confianza del Estado de México, como Organismo Público Descentralizado 
sectorizado a la Secretaría General de Gobierno, teniendo como objetivo la 
aplicación de las evaluaciones permanentes de control de confianza, de desempeño, 
de poligrafía, de entorno social y de psicología, así como exámenes toxicológicos al 
personal de las instituciones de seguridad pública estatal y municipal del Estado.  
Por ende se implementaron, para el personal de nuevo ingreso, así también 
para la promoción y la permanencia de los elementos de seguridad pública, privada, 
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estatal y municipal, las evaluaciones de control de confianza consistentes en 
valoraciones: poligráficas, psicológicas, de análisis socioeconómico, así como 
exámenes médicos y toxicológicos, con ello surge un fenómeno de falta de 
credibilidad, la no confiabilidad, la posible manipulación y las sospechas de 
conductas como: falta de honradez e imparcialidad, por parte de quienes emiten los 
dictámenes, afectando precisamente al valorado. 
Luego entonces se estaría, al no corresponderle ser informado de los 
resultados de las estimaciones a las que fue sometido el elemento de las 
instituciones de seguridad pública, ante la incertidumbre jurídica del evaluado dado 
que no se hace de su conocimiento de los resultados y los aspectos que aprobó y no; 
lo que debería serle proporcionado con la finalidad de que pueda controvertir su 
sentido y de esa manera garantizar el derecho a la defensa, pues no se le admite 
posibilidad para que solicite se revoque, modifique o confirme el resultado, 
contraviniendo el debido proceso de ser oído y vencido, y quedando así fuera del 
conocimiento del agraviado y eludida la alternativa de presunción de inocencia, 
sometiéndoles a lo establecido por el Artículo 123, Apartado B, Fracción XIII, donde 
el Estado sólo estará obligado a pagar la indemnización y demás prestaciones a que 
tenga derecho, sin que en ningún caso proceda la reincorporación, aun cuando la 
autoridad jurisdiccional resolviere que la separación, remoción, baja, cese o cualquier 
otra forma de terminación del servicio fuere injustificada. 
Por lo tanto es necesario el estudio de la problemática descrita por la ausencia 
de certeza jurídica y como consecuencia la falta de respeto al derecho de defensa y 
debido proceso, por la imposibilidad para recurrir el sentido de las constancias de 
cada una de las valoraciones a las que fue sometido el elemento de las instituciones 









El Estado Mexicano mediante el Acuerdo Nacional por la Seguridad, la Justicia 
y la Legalidad, que deviene de las reformas constitucionales de 2008 y las 
estrategias en materia de seguridad pública dada la necesidad de contrarrestar el 
crimen y la inseguridad haciendo participes a los tres Poderes de la Unión y de los 
tres órdenes de gobierno, así como a la sociedad civil contemplando políticas en 
materia de prevención del delito, procuración e impartición de justicia, readaptación 
social, participación ciudadana, inteligencia y análisis legislativo, “control de 
confianza”, materia del presente trabajo, y de comunicación.  
Es así que derivado de la transformación constitucional en materia de justicia 
en los últimos años se cuenta con un nuevo marco normativo para renovar los 
procesos de reestructuración de las instituciones de seguridad pública y justicia. 
Como respuesta el Estado de México signa el Acuerdo por la Seguridad Integral de 
los Mexiquenses y determina en favor de la seguridad pública acciones encargadas a 
los tres Poderes Estatales, así como a sus instituciones y dependencias, los 
municipios del Estado Mexiquense y la sociedad civil, entre otros; de esta forma le 
correspondió al Ejecutivo del Estado, entre algunas otras la creación de la nueva Ley 
Estatal de Seguridad Pública, el Centro de Control de Confianza, el protocolo de 
evaluación y control de confianza, que lleva a sujetar al personal de seguridad 
pública a estimaciones de mecanismos de control de confianza permanentes, 
condicionando la permanencia a la aprobación de las valoraciones y, en caso, de no 
aprobar interponer en su contra el procedimiento administrativo de separación que 
resolverá la Comisión de Honor y Justicia, conforme a lo dispuesto por la Ley de 
Seguridad del Estado de México de conformidad con lo establecido en el Artículo 123 
Apartado B, Fracción XIII de la Constitución Federal; pues en caso de ser 
injustificada no tendrán derecho a optar por la reinstalación en su trabajo sino sólo 
por la indemnización correspondiente y demás prestaciones de derecho. 
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Derivado de lo anterior las evaluaciones de control de confianza son un 
mecanismo para determinar si se cumple con el perfil idóneo para aspirar a 
incorporarse, permanecer u obtener una promoción dentro de las corporaciones de 
seguridad pública y que la falta de información de manera personal a los elementos 
de seguridad pública de los resultados de las valoraciones a las cual fue sujeto trae 
como consecuencia la ausencia de certeza jurídica y de respeto al debido proceso, 
eludiendo la presunción de inocencia, dejando al interesado en estado de 
indefensión, por lo cual es menester el estudio del presente trabajo de investigación; 
por la necesidad y la finalidad de que los que se sometieron a dichas estimaciones  
deban tener una verdadera posibilidad de ser informados y de esa forma controvertir 

















DESCRIPCIÓN DE LOS MÉTODOS A EMPLEAR 
  
ANALÍTICO: Se estudiará la naturaleza de las evaluaciones de control de 
confianza, su proceso y mecanismos de valoración y los principios éticos por los que 
se regirán las instituciones de seguridad, observándose así dichas expresiones, 
intentando proporcionar una posible definición, haciendo alusión que del tema de 
investigación que se aborda no existe demasiada información doctrinal impresa que 
sirva de referencia para nutrir el presente trabajo; asimismo se precisará sobre el 
panorama del Derecho Social, el Derecho Laboral, Derecho Administrativo y Derecho 
Burocrático; y, se indagará sobre los ordenamientos jurídicos correspondientes a la 
seguridad pública y así como del procedimiento administrativo de separación ante la 
Comisión de Honor y Justicia que conllevan a la explicación del objeto de la presente 
investigación. 
HISTÓRICO: Se mencionará los antecedentes de derecho positivo de la 
policía a nivel internacional y en el Estado Mexicano y su relación con las 
evaluaciones de control de confianza en México, así como los preceptos legales del 
derecho vigente que permitieron su regulación y que dieron sustento formal. 
DOCUMENTAL: La información quedará establecida por la disertación de las 
legislaciones vigentes en materia de seguridad pública, a nivel nacional y estatal; 
obras literarias de Seguridad Pública, de Derecho Laboral, Administrativo o 
Burocrático, principalmente; medios informativos impresos, como manuales de 
procedimientos y revistas jurídicas; y apoyo de la web en páginas gubernamentales; 
fundado y motivando así el análisis de la investigación de las estimaciones de control 
de confianza.   
JURÍDICO: Se interpretarán los textos legales, relacionados con la presente 
investigación, a nivel nacional y estatal, que son la base fundamental de las 
evaluaciones de control de confianza y del procedimiento administrativo de 
separación por la Comisión de Honor y Justicia instaurado a elementos de las 
instituciones de seguridad pública, por la no aprobación o presentación de las 
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evaluaciones de control de confianza y sus determinaciones que conllevan efectos 

























En nuestra época actual y desde mediados de la década de los 90’s se ha 
observado un incremento en el crimen y la inseguridad nacional, situación que llevó a 
crear en 1994 el Sistema Nacional de Seguridad Pública, que a través de políticas de 
seguridad pública han intentado contrarrestar y prevenir la violencia y la criminalidad 
suscitadas en nuestro entorno social que han alcanzado y rebasado a las mismas 
instituciones de seguridad pública del país. 
Es por eso que en esta nueva sociedad se le ha dado gran importancia a las 
evaluaciones de control de confianza, situación necesaria en los últimos años, 
obteniendo su reconocimiento legal en las trascendentales reformas y adiciones de 
diversas disposiciones de la Carta Magna, para el sistema de procuración e 
impartición de justicia emprendidas a nivel constitucional en México a mediados de 
2008; destacando, entre otras, para el presente tema de investigación que: la 
impartición de justicia y la seguridad pública serán una función a cargo de la 
Federación, los Estados y los Municipios, en sus respectivos ámbitos de 
competencia, y de la sociedad para la formación de un frente común contra la 
delincuencia; para dar cumplimiento a los objetivos de seguridad pública deberán 
regular la selección, ingreso, formación, permanencia, evaluación, reconocimiento y 
certificación de los integrantes de las instituciones de seguridad pública; es así que 
se determina que, a ninguna persona se le podrá permitir ingresar a las instituciones 
de seguridad pública sino ha sido debidamente certificado y registrado en el sistema; 
se interpondrá recurso administrativo de separación, para el tema que nos amerita, a 
aquéllos elementos de las instituciones policiales que no hayan presentado o 
aprobado dichas estimaciones; y por último, el Estado no estará obligado a 
incorporar a elementos policíacos en caso de terminación del servicio por cualquier 
causa, a un fuese injustificado.  
Las evaluaciones de control y confianza tuvieron otro pleno reconocimiento en 
agosto de 2008 mediante el Acuerdo Nacional por la Seguridad, la Justicia y la 
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Legalidad, llevándose a cabo la planeación de estratégicas en materia de seguridad 
pública, con la participación de los tres Poderes de la Unión y los tres órdenes de 
gobierno así como de la sociedad civil, otros más; y, derivado de éste suscrito, en 
septiembre de 2008 a través del Acuerdo por la Seguridad Pública Integral de los 
Mexiquenses, rubricado por los tres Poderes Estatales, como sus instituciones y 
dependencias, los municipios del Estado y la sociedad civil, entre otros; se 
encomendaron acciones en materia de seguridad pública como la creación de la 
nueva Ley Estatal de Seguridad Pública y del Centro de Control de Confianza y la 
elaboración del protocolo de evaluación y control de confianza; que deberán llevar a 
cabo y aprobar las instituciones de seguridad pública, estatal y municipal, del Estado 
Mexiquense, a fin de que el candidato cumpla con el perfil idóneo para aspirar a la 
incorporación, permanencia u obtener la promoción dentro de dichas organizaciones, 
mediante la aprobación de las valorizaciones poligráficas, socioeconómicas, médico-
toxicológicas y psicológicas, llevadas a cabo por el Centro de Control de Confianza 
del Estado de México, en apego a los principios de ética y la normatividad. 
Es así que el objetivo principal del presente trabajo deviene de la falta de 
información al evaluado de las valoraciones a las cuales se sometió, dado que se 
está ante la ausencia de la certeza jurídica al no hacerse de su conocimiento los 
resultados de los aspectos que aprobará o no y como consecuencia se da la falta de 
apego al debido proceso, de ser oído y vencido, pues se deja en estado total de 
indefensión, eludiendo la alternativa de presunción de inocencia del estimado, para 
poder controvertir si existiera error o agravio en el sentido de las constancias. Otro de 
los principales puntos de indagación, en el presente tema, es la desprotección del 
elemento de las instituciones de seguridad pública al encontrarse en desventaja en 
contraposición a sus superiores por el aprovechamiento de los resultados emitidos y 
de la desinformación en la que se encuentra inmerso el policía para inducirlo a que 
renuncie y como resultado la inobservancia del respeto a la imparcialidad y la justicia. 
Por lo anterior la forma en que se abordó la investigación y se realizó éste 
trabajo se dividió en cuatro capítulos desarrollados con la finalidad de internar 
sustentar teóricamente el contexto de éste, cabe recordar que no se cuenta aún con 
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la bibliografía suficiente en el tema de las evaluaciones de control de confianza y que 
alguna información obtenida ha sido a través de la búsqueda y la indagación. 
El Primer Capítulo se ha denominado Marco Histórico en cual se dará a 
conocer un panorama general de los antecedentes de policía en el mundo y luego se 
describirá la perspectiva de la policía en México desde la época precuahtémica, 
pasando por la Nueva España, posteriormente México Independiente y 
Revolucionario; hasta nuestro últimos años; y, se hará referencia a los antecedentes 
de las evaluaciones de control de confianza a nivel federal y estatal, pasando por los 
decretos y acuerdos en colaboración con el Sistema Nacional de Seguridad Pública. 
El Segundo Capítulo es el Marco Conceptual, mayormente extenso, tiene 
como propósito precisar las evaluaciones de control de confianza, poco estudiado; el 
proceso de valoración; los principios éticos que rigen las actuaciones de las 
instituciones de seguridad pública; el panorama del Derecho Social, el Derecho 
Administrativo, Derecho Laboral y Derecho Burocrático; el Estado sus Fines y sus 
Funciones; la Certeza Jurídica; la Seguridad Pública; la Relación Laboral; y, el 
Procedimiento Administrativo. 
El Tercer Capítulo abordará el Marco Legal y en el que se presentarán 
diferentes cuadros, unos comparativos y otros meramente de carácter de comentario 
de las disposiciones legales vigentes en materia de evaluaciones de control de 
confianza.  
El Cuarto Capítulo se denominó Reflexiones Finales y Conclusión donde se 
emitirán ideas que serán la pauta para la culminación del tema de las evaluaciones 
de control de confianza respecto a la hipótesis de informar a los valorados sus 








1. MARCO HISTÓRICO 
 
1.1.  ANTECEDENTES DE LA POLICÍA EN EL MUNDO  
 
La policía en el pasar de los años ha estado ligada a la naturaleza organizativa 
del Estado y éste no ha podido prescindir de ella, es a decir de Fedrieric Engels que 
en Atenas: “Para los ciudadanos, esa fuerza pública sólo existía, al principio, en 
forma de policía; ésta es tan vieja como el Estado […] Los atenienses instituyeron, 
pues, una policía, un verdadero cuerpo de gendarmería de a pie y de a caballo […] El 
Estado no puede existir sin la policía…”2. De la misma forma durante algún tiempo, 
se encargó a los “efabos”3 el resguardo de las fronteras y el servicio policiaco de la 
ciudad. Además Platón, en su obra “Las Leyes”, alude en la necesidad que tuvieron 
de contar con tres tipos de magistrados encargados del buen orden, que rondaban la 
ciudad y sus alrededores: los “astinomos” eran los encomendados de la vigilancia de 
las áreas públicas, los edificios y las fuentes; los “agoranomos” que fueron los 
encargados de vigilar los mercados y los “sacerdotes” a quienes se les confiaba la 
guardia de los templos4.  
En Roma surgieron los “Ediles” (Aediles Curulens, Aediles Plebis y Aediles 
Plebis Cerialis)5; quienes eran los encargados de mantener el orden, vigilar los 
caminos y limpiar la ciudad; posteriormente Augusto creó los “vigiles”, que 
desempeñaron las mismas funciones, y, seguidamente, el Emperador Constantino 
organizó la “schola” que fue un cuerpo de policías con funciones de espionaje entre 
los magistrados y gobernadores.  
Miguel Malagón Pinzón manifiesta que la policía surgió en: 
                                                          
2
 ENGELS, Fedrieric; “El Origen de la Familia, la Propiedad Privada y el Estado”, 4ª reimpresión, 
Editores Mexicanos Unidos; México; 1992; p. 134. 
3
 Cfr. MARTÍNEZ GARNELO, Jesús; “Policía Nacional Investigadora del Delito (Antología del Origen, 
Evolución y Modernización de la Policía en México)”, 2ª. Ed.; Porrúa; México; 2003; p. 7.   
4
 Cfr. PLATÓN; “Las Leyes”; Porrúa, Colección ¿Sepan Cuántos; México…; México; 2010; p. 30. 
5
 GUTIÉRREZ ALVIZ, Faustino; “Diccionario de Derecho Romano”; Ed. De Reus; México; 1960-1980;     
pp. 359 y 363. 
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“…Alemania y Austria con la aparición de la cameralística. Esta última nace en el Estado 
feudal con el kammerer, el tesorero del electorado de la marca de Brandemburgo, que más 
tarde se convertirá en el Reino de Prusia. Este funcionario único evolucionará hasta conformar 
el Consejo de Cámara del príncipe, organismo que se ocupará, a parte de las finanzas, de la 
política internacional y la administración del Estado […] La primera vez que se usa el término 
policía es en Alemania, en el siglo V. De allí se extiende a Francia, cuando aparece por 
primera vez en las ordenanzas reales de 1403, donde hay referencias a la “police et bon 
government” de París; en otras ordenanzas de 1465, referentes a la cámara de cuentas, dice 
“la conduite et police de la chose publique de nostre royaume”
6
. 
Más tarde la policía en el feudalismo se depositó en las autoridades 
eclesiásticas, quedando un orden moral y religioso, así cada señor feudal tuvo que 
establecer su propio cuerpo de seguridad para la vigilancia de su propiedad. 
Acto seguido en la obra “Política para Corregidores”, de Jerónimo Castillo de 
Bobadilla, escrita en 1597, se equipara policía con el vocablo griego “politeia”, y se 
señala que ésta significaba: “…buena gobernación de ciudad que abraza todos los 
buenos gobiernos, que trata y ordena las cosas corporales que tocan a la Policía, 
conservación y buen encaminamiento de los hombres”7. 
El vocablo policía y su concepción técnica se utilizó, al menos en ese sentido, 
hasta el siglo XVII, como lo destaca Santiago Legarre al mencionar que: “…culminan 
en la analogía que hacen Vattel y Blackstone de la autoridad como figura paterna, 
quien debe cuidar de la felicidad por la nación como objetivo de buen gobierno”8; 
pone en manifiesto de este modo el debut formal del término. 
Así también lo comenta Agustín Gordillo señalando que: “…desde la edad 
antigua hasta el siglo XV “policía” designaba el total de las actividades estatales [...] 
en el siglo XI se separa del concepto de policía todo lo referente a las relaciones 
                                                          
6
 MALAGÓN PINZÓN, Miguel; “La Ciencia de la Policía y el Derecho Administrativo“; Revista Estudios 
Socio-Jurídicos, vol. 6, núm. 1, enero-junio; Universidad del Rosario Bogotá, Colombia; 2004; pp. 176 y 179.   
7
  Ibídem; p. 179. 
8 BERTRAND-GALINDO A., Milenko; Reseña de "Poder de Policía y Moralidad Pública. Fundamentos y 
Aplicaciones"; de Santiago Legarre, Revista Chilena de Derecho, Pontificia Universidad Católica de Chile, vol. 33, 
núm. 2; Santiago, Chile; 2006; p. 408. 
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internacionales; sucesivas restricciones hacen que en el siglo XVIII estén excluidas 
del concepto también la justicia y las finanzas”9.  
Se produjo para el siglo XIX una división más para el concepto policía, la cual 
se entendía por seguridad y ésta a su vez era velar por el orden público, el cual se 
acogió del poder municipal como lo enuncia Miguel Malagón Pinzón en la revista “La 
ciencia de la policía y el derecho administrativo”, y exterioriza que: “A este poder 
municipal se le asignarán unas competencias de policía municipal, como el ornato, la 
limpieza, la salud de los habitantes, el urbanismo, etc. Estas facultades conformaron 
la policía administrativa, por oposición a la policía general, la de seguridad”10. 
 
1.2.  ANTECEDENTES DE LA POLICÍA EN MÉXICO 
 
 En la época precuahtémica con los aztecas, el “Huey Tlatoani” (señor 
Emperador) era quien delegaba la vigilancia de la gran Tenochtitlán a un funcionario 
denominado “cihuacoatl” (juez mayor), quien era el encargado de la administración y 
la justicia, y éste a su vez se auxiliaba de un grupo de ejecutores públicos 
denominado “tlatocan“ (Consejo Supremo de Gobierno) quien se encargaba de 
dividir las funciones públicas. 
Los llamados “polictecas o pochtecas” (comerciantes) observaban la conducta 
de los pueblos sojuzgados y vigilaban los lugares y personas que le interesaban al 
imperio. Los encargados de cuidar el orden y vigilar a los sujetos de mala conducta o 
con antecedentes criminales eran los contecpampixquex. 
  La justicia iniciaba en los “campas” (barrios) donde se encontraban los 
pobladores de la ciudad, como lo determina Jorge Nacif Mina al manifestar que era: 
“…en los que se cuidaba el aseo y orden, con vigilancia de los topillis (supuestos 
policías) y de los tequitlatoques (notificadores), éstos funcionarios remitían los delitos 
                                                          
9
 GORDILLO, Agustín; “Tratado de Derecho Administrativo”; Porrúa, UNAM, Instituto de 
Investigaciones Jurídicas: Fundación de Derecho Administrativo; México; 2004; p. 5.   
10
 MALAGÓN PINZÓN, Miguel; op.cit.; p. 206. 
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al juez del Calpulli”11. Puesto, como lo señala Jesús Martínez Garnelo, era que: “La 
función persecutoria la llevaban a cabo individuos llamados topilli, aprehendían a los 
delincuentes y los conducían de inmediato ante la autoridad respectiva, sin olvidar 
que detrás de los jueces, tal como lo dice Alfonso Toro, estaban los empleados 
inferiores, que no eran otros que los policías cuya función era cuidar y hacer cumplir 
las sentencias”12.  
 María Rodríguez Shadow, en su libro “El Estado Azteca”, hace referencia a la 
policía y los guardias del orden, manifestando que en la sociedad “tenochca” no 
había una separación entre el personal que componía el cuerpo policiaco y los 
integrantes del ejército al inferir que: “…de hecho eran los mismos, sólo que los 
primeros se ocupaban de ciertas actividades que se desarrollaban dentro de la 
ciudad; como la vigilancia y la protección de ésta, la aprensión de los delincuentes, la 
supervisión del orden interno y la custodia del soberano”13.  
Terminada la conquista e instaurado el primer ayuntamiento, fue la época en 
que la policía fue sinónimo de buen gobierno, la cual no se limitaba únicamente a 
vigilar o cuidar el orden de la ciudad sino también a las actividades de aseo, 
vigilancia, entre otras; según Gerónimo Miguel Andrés Martínez el cual cita que en la 
capital del Reino de la Nueva España, que después conoceríamos como la Ciudad 
de México se crea: “…la Junta Extraordinaria de Seguridad y Buen Orden […] el 21 
de septiembre de 1808. Ésta es la fecha de nacimiento de nuestra policía. […] La 
idea actual de la policía proviene de 1808, cuando Napoleón invade España, provoca 
la abdicación de Fernando VII y nombra rey a su sobrino cuyo sobre nombre era 
Pepe Botella”14.  
Ésta junta se conformó por peninsulares militares que se opusieran al dominio 
francés; reorganizada en 1811 y denominada “Junta de Policía y Seguridad”, como 
                                                          
11
 NACIF MINA, Jorge; “La Policía en la Historia de la Ciudad de México (1524-1928)”; Sociocultur; 
México; 1986; p. 12. 
12
 MARTÍNEZ GARNELO, Jesús; “Policía Nacional Investigadora del Delito… op.cit.; pp.  24 y 25. 
13
 RODÍGUEZ SHADOW, María; “El Estado Azteca”, 2ª Ed.; Editorial Universidad Autónoma del Estado  
de México; México; 1998; pp. 171 y 172. 
14
 ANDRÉS MARTÍNEZ, Gerónimo Miguel; “Derecho de Policía (Policiología y Seguridad Pública)”; Flores 
Editor y Distribuidor; México; 2010; pp. 21 y 23. 
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una organización dirigida por “el Superintendente de Policía y Tranquilidad Pública”, 
su función era la de garantizar la seguridad de la ciudad contra cualquier intento 
insurgente desestabilizador mediante la vigilancia de individuos sospechosos, 
especialmente de aquellos simpatizantes de los insurgentes que apoyaban el regreso 
al gobierno monárquico español de Fernando VII, como lo apunta Jorge Nacif Mina 
que además se comportaban como responsables absolutos de las acciones 
emanadas de esta actividad, y que: “…era la base fundamental de la administración 
de la misma, no lograba ejercer control sobre toda la serie de actos vandálicos; y la 
capital no fue la excepción, así que para apoyar tales hechos delictuosos se incluyó 
la Santa Hermandad de la Acordada”15. 
Más tarde en el México Independiente la policía no sufrió cambios 
sobresalientes siendo hasta 1826 que se estableció un cuerpo de policía municipal 
denominado “Celadores Públicos”16, dicho cuerpo estaba integrado por 150 hombres 
de a pie y 100 a caballo. Simultáneamente en 1827 se suprime a los celadores 
públicos por: “…los soldados de policía a los cuales el pueblo les daba el nombre de 
“gendarmes”  palabra derivada de los vocablos “Gens d’arms” (gente de armas)”17. 
Consecutivamente para el año de 1861 se creó la “Inspección General de la 
Policía” y dos años después se organizaron los “Guardias Imperiales” que 
resguardarían la seguridad pública, la vigilancia del tránsito de carruajes y auxilio de 
la población en caso de incendios. 
Algunos años más para 1868 se dictan las primeras medidas preventivas para 
evitar la corrupción de la policía pues los gendarmes eran cambiados continuamente 
de los lugares en donde se establecían para prestar sus servicios y el comandante 
estaba obligado a visitar su jurisdicción periódicamente, inspeccionar las funciones 
preventivas, y prestar el auxilio a los “Jefes Políticos” cuando éstos lo requerían, a 
los particulares y autoridades locales. Como lo refiere Gerónimo Miguel Andrés 
Martínez al indicar que aparecen por primera vez un conjunto de requisitos para 
                                                          
15
 Cfr. NACIF MINA, Jorge; op.cit.; p. 18.  
16
 MARTÍNEZ GARNELO, Jesús; “Policía Nacional Investigadora del Delito… op.cit.; p. 99.     
17
 Gobierno del Distrito Federal; “Manual Jurídico de Seguridad Pública del Distrito Federal”; 
Secretaría de Seguridad Pública; México; 1995; p. 17. 
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ingresar en estos cuerpos de policía los cuales consistían en: 1. Tener buena 
conducta; 2. Ser mayor de 21 años; 3. Tener aptitudes físicas y mentales; 4. Conocer 
el manejo de armas y caballos y 5. No tener antecedentes penales. Por consiguiente 
señala Colín Sánchez que: “…además de los requisitos citados anteriormente, nos 
dice que existían “guías”, que se encargaban de realizar dentro de estos cuerpos la 
función administrativa, compra y distribución de forrajes para los caballos que 
utilizaban y trámites de documentación”18. 
Después en la época conocida como el “Porfiriato” se creó la “Policía Rural” 
comisionada de vigilar los caminos y apoyar a la “Policía Urbana” y fue hasta 1908 
cuando se culmina la cimentación del primer edificio destinado a servicios de policía.  
Acto seguido estalla la Revolución en 1910 y el Ejército fue el encargado de 
salvaguardar la seguridad pública; siendo así que no se propicia un cambió 
sobresaliente hasta 1922 que se creó, para poner orden en la estructura legislativa y 
jurídica de la policía, “la Ordenanza Federal para los Cuerpos de Policía”, ésta policía 
no tuvo más que fundamento de ordenanza, fundamento de edicto, de bando de 
policía, pero no fundamento constitucional.  
Llegado el año de 1923 surgen las primeras mujeres policías que: 
“…quedaron  encargadas de la vigilancia en parques y jardines e incorporadas más 
tarde a oficinas y laboratorios”19. Y fue hasta el año de 1930 cuando se creó el 
“Cuerpo Femenil de Policías Especiales”, conformado por 69 mujeres y que al paso 
del tiempo este grupo fue desintegrado. 
Aparece “La Escuela Técnica de Policía“ en el año de 1945 que funcionaba en 
el local de Victoria y Revillagigedo, donde el plantel docente daba especial atención a 
las asignaturas de ética y moral. Para los años 50´s con la finalidad de abarcar 
mayores zonas la policía deja paulatinamente la vigilancia a pie y comienza a hacer 
uso del automóvil. Es hasta 1959 cuando se da inicio a la impartición de cursos en el 
nuevo “Colegio de Policías”, que posteriormente se transformaría en la Academia y 
                                                          
18
 Cfr. ANDRÉS MARTÍNEZ, Gerónimo Miguel; op.cit.; pp. 28 y 29. 
19
  Gobierno del Distrito Federal; op.cit.; pág. 21. 
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que daría lugar ulteriormente al “Centro de Capacitación y Formación de la Dirección 
de Educación Policiaca”. 
Para 1969 se formó la “Dirección General de Policía y Tránsito, fusión de la 
Policía Preventiva y la Policía de Tránsito” y en 1994 se crea el “Instituto Técnico de 
Formación Policial” el cual tiene a su cargo la capacitación y profesionalización 
policial, reemplazando a la Academia de Policía. 
 
1.3.  ANTECEDENTES DE LA POLICÍA EN EL ESTADO DE MÉXICO 
 
La “Ley Orgánica Provisional para arreglo del Estado Libre y Soberano de 
México”, decretada el 2 de marzo de 1824, estableció, como función del “Consejo 
Consultivo del Ejecutivo”, la de cuidar la tranquilidad pública y el orden público. 
Surgen las figuras de “prefecto,” llamado de distrito, y “subprefecto”, en cada 
cabecera de partido, que entre sus funciones se encontraban la de cuidar la 
tranquilidad, el orden y la seguridad pública de las zonas denominadas “Distritos y 
Partidos”. 
La “Constitución Política del Estado de México”, sancionada por el Congreso 
Constituyente el 14 de febrero de 1827 y publicada el 26 del mismo mes y año, fijó 
las atribuciones y los límites dentro de los cuales deberían actuar del “prefecto” y 
“subprefecto”; destacando entre su principales funciones: la de cuidar la tranquilidad 
pública, del buen orden, de la seguridad de las personas y bienes de sus habitantes  
y el cumplimiento de las leyes. Para el año de 1861 la figura del “prefecto” es 
sustituida por la de “jefe político”, asumiendo las mismas atribuciones en materia de 
seguridad pública. 
Para 1915 se creó la “Oficina de Inspección General de Policía” y en 1941 se 
expidió el “Reglamento Interior de la Secretaría General de Gobierno”, que dio origen 
a los departamentos de Gobernación y Justicia, encargado de la seguridad pública, 
salubridad y gobernación y la “Central de Tránsito”, encargado de la expedición de 
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licencias de manejo, placas, infracciones, peritajes, altas y bajas de vehículos, entre 
otras actividades, quedando adscrita a la “Oficina de Inspección General de Policía”. 
En 1969 se crea la “Dirección de Seguridad Pública y Tránsito”, como 
Dependencia del Poder Ejecutivo, integrada por los Departamentos de Gobernación 
y Justicia y Central de Tránsito. En 1982 la Dirección de Seguridad Pública y Tránsito 
fue adscrita a la Subsecretaría “A” de Gobierno, integrándose por la “Subdirección 
Operativa de Policía y Tránsito” y la “Subdirección Técnica y de Servicios al Público”. 
Por el Acuerdo del Ejecutivo del Estado por el que se reforma y adiciona el 
reglamento interior de la Secretaría General de Gobierno se crea el “Organismo 
Desconcentrado de la Secretaría General de Gobierno”, denominado “Agencia de 
Seguridad Estatal”, que se publicó en el periódico oficial del Gobierno del Estado 
Libre y Soberano de México, “Gaceta del Gobierno", el 1° de febrero de 2006, dicha 
Agencia contaría con autonomía técnica y operativa, coordinando las funciones de 
seguridad pública y tránsito; prevención y readaptación y protección civil y pirotecnia. 
Surge la “Secretaría de Seguridad Ciudadana” mediante decreto por el que se 
reforman los artículos 19 en su párrafo tercero y 21 en sus fracciones X, XVI Y XX; 
se adicionan a los artículos 19 la Fracción II, recorriéndose en su orden las actuales, 
y 21 Bis; y se derogan del Artículo 21 las fracciones XVIL XVIII, XIX y XXI de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública del Estado de México, publicado en el 
Periódico Oficial del Gobierno del Estado Libre y Soberano de México, Gaceta del 
Gobierno, el 18 de octubre de 2011, con el cual se reformaron y adicionaron diversas 
disposiciones de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de México, 
como dependencia auxiliar del Poder Ejecutivo del Estado de México y se crea “El 
Instituto Mexiquense de Seguridad y Justicia” que tendrá por objeto la formación y 
profesionalización especializada en seguridad pública, de servidores públicos y 
aspirantes a ingresar a las instituciones de seguridad pública o corporaciones de 




El 19 de octubre de 2011 se expide la “Ley de Seguridad del Estado de 
México”, publicada en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado Libre y Soberano 
de México, Gaceta del Gobierno, la cual es de orden público, de interés social y de 
observancia general en el territorio del Estado de México y tiene como objeto normar 
la distribución de competencias en materia de seguridad pública que realizan el 
Estado y los municipios, así como establecer las bases de coordinación del Estado y 
los municipios, con la Federación, Distrito Federal, los estados y sus municipios. 
Surge la “Comisión Estatal de Seguridad Ciudadana”, mediante decreto por el 
que se reforma el Artículo 21 en su Fracción XXII, se adicionan las fracciones XXIII, 
XXIV, XXV, XXVI, XXVII, XXVIII, XIX, XXX, XXXI y XXXII, se derogan la Fracción II 
del Artículo 19 y el Artículo 21 Bis de la Ley Orgánica de la Administración Pública 
del Estado de México y se expide la Ley que crea la Comisión Estatal de Seguridad 
Ciudadana del Estado de México, publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del 
Estado Libre y Soberano de México, Gaceta del Gobierno, en fecha 17 de diciembre 
de 2014, como órgano desconcentrado de la Secretaría General de Gobierno. 
 
1.4.  ANTECEDENTES DE LAS EVALUACIONES DE CONTROL DE CONFIANZA 
A NIVEL FEDERAL 
 
A. RESEÑA HISTÓRICA DE LAS EVALUACIONES DE CONTROL DE 
CONFIANZA EN MÉXICO 
 
En lo que respecta a nuestro país fue hasta 1980 que los policías se 
seleccionaban mediante convocatoria abierta, es decir, cualquier ciudadano podía 
ingresar a la policía pues en ese momento no se contaba con perfiles de puesto, sólo 
faltaba con que la persona tuviera interés de ser contratado. Se daban a la tarea de 
seleccionar al personal a través de la implementación de pruebas psicológicas y del 
cumplimiento de algunos requisitos básicos, como contar con la Cartilla Militar.  
Entre las principales limitantes del proceso tradicional de selección de 
personal que se utilizaba en algunas instituciones, consistía en que: “…sólo se 
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evaluaran los conocimientos, las habilidades, el rendimiento y la personalidad a 
través de técnicas y herramientas de selección, entre ellas, la entrevista y la 
aplicación de pruebas psicológicas como medio para obtener y corroborar la 
información proporcionada”20. 
Se fusionó para 1985 la Dirección General de Investigaciones Políticas y 
Sociales de Inteligencia con la Dirección Federal de Seguridad a partir de la cual se 
creó la “Dirección General de Investigación y Seguridad Nacional”, donde como parte 
del sistema de selección del personal, se insertó la técnica poligráfica con el objetivo 
de identificar que el personal de nuevo ingreso y en activo, no incurriera en 
conductas que vulnerarán la seguridad institucional. 
Posteriormente, se agrega al proceso de selección de personal del Centro de 
Investigación y Seguridad Nacional una investigación de campo a los aspirantes a 
ingresar a la institución y a partir de 1989 se incorpora la evaluación poligráfica en 
adición a la psicológica que ya se realizaba; años después dicho esquema se 
perfeccionó al incluir la investigación del entorno social del evaluado.  
En 1993, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público fue pionera al establecer 
un Centro de Control de Confianza, para el cual formó a su personal apoyado por la 
Secretaría de Gobernación. Sin embargo, fue hasta 1997 cuando, se emprendieron 
los primeros esfuerzos sólidos encaminados a la creación de los Centros de Control 
de Confianza por medio de la aplicación sistemática de los procesos de evaluación a 
los cuerpos policiales.  
En Policía Federal Preventiva en el año 1999, el modelo se fortaleció por 
medio de una estructura organizacional propia que considera cuatro áreas 
evaluadoras; psicología, poligrafía, médico-toxicológico y verificación ambiental. 
Además, se hizo un primer planteamiento de vinculación con el área de Asuntos 
Internos para que, mediante trabajo coordinado, se generara información que diera 
sustento a la toma de decisiones en caso de corrupción. De igual forma, el modelo se 
                                                          
20
 PELÁEZ ACERO, Gabriela y María Vanesa Pedraza Madrid (coords.); “Control de Confianza: Hacia una 
Nueva Cultura Policial para México“, Tomo: VIII; Centro de Investigación y Estudios en Seguridad; México; 
2012; p. 30.  
30 
 
apoyó en la creación de un área de Control de Confianza al interior del Órgano 
Administrativo Desconcentrado de Prevención y Readaptación Social, encargada de 
realizar evaluaciones al personal del Sistema Penitenciario Federal. 
El Estado Mexicano llevó a cabo reformas al marco jurídico, de tal manera que 
las evaluaciones de control de confianza en la Secretaría de Seguridad Pública 
quedaran establecidas en la Ley de la Policía Federal Preventiva, en Manual de 
Normas del Servicio de Carrera Policial, en el Reglamento de la Policía Federal 
Preventiva, así como en la Norma para el Control de Confianza expedida por la 
Oficialía Mayor de la Secretaría de Seguridad Pública Federal. 
La Ley de la Policía Federal Preventiva y su Reglamento, publicados el 4 de 
enero de 1999 y el 26 de abril de 2000, respectivamente, establecían que la 
Dirección General de Control de Confianza coadyuvara en el establecimiento de los 
programas de evaluación y apoyo a las unidades administrativas de la institución, 
como con cualquier otra dependencia, entidad o institución de carácter federal, local 
o municipal, que requiriera del apoyo en materia de análisis psicológico, poligráfico o 
de entorno socioeconómico. En el año 2002 lograron la certificación bajo la norma 
ISO 9001:2000 del proceso de reclutamiento, evaluación, y selección de personal.  
Durante el año 2006 obtuvieron la renovación de la certificación del proceso de 
control de confianza por parte del organismo certificador: la International Certificación 
of Quality Systems. 
La policía poco ha evolucionado “…desde la década de los ochentas del siglo 
pasado a la fecha, a pesar de las reformas constitucionales de 1983-1984, de 1993-
1994, y están por verse los efectos de la reforma del 2008, así como de la leyes que 
se expedirán con motivo de la multicitadas reformas”21. 
Entre los meses de mayo y junio de 2011; la Policía Federal de México 
organizó el “Primer Congreso Internacional sobre el Proceso de Evaluación Integral 
en Áreas Sensibles del Sector Público”, donde se abordó el intercambio de 
                                                          
21
 ORELLANA WIARCO, Octavio A.; “Seguridad Pública: Profesionalización de los Policías”; Porrúa; 
México; 2010; p. 62.  
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conocimientos y experiencias sobre el proceso de evaluación; “…el cual tuvo como 
objetivo compartir experiencias que favorecerán el encuentro e intercambio de ideas 
entre instituciones de seguridad pública y de procuración de justicia de México así 
como de otro países, con el fin de fomentar la coordinación y posible adopción de 
mejores experiencias, estándares y prácticas en materia de evaluación”22.   
En diciembre de 2011; en la “Primera Cumbre Extraordinaria de la Comunidad 
de Policías de América AMERIPOL”, la Policía Federal de México presentó un 
proyecto para impulsar una red de expertos en control de confianza y en abril de 
2012 la Policía Federal de México organizó el “Segundo Congreso Internacional 
sobre el Proceso de Evaluación Integral en Áreas Sensibles del Sector Público” y se 
consolidó la “Red de Expertos en Control de Confianza de AMERIPOL”. 
 Acto seguido en junio de 2013 la Policía Federal realizó el “Tercer Congreso 
Internacional sobre el Proceso de Evaluación Integral en Áreas Sensibles del Sector 
Público”, en el cual se efectuó la “Segunda Reunión de la Red de Expertos en 
Control de Confianza”; con la presencia de especialistas nacionales e internacionales 
que abordaron temas como: Indicadores de Desempeño y Servicio de Carrera 
Policial; Control de Confianza como Herramienta de Combate a la Corrupción en 
Instituciones Policiales y de Seguridad; Evaluación Integral en Áreas en el Cuerpo 
Nacional de Policía; y Proceso de Certificación de los Funcionarios de los 
Operadores de Justicia. 
 
B. DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS 
DISPOSICIONES DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS 
 
La Comisión Permanente del Honorable Congreso de la Unión, rubricó el 
decreto el 28 de mayo de 2008 y lo publicó en el Diario Oficial de la Federación el 18 
de junio de 2008; en el que se reformaron los artículos 16, 17, 18, 19, 20, 21 y 22; 73 
                                                          
22
 PELÁEZ ACERO, Gabriela y María Vanesa Pedraza Madrid (coords.); op.cit.; p. 111.   
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fracciones XXI y XXIII; 115 Fracción VII y 123 Fracción XIII del Apartado B, todos de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; que son reformas al 
Sistema de Procuración e Impartición de Justicia Penal a nivel constitucional en 
México; respecto a las garantías del proceso penal así como a la seguridad pública. 
 Recalcando que la reforma en materia de seguridad pública es una función 
que deberá estar a cargo de la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los 
Municipios en los ámbitos de sus respectivas atribuciones; las actuaciones de las 
instituciones de seguridad pública se regirán por los principios de legalidad, 
objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos; 
las instituciones de seguridad pública serán de carácter profesional; para cumplir los 
objetivos de seguridad pública se regulará la selección, ingreso, formación, 
permanencia, evaluación, reconocimiento y certificación de los integrantes de las 
instituciones de seguridad pública; ninguna persona podrá ingresar o permanecer en 
a las instituciones de seguridad pública si no ha sido debidamente certificado y 
registrado en el sistema y el Estado no estará obligado a incorporar a Agentes del 
Ministerio Público, peritos o elementos policíacos en caso de terminación del servicio 
por cualquier causa. 
 
C. SISTEMA NACIONAL DE SEGURIDAD PÚBLICA 
 
A mediados de la década de los 90’s se pudo observar un incremento en el 
crimen y la inseguridad ciudadana situación que se transformaría, en pocos años, en 
la principal preocupación de la mayoría de los ciudadanos, incluso por encima del 
tema del empleo. Lo más importante surge cuando en el año de 1994 en el que se 
crea para coordinar y distribuir competencias: “…el Sistema Nacional de Seguridad 
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Pública (SNSP), que es la instancia superior de coordinación y definición de políticas 
en Seguridad Pública del país”23. 
Como consecuencia de las reformas en el año de 1995 se aprobó: “…la Ley 
General que Establece las Bases del Sistema Nacional de Seguridad Pública a 
efecto de coordinación entre la Federación, los Estados, el Distrito Federal y los 
municipios para la integración y funcionamiento del Sistema Nacional de Seguridad 
Pública”24; que señaló entre otras cosas y en relación a los cuerpos policiales que: 
“…la carrera policial será el instrumento básico, obligatorio y permanente de la 
formación de los integrantes de las instituciones de seguridad pública […] tiene 
carácter obligatorio y permanente”25.    
El Congreso de la Unión expidió la “Ley del Sistema Nacional de Seguridad 
Pública” cuyo dictamen fue aprobado la primera semana de diciembre de 2008; en el 
que aclara que: “…específicamente con relación al tema de policía, una 
particularidad que llama la atención es que desde principios del sexenio, por acción 
impulsada por la SSP, opera el proyecto de unificación de la policía federal, proceso 
que arranca con inconformidades de sus operadores directos; con todo eso es 
posible que el Congreso apruebe el proceso de unificación a fines de 2008”26. 
 
D. ACUERDO NACIONAL POR LA SEGURIDAD, LA JUSTICIA Y LA 
LEGALIDAD. 
 
El Acuerdo Nacional por la Seguridad, Justicia y Legalidad fue suscrito el 21 
de agosto de 2008, en el marco de la Vigésima Tercera Sesión Ordinaria del Consejo 
                                                          
23
 ALVARADO MENDOZA, Arturo (Coord.); “Indicadores de Seguridad Pública en México: Una 
Discusión Conceptual Metodológica”, Tomo: VI; Centro de Investigación y Estudios en Seguridad; México; 2012; 
p. 26.   
24
 ROSAS, María Cristina (Coord.); “El Nuevo Modelo de Policía en México”, Tomo I; Centro de 
Investigación y Estudios en Seguridad; México; 2012; p. 99.  
25
 PEÑALOZA, Pedro José; “Seguridad Pública. Voces Diversas en un Enfoque Multidisciplinario”; 
Porrúa; México; 2005; p. 84.  
26
 CÁRDENAS VILLARELLO, Ernesto; “Comentarios a la Reforma del Sistema Nacional de Seguridad 
Pública“; El Cotidiano, núm. 153, enero-febrero; Universidad Autónoma Metropolitana Unidad Azcapotzalco 
Distrito Federal, México; 2009; p.38.  
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Nacional de Seguridad Pública, celebrada en Palacio Nacional, y publicado en el 
Diario Oficial de Federación el 25 de Agosto de 2008, suscrito por los Poderes 
Ejecutivos, el Congreso de la Unión, el Poder Judicial, representantes de las 
asociaciones de Presidentes Municipales, medios de comunicación y las 
organizaciones de la sociedad civil, empresariales, sindicales y religiosas; siendo 
entonces que dicho acuerdo es un mecanismo entre los tres poderes y los tres 
órdenes de gobierno que conforman el Estado Mexicano y los sectores privado y 
social, a fin de que cada uno desarrolle acciones específicas, en el ámbito de sus 
atribuciones y competencias, en favor de la seguridad, la justicia y la legalidad, con 
objetivos comunes a corto, mediano y largo plazos. 
Entre los objetivos a alcanzar se encuentran: crear un modelo nacional de 
evaluación y control de confianza; impulsar la creación de centros estatales de 
control de confianza certificados; sujetar a evaluación permanente y control de 
confianza al personal de las instituciones policiales; crear indicadores de medición 
del desempeño de las instituciones policiales; y, depuración y fortalecimiento de las 
instituciones de seguridad. 
 
1.5.  ANTECEDENTES DE LAS EVALUACIONES DE CONTROL Y CONFIANZA 
EN EL ESTADO DE MÉXICO 
 
A. ACUERDO POR LA SEGURIDAD PÚBLICA INTEGRAL DE LOS 
MEXIQUENSES 
 
El Acuerdo por la Seguridad Pública Integral de los Mexiquenses, firmado el 
18 de septiembre de 2008 y publicado en el Diario Oficial de la Federación el 22 de 
septiembre de 2008, con motivo de la Sesión Extraordinaria del Consejo Coordinador 
Estatal de Seguridad Pública, los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial del Estado 
de México, presidentes municipales, representantes de la sociedad civil y 
representantes del sector empresarial, realizaron compromisos a favor de la 
seguridad pública del Estado Mexiquense. 
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Los acuerdos más sobresalientes son: nueva ley estatal en materia de 
seguridad pública en coordinación con el Sistema Nacional de Seguridad Pública; la 
creación del Centro de Control de Confianza del Estado de México; diseño del 
protocolo de las evaluaciones, permanentes, de control de confianza a los servidores 
públicos de las instituciones de seguridad pública; depurar y fortalecer las 
instituciones de seguridad; desarrollar mecanismos de selección y capacitación; 
sujetar a evaluaciones permanentes al personal de seguridad pública y coordinación 
de permanencia de los policías. 
 
B. DECRETO NÚMERO 224 POR EL QUE SE CREA EL CENTRO DE CONTROL 
DE CONFIANZA DEL ESTADO DE MÉXICO 
 
El decreto número 224, publicado el 1° de diciembre de 2008 en el Diario 
Oficial de la Federación y suscrito el 19 de noviembre de 2008, aprobado por la LVI 
Legislatura del Estado de México, para la creación de la Centro de Control de 
Confianza del Estado de México, como Organismo Público Descentralizado adscrito 
a la Secretaría General de Gobierno, teniendo como objetivo la aplicación de las 
evaluaciones, permanentes, de control de confianza, de desempeño, poligrafía, 
entorno social y psicológicas, así como exámenes toxicológicos al personal de las 














2.  MARCO CONCEPTUAL 
 
2.1.  EVALUACIONES DE CONTROL DE CONFIANZA 
 
El propósito será precisar la expresión “evaluaciones de control de confianza” 
mediante su conceptualización y análisis de las palabras clave, el vocablo evaluar y 
el término control de confianza, de dicha enunciación, asimismo es necesario 
analizar las locuciones certificación y acreditación, por encontrarse intrínsecamente 
relacionadas con el objeto de estudio del presente tema, poco conocido, y así llegar 
a un posible consenso.  
 
A.  EVALUACIÓN 
 
La dicción “evaluación” se refiere a la acción y a la consecuencia de “evaluar” 
y ésta a su vez en su acepción más amplia se define como: “1. Señalar el valor de 
algo; 2. Estimar, apreciar, calcular el valor de algo; 3. Estimar los conocimientos, 
aptitudes y rendimiento de…”27.  
Terry D. Tenbink indica sobre la evaluación que: “…designará el conjunto de 
actividades que sirvan para dar un juicio, hacer una valoración o medir algo, como un 
objeto, una situación o un proceso. Es así que en la evaluación consistirá valorar la 
aplicación de estrategias cognitivas en la adquisición de conocimientos o de 
estrategias de acción de cara a lograr determinados propósitos”28.  
Santiago Castillo Arredondo manifiesta que la evaluación se desarrolla a lo 
largo de un período de tiempo y la cual deberán de cumplir varios pasos sucesivos 
durante el proceso, para que se puedan dar las tres características esenciales e 
irrenunciables de toda evaluación, como indica:  
                                                          
27
 Real Academia Española, op.cit.; s.v. “evaluación”.  
28
 D. TENBINK, Terry;  “Evaluación Guía Práctica para Profesores“, 9ª Ed.; Narcea Ediciones; Madrid, 
España; 2006; pp. 18 y 19.   
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“1° Obtener Información. Aplicar procedimientos válidos y fiables para conseguir datos e 
información sistemática, relevante y apropiada, que fundamentalmente son la consistencia y 
seguridad de los resultados de la evolución.  
2° Formular Juicos de Valor. Los datos obtenidos deben permitir fundamentalmente el análisis 
y la valoración de los hechos que se pretende evaluar, para que se pueda formular un juicio 
de valor lo más ajustado posible. 
3° Tomar Decisiones. De acuerdo con las valoraciones emitidas sobre la información relevante 
disponible, se podrán tomar las decisiones que convengan en cada caso”
29
.    
La evaluación, como se puede observar arriba, se debe entender como un 
proceso para obtener información y que de su aplicación se derivará el emitir un 
juicio el cual a su vez se utilizará para tomar decisiones.  
Ospina, Bonnefoy y Armijo establecen que la evaluación de la gestión pública 
cumple funciones técnicas, políticas y simbólicas dado que: “…puede ser clasificada 
según el objeto de la misma (políticas públicas, programas, gestión y resultados, y 
desempeño individual); el propósito, quienes solicitan y están a cargo de la 
evaluación (externa o interna), y según la etapa de intervención de la acción 
pública”30. 
La evaluación debe contemplar: “…los procesos de medición de capacidades, 
a través de exámenes rigurosos y múltiples evaluadores, mismo que permiten dar un 
panorama general de las capacidades de los individuos. De esta forma, se pueden 
asociar al desempeño de actividades definidas para un puesto”31. “La evaluación es 
un proceso que tiene como finalidad determinar el grado de eficacia y eficiencia, con 
que han sido empleados los recursos destinados a alcanzar los objetos previstos, 
posibilitando la determinación de las desviaciones y la adopción de medidas 
                                                          
29
 CASTILLO ARREDONDO, Santiago (coord.); “Compromisos de la Evaluación Educativa”; Prentice Hall; 
Madrid, España; 2002, p. 7. 
30
 ARELLANO GAULT, David y Juan Salgado Ibarra (coords.); “Policía Federal: Una Nueva Institución 
para México”, Tomo: II; Centro de Investigación y Estudios en Seguridad; México; 2012; pp. 99 y 100.   
31
 SZÉKELY PARDO, Miguel (coord.); “Sistema Integral de Desarrollo Policial: La Construcción de una 
Policía Profesional en México”, Tomo III; Centro de Investigación y Estudios en Seguridad; México; 2012; p. 53.  
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correctivas que garanticen el cumplimiento adecuado de las metas”32. “La finalidad es 
conocer si cumple sus propósitos de política y si lo que están efectuando tiene 
sentido”33. 
Bryson propone que la evaluación debe ser: “…parte integral y permanente del 
proceso de planeación estratégica, ya que ésta permite examinar si las estrategias y 
acciones que se están realizando, efectivamente ayudan a cumplir con los objetivos, 
metas y misión de organización”34. 
El control de confianza deberá adoptar la siguiente clasificación de evaluación, 
según el libro “Policía Federal: Una Nueva Institución para México”: 
“1. Evaluaciones de nuevo ingreso: Evaluar bajo un solo mecanismo y criterios uniformes de 
selección y contratación de personal de nuevo ingreso a elementos capaces de desempeñar 
la función policial e identificar candidatos de alto riesgo que muestren conductas, hábitos y 
principios que comprometan la seguridad institucional. 
2. Evaluaciones de permanencia: Identificar las vulnerabilidades institucionales con el 
propósito de prevenir y disminuir su impacto al contar con mecanismos confiables, 
transparentes y rigurosos de supervisión del desempeño policial del personal en activo, 
haciendo hincapié en los valores de disciplina, lealtad, honestidad, profesionalismo, ética y 
espíritu de cuerpo. 
3. Evaluaciones de apoyo externo: Celebrar convenios en materia de evaluación y control de 
confianza con los gobiernos estatales y municipales, así como con instancias de los poderes 
públicos en aras de brindar atención a las necesidades de evaluación y de control de 
confianza de otras instancias federales involucradas en la seguridad pública”
35
. 
La aplicación de las evaluaciones de control de confianza, “…se llevan a cabo 
de manera sistemática y estandarizada, convirtiéndose en un mecanismo orientado a 
la profesionalización del servicio; el fortalecimiento de los niveles de seguridad, 
confiabilidad, competencia, disciplina y doctrina, para garantizar la operación  y 
                                                          
32
 Gobierno del Estado de México; “Programa Estatal de Seguridad Pública Preventiva, …nuestra casa 
es el Estado de México”; México; 2004; p. 93.  
33
 Cfr. RAMOS GARCÍA, José María; “Inseguridad Pública en México: Una Propuesta de Gestión de  
Políticas Estratégicas en Gobiernos Locales”; H. Cámara de Diputados, LXI Legislatura, Universidad Autónoma 
de Baja  California, Miguel Ángel Porrúa y Librero Editor; México; 2006; p. 167.  
34
  ARELLANO GAULT, David y Juan Salgado Ibarra (coords.); op.cit.; p. 98.  
35
 PELÁEZ ACERO, Gabriela y María Vanesa Pedraza Madrid (coords.); op.cit.; p. 29.  
39 
 
efectividad institucional, al mismo tiempo que contribuyan para fortalecer los niveles 
de confianza de la ciudadanía en los elementos…”36. 
Cuando se habla entonces de la evaluación, para el control de confianza, se 
deberá aludir a:  
“Forma de valoración sistemática a través de mecanismos y criterios 
uniformes, destinados a obtener la información adecuada del valorado, que 
puedan determinar si se cumple con los perfiles y los valores requeridos para 
el desempeño de la función policial y así poder identificar y seleccionar a los 
candidatos competentes y confiables, de nuevo ingreso o en activo, que 
cumplan con los requisitos del perfil para los puestos de las instituciones de 
seguridad, actuando siempre dentro del marco de la normatividad”. 
  
B.  CONTROL DE CONFIANZA 
 
El término “control” significa: “1. Comprobación, inspección, fiscalización, 
intervención; 2. Dominio, mando, preponderancia; 3. Oficina, despacho, 
dependencia, etc., donde se controla”37.  
Leonardo Fench Iduarte comenta sobre la palabra control:  
“Control: anglicismo por dominio, supremacía, gobierno, manejo o dirección de un asunto. 
Galicismo por comprobación, verificación, cotejo, revisión o inspección. Del latín kcontra-
rotulare, que significa verificar por una lista duplicada de riesgo; de contr-roller, rodar a la 
inversa, de atrás hacia adelante, con el sentido de comprobar o verificar. 
El sentido anglicista de dominio procede de la palabra del latín antiguo contr (adversativo), 




                                                          
36
 SZÉKELY PARDO, Miguel (coord.); op.cit.; p. 76. 
37
 Real Academia Española, op.cit.; s.v. “control”.  
38
 Citado por HERNÁNDEZ Y RODRÍGUEZ, Sergio;  “Administración Pensamiento, Proceso, Estrategia y 
Vanguardia”; McGraw-Hill; México; 2002; p. 360.   
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Reyes Ponce define al control de la manera siguiente: “Es la medición de los 
resultados actuales y pasados en relación con los esperados, ya sea total o 
parcialmente, con el fin de corregir, mejorar y formular nuevos planes”39. 
El control tiene dos objetivos:  
“Corrección de fallas y errores. El control sirve para detectar fallas o errores, ya sea en la 
planeación, en la organización, en la integración o en la dirección e indicar las medidas 
correctivas. […] 
Prevención de nuevas fallas o errores. Al corregir fallas o errores, el control indica los medios 
para evitarlos en el futuro. […] 
El Control […] Consiste en establecer sistemas que permitan medir los resultados actuales y 
pasados, con relación a los esperados, con el fin de saber si se ha obtenido lo que se 




En este orden de ideas el control para las evaluaciones de control de 
confianza es: 
“El sistema de medición de los resultados actuales y pasados de los valorados 
en relación con los esperados, con el fin de determinar si son capaces de 
desempeñar la función policial y así identificar a los candidatos de alto riesgo 
que comprometan la seguridad institucional y mejorar la nueva metodología 
para la aplicación de los exámenes”. 
El vocablo “confianza” proviene del verbo “confiar” que significa: “1. Esperanza 
firme que se tiene de alguien o algo; 2. Seguridad que alguien tiene de sí mismo; 3. 
Presunción y vana opinión de sí mismo; 4. Ánimo, aliento, vigor para obrar”41. 
“La confianza es un término fundamental para describir interacciones sociales 
y maneras de actuar; […] determina la conducta frente a una persona o grupo de 
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 REYES PONCE, Agustín; “Administración Moderna”; Limusa; México; 2012; p. 440. 
40
 ROJAS CABALLERO, Ariel Alberto; “Administración y Liderazgo para Órganos Jurisdiccionales”; 
Porrúa; México; 2006; pp. 160 y 161. 
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 Real Academia Española; op.cit.; s.v. “confianza”. 
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individuos y representa el punto de partida de un comportamiento socialmente 
aceptado”42.  
Siendo así que la confianza, dentro de las evaluaciones a los elementos de las 
organizaciones policiacas, es: “La determinación de la conducta del personal de 
nuevo ingreso o permanencia para las instituciones de seguridad pública con el 
objetivo de contribuir a favorecer el comportamiento socialmente aceptado”.  
Al respecto sobre control de confianza, según la obra “Control de Confianza: 
Hacia una Nueva Cultura Policial para México”, discurre que es: “…un sistema 
especializado de selección de personal, cuyo objetivo es detectar a la persona 
idónea para desarrollar las funciones de un puesto e identificar satisfactoriamente 
que las conductas de un candidato sean confiables con el propósito de fortalecer la 
actuación de las instituciones a cargo del orden público“43. 
Luego entonces, en éste orden de ideas, el término control de confianza 
deberá definirse como:  
“El sistema de medición especializado de los resultados actuales y pasados de 
los valorados en relación con los esperados, con el fin de determinar si son 
capaces de desempeñar la función policial y así identificar a los candidatos de 
alto riesgo que comprometan la seguridad institucional, con el objetivo de 
contribuir a favorecer los niveles de confianza de la población en las 
instituciones de seguridad pública y mejorar la nueva metodología para la 
aplicación de las evaluaciones”. 
La desconfianza ha aumentado en todos los sectores de la sociedad hacia las 
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I. Certificación y Acreditación 
 
La expresión control de confianza y las valoraciones poligráficas, médicas-
toxicológica, de estudio socioeconómico y psicológica, son poco conocidas en el 
caso de México son reguladas a través de un modelo nacional supervisado por el 
Centro Nacional de Certificación y Acreditación, instancia que establece las normas 
del proceso de evaluación y certifica a los Centros de Evaluación y Control de 
Confianza de la federación y de las entidades federativas45. 
La “certificación” viene siendo: “acto jurídico por medio del cual un funcionario 
público, en el ejercicio de su cargo, da fe de la existencia de un hecho, acto o  
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 Ibíd. ; p. 10.  
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 SZÉKELY PARDO, Miguel (coord.); op.cit.; p. 76.  
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calidad personal de alguien, que le consta de manera indubitable, por razón de su 
oficio”46. 
La emisión del certificado implica el reconocimiento de las competencias de 
una persona, siendo así que el proceso de certificación conlleva: “…a contribuir a 
una planeación pertinente en la profesionalización policial, a través de rutas de 
formación, por escala institucional y por la naturaleza de su desempeño; ofrecer una 
visión amplia del conjunto estructurado de las funciones requeridas para alcanzar los 
resultados previstos, de acuerdo con las políticas de Estado y marco normativo 
vigente”47.  
Es así que la certificación para las evaluaciones de control de confianza sería: 
“El proceso mediante el cual una institución pública reconoce las habilidades, 
destrezas, actitudes y conocimientos en la función policial; y, su facultad para 
desempeñar determinada actividad o cargo frente a estándares reconocidos, a 
través de la expedición del documento que lo acredite”. 
Es necesario manifestar que los documentos públicos son aquellos: 
“…expedidos por una autoridad en ejercicio de sus funciones o por un funcionario 
que tenga fe pública…”.48 y “Se consideraban como medios de prueba los 
documentos, que al igual que en nuestro sistema jurídico estaban divididos en 
públicos y privados, atribuyéndose a los primeros valores de prueba frente a 
cualquier persona, mientras que los segundos tenían validez frente a la persona de la 
que provienen”49.  
La acreditación proviene de la voz acreditar que significa: “Dar seguridad de 
que alguna persona o cosa es lo que representa o aparece. […] // Dar testimonio en 
                                                          
46
 DE PINA, Rafael y Rafael De Pina Vara; “Diccionario de Derecho”; Porrúa; México; 2005; p. 150. 
47
 SZÉKELY PARDO, Miguel (coord.); op.cit.; p. 76.  
48
 HUBER OLEA, Francisco José, “Diccionario de Derecho Romano” ”, 2ª Ed.; Porrúa; México; 2007; p. 
170. 
49
 Ibídem; p. 170. 
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documento fehaciente de que una persona tiene facultades para desempeñar 
comisión…”50. 
Siendo entonces que la certificación y la acreditación, de las evaluaciones de 
control de confianza, son: 
“Los instrumentos legales expedidos por una institución pública, en ejercicio 
de sus funciones, otorgados a los candidatos que aprobaron el proceso de 
valoración sistemática, mediante el reconocimiento de las habilidades, 
destrezas, actitudes y conocimientos, cumpliendo así con el perfil  para 
desempeñar la función policial, frente a estándares reconocidos en la 
normatividad vigente”. 
Los Centros de Evaluación de Control de Confianza deberán llevaran a cabo, 
mediante sus atribuciones, la Evaluación de Control de Confianza bajo los criterios 
emanados del Centro Nacional de Certificación y Acreditación y las demás 
evaluaciones de desempeño necesarias para  la certificación y acreditación de los 
aspirantes e integrantes de las instituciones de seguridad pública, federales, 
estatales y municipales. 
Figura 2.2. 
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 DE PINA, Rafael y Rafael De Pina Vara; op.cit.; p. 45.  
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Centros de Evaluaciones y Control de Confianza de las entidades federativas acreditadas y re-acreditadas
51
. 
C. DEFINICIÓN DE EVALUACIONES DE CONTROL DE CONFIANZA 
 
Las evaluaciones permiten, mediante un procedimiento sistemático, uniforme y 
estandarizado de examinación, identificar a los candidatos idóneos de acuerdo con el 
perfil requerido. Su objetivo será: “contribuir a favorecer los niveles de confiabilidad, 
eficiencia y profesionalismo, apego a la legalidad y competencia del personal, 
mediante la aplicación de una batería de exámenes”52.  
Y dado que no existen suficientes conceptualizaciones, se intentará formular 
una definición, de “evaluaciones de control de confianza”, conforme a lo que se ha 
venido desarrollando en el actual trabajo de investigación, la cual sería:  
“Proceso sistemático y periódico de mecanismos y criterios uniformes 
destinados a obtener la información adecuada del valorado, con el fin de 
determinar si es capaz de desempeñar la función policial e identificar si no 
representa peligro que comprometa la seguridad institucional, con el objetivo 
de seleccionar a los candidatos competentes y mejorar la metodología para la 
aplicación de las estimaciones a fin de contribuir a favorecer los niveles de 
eficiencia,  de profesionalismo y de confiabilidad, de la población, de las 
instituciones de seguridad pública, expidiendo a su favor por institución 
pública, en ejercicio de sus funciones, los instrumentos legales que 
reconozcan cumple con el perfil  para desempeñar la función policial, en los 
estándares en estricto apego a derecho” . 
Como se puede apreciar, en la figura 2.3, a nivel nacional fueron evaluados 
por los mecanismos de confianza para la seguridad pública 399,639 elementos en 
activo de los cuerpos policíacos, federales, estatales y municipales,  siendo que si le 
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  Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública, Secretaría de Gobernación;  [en 
línea  en: www.secretariadoejecutivo.gob.mx]; fecha de consulta 01 de Agosto de 2015; s.v. Certificación y 
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damos interpretación, el 34.169% fueron municipales; el 49.849%  estatales; y, el 
15.980% en el ámbito federal, perteneciente a los elementos policiacos estimados. 
 Figura 2.3 
 
Fuente: Centros de Evaluación y Control de Confianza – Centro Nacional de Información/Registro Nacional de Personal de 




2.2.  PROCESO DE LAS EVALUACIONES DE CONTROL DE CONFIANZA 
 
El proceso de las evaluaciones de control de confianza se determina, según el 
texto en contenido en el “Sistema Integral de Desarrollo Policial: La construcción de 
una policía profesional en México”, como: “…una herramienta que pretende 
garantizar que quienes aspiran a incorporarse, permanecer u obtener una promoción 
dentro de la institución cumpla con el perfil requerido por las distintas áreas 
operativas para el buen desempeño de sus funciones, según los estándares 
buscados y en apego a los principios y objetivos que establecen los códigos de 
ética”54. 
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Entendemos como proceso de control de confianza, en el ámbito de la 
seguridad: “…al conjunto de evaluaciones que se realizan con el fin de obtener una 
visión biopsicosocial de la persona y verificar el cumplimiento de los requisitos 
institucionales, tanto en término del perfil del puesto como de actitudes y valores. 
Éste proceso consta de cuatro etapas de evaluación: la poligráfica, la 
socioeconómica, la médico-toxicológica y la psicológica”55.  
“La selección debe observase como un proceso real de comparación entre dos 
variables: las exigencias del cargo –que debe cubrir el aspirante- y las características 
de los candidatos que se presentan. La primera variable la suministran el análisis  y 
la descripción del puesto; la segunda se obtiene mediante la aplicación de técnicas 
de selección”56.  
 El proceso de selección permitirá a través de varios métodos y técnicas 
regular el control de los aspirantes que deban ser o no contratados para desarrollar 
determinado puesto. Es así que para entender de mejor manera el proceso de 
evaluación de control de confianza se intentará definir éste de la siguiente manera, 
como:   
“Conjunto herramientas valorativas, sistemáticas y estandarizadas, que 
permiten determinar que el candidato que aspira a incorporarse, permanecer u 
obtener una promoción dentro de la institución de seguridad cumple con el 
perfil idóneo, mediante la valorización de las áreas poligráfica, 
socioeconómica, médico-toxicológica y psicológica en apego a los principios y 
objetivos que establecen los códigos de ética y la normatividad”. 
El proceso de evaluación de control de confianza se encuentra conformado 
por cuatro fases que son: la médico-toxicológica, psicológica, poligráfica y 
socioeconómica; dentro del sistema de control de confianza es importante se realice 
éstas valoraciones a los interesados a ingresar, permanecer o promocionarse en las 
instituciones de seguridad pública. 
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A.  EVALUACIÓN MÉDICO-TOXICOLÓGICA 
 
La valoración médico-toxicológica consta de: “…una revisión médica general, 
en caso de considerarlo necesario, el evaluado puede ser canalizado con el 
cardiólogo, oftalmólogo, a rayos X, entre otros. A la par se realiza prueba de orina y 
sangre. Se cuenta con información médica completa sobre las condiciones de salud 
del evaluado, y si consume o no drogas de que tipo”57. 
El objeto de la evaluación médico-toxicológica consistirá en: “…verificar que 
los individuos que desean ingresar o permanecer en la institución no hagan uso de 
sustancias psicotrópicas, psicoactivas o estupefacientes que produzcan dependencia 
física o psicológica debido a que esta situación afecta de manera negativa su 
actividad laboral, institucional y social, e impide realizar sus funciones con eficiencia, 
profesionalismo, honestidad y honradez”58. 
Los análisis clínicos conformados por revisión médica y estudios de laboratorio 
tales como biometría hemática (cuadro o fórmula sanguínea), química sanguínea de 
cinco elementos (Glucosa, Urea, Creatinina, Ácido Úrico y Colesterol), y examen 
general de orina, con los que se pretende la detección oportuna de patologías, 
enfermedades metabólicas y padecimientos; determinaciones que apoyan la 
evaluación médica y coadyuvan a vigilar el estado de salud del personal evaluado. 
Los datos analíticos se almacenan y organizan en un sistema informático, con 
controles que aseguren su confidencialidad59. 
Entonces se debería entender por evaluación médico-toxicológica, en materia 
de control de confianza al, que es:  
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“Diagnóstico integral a través de análisis clínicos, conformados por revisión 
médica y estudios de laboratorio, para verificar y detectar que el estado de 
salud, de los aspirantes y del personal en activo de las instituciones de 
seguridad pública, es contrario al consumo de sustancias prohibidas o legales 
sin prescripción médica, con el objetivo de que el valorado sea el adecuado 
para el puesto y cargo policial, para el buen desempeño de sus funciones, 
según los estándares buscados en apego a los principios y objetivos que 
establecen los códigos de ética y la normatividad vigente”. 
 
B.  EVALUACIÓN PSICOLÓGICA 
 
Las estimaciones psicológicas son entendidas como: “Aplicación de diferentes 
pruebas de personalidad, habilidades, aptitudes y capacidades, con miras a 
identificar si la persona evaluada cuenta con las características de personalidad, 
competencias y capacidades, para adaptarse al estilo de vida requerido. Lo anterior 
se complementa con la realización de una entrevista a profundidad, lo que permite 
concluir si el evaluado cumple o no con el perfil de  puesto requerido…”60. 
“…son una herramienta científica invaluable para contar con información lo más precisa y 
amplia posible, tanto de los candidatos que desean formar parte del personal […] como de los 
que ya lo integran. Por ello se debe insistir en que para obtener excelentes resultados es 
fundamental respetar puntualmente la metodología establecida, de modo que garantice su 
correcta aplicación, así como la calidad ética y confiable de la calificación e interpretación […]  
Para alcanzar este fin, las organizaciones deben ser capaces de seleccionar a aquellos 
individuos que por sus habilidades, talentos, valores y motivaciones se ajusten de mejor 
manera a la filosofía, estructura y recompensa económica. Es decir, el sistema de 
organización debe contar con los procesos que le permitan identificar de manera precisa la 
aptitud, la habilidad y las características de personalidad de los solicitantes”61. 
En este orden de ideas por evaluación psicológica se entendería: 
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“Es la herramienta científica de pruebas de personalidad, habilidades, 
aptitudes y capacidades, integrada con una entrevista, que permitan concluir si 
el valorado cumple o no con las características de personalidad, competencias 
y capacidades del perfil de puesto requerido para las instituciones de 
seguridad pública o detectar la necesidad de capacitación en algún área 
específica, con el objetivo de aplicar correctamente la metodología establecida 
y garantizar la calidad ética y confiable de la calificación e interpretación 
conforme  a los principios y objetivos que establecen los códigos de ética y la 
normatividad vigente”.  
  
C. EVALUACIÓN POLIGRÁFICA 
 
La evaluación poligráfica, muy polémica por cierto, consta de la realización de 
un entrevista a profundidad, elaboración de una serie de preguntas con base en la 
entrevista y posteriormente el corrido de la prueba poligráfica. Lo que se busca es 
identificar si el evaluado ha incurrido en conductas al margen de los lineamientos 
institucionales. La evaluación poligráfica es una herramienta que permite fortalecer 
los niveles de confiabilidad en el personal con seguridad y doctrina, para garantizar la 
operación y efectividad de las labores institucionales. Previo a la aplicación de la 
prueba poligráfica como tal, existe un proceso de entrevista enfocado en la dirección 
de factores de riesgo claramente definidos y homologados62. 
El polígrafo es considerado como:  
“…instrumento científico que monitorea y registra de forma simultánea los cambios 
fisiológicos. En ésta prueba se realiza una entrevista previa, enfocada a la detección de 
riesgos, para posteriormente hacer un cuestionario al evaluado, quien estará conectado al 
instrumento. […] 
El polígrafo se utiliza en pruebas periódicas con el fin de asegurar que los integrantes de las 
instituciones no hayan sido corrompidos o representen una amenaza para la seguridad. Estos 
exámenes periódicos no sólo identifican a empleados que se han corrompido, sino que sirven 
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como una fuerza disuasoria para que los demás se comporten satisfactoriamente. Los 
exámenes poligráficos se definen como pruebas de asuntos múltiples. Esto significa que la 
prueba contiene varias preguntas relevantes sobre temas totalmente diferentes. El periodo 
que abarcan las preguntas se basa en la edad del solicitante”63. 
Entonces la evaluación poligráfica se determinaría que es: 
“Una herramienta cuyo mecanismo busca identificar mediante un proceso de 
entrevista previa, orientada a la detección de riesgos, para posteriormente 
hacer un cuestionario al evaluado, quien estará conectado al instrumento, y 
determinar si ha incurrido en conductas al margen de los lineamientos y 
principios institucionales, que mediante el monitoreo y registro de los cambios 
fisiológicos un examinador especialista identificará e interpretará el patrón de 
respuestas y estimará la confiabilidad y honestidad de los valorados, que 
serán facto para que se reconozca cumple con el perfil  para desempeñar la 
función policial, en los estándares en estricto apego a derecho” . 
 
D. EVALUACIÓN SOCIOECONÓMICA 
 
Silva Arciniega y Brian Calderón definen al estudio socioeconómico como: 
“…el método de indagación valorativa y clasificatoria cuanti-cualitativa de 
variables ponderadas, que tienen por objeto descubrir en un sujeto las 
características que lo ubican en el nivel categórico estratificado y contribuir al 
conocimiento de su entorno familiar, financiero y social”64.   
Además la metodología garantiza la veracidad y confidencialidad de la 
información proporcionada por medio del estudio de conocimientos de antecedentes 
laborales y situaciones de conflicto que influyen en el rendimiento del evaluado y del 
personal65.  
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El objeto de la evaluación será identificar y detectar las conductas y actitudes 
favorables, así como las desfavorables, en el personal en activo y de nuevo ingreso 
mediante el análisis del entorno familiar, social, laboral, educativo y patrimonial en el 
que se desenvuelve el evaluado, a fin de ubicar los factores que pudieran vulnerar o 
perjudicar su desempeño y poner en riesgo los intereses institucionales, además de 
verificar el cumplimiento de los principios de legalidad, honradez, profesionalismo, 
disciplina y lealtad66. 
Mediante la realización de una entrevista al evaluado; validación de 
originalidad de los documentos entregados, visita domiciliada; validación de 
referencias personales, familiares y laborales; consta de antecedentes penales y 
administrativos, se busca verificar la consciencia del estilo de vida del evaluado con 
su trayectoria personal, profesional, social y económica. Durante la selección se 
verifica su estatus socioeconómico que incluye la declaración exhaustiva de los 
bienes que se tienen, la consulta al buró de crédito y visitas domiciliarias. Así se 
comprueba la congruencia del estilo de vida del evaluado con su trayectoria 
profesional, social, laboral y económica. Además sirve para recabar antecedentes 
penales, personales y laborales, así como dar seguimiento al personal que cause 
baja de la institución67.  
Para comprender la valoración socioeconómica se pretende decir que es: 
“El método de indagación y constatación de información  para identificar y 
detectar las conductas y actitudes favorables y desfavorables en el personal, 
en activo y de nuevo ingreso, mediante el análisis del entorno familiar, social, 
educativo, conocimientos de antecedentes laborales y patrimonial de los 
evaluados, así como la validación de originalidad de los documentos 
entregados, realización de una visita domiciliada; la validación de referencias y 
cotejo de antecedentes penales y administrativos, a fin de ubicar los factores 
que pudieran vulnerar o perjudicar el desempeño y poner en riesgo los 
intereses institucionales de seguridad, así como también verificar el 
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cumplimiento de los principios de legalidad, honradez, profesionalismo, 
disciplina y lealtad en apego a las leyes vigentes en la materia”. 
 
 
2.3.  PRINCIPIOS ÉTICOS DE LAS EVALUACIONES DE CONTROL Y 
CONFIANZA 
 
Las instituciones de seguridad pública están obligadas a regir su actuación 
bajo los principios constitucionales de legalidad, objetividad, eficiencia, 
profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos, reconocidos por el 
Numeral 21 de la Carta Magna.  
Para el mejoramiento, el aumento de la confiabilidad y la depuración de los 
organismos de seguridad, los valorados por los mecanismos de control de confianza 
deberán garantizar su incorporación en apego a los principios rectores que rigen, de 





Principio General del Derecho “…del latín legal, esto se refiere a la calidad de 
legal”68. El principio de legalidad implica la supremacía de Leyes, consagrado en el 
Artículo 133 de la Ley Suprema, toda actividad del Estado, ya sea función 
administrativa, jurisdiccional o legislativa, debe ajustarse a la ley69.  
La legalidad se refiere a: “…toda la actividad de las instituciones de seguridad 
pública debe encuadrar en lo establecido en la Constitución y las leyes aplicables en 
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el ejercicio de sus funciones”70. El principio de Legalidad se manifiesta en el sentido 
de que: “…la autoridad sólo puede actuar de acuerdo con la autorización que la ley le 
otorgue”71. 
El comportamiento de los integrantes de las instituciones de policía debe estar 
basado siempre en el conocimiento del marco normativo que rige el ejercicio de sus 
atribuciones, que les permitirá vivir dentro del Estado de Derecho. Generará un 
circulo virtuoso de respeto de los derechos de las personas y la norma jurídica por 




El diccionario de la Real Academia Española remite del término “objetividad” a 
“objetivo” y éste se define como: 1. Perteneciente o relativo al objeto en sí mismo con 
independencia de la propia manera de pensar o de sentir y 2. Que existe realmente 
fuera del sujeto que lo conoce; la palabra “objeto” proviene del latín “obiectus”, que 
significa todo lo que puede ser materia de conocimiento o sensibilidad por parte del 
sujeto, incluso este mismo, materia o asunto de que se ocupa una ciencia, entre 
otras73.  
“El objeto es el “que” investiga la ciencia, […] la ciencia resulta tan amplia y diversa como 
distintos son los objetos de conocimiento. De hecho,  existe tal multiplicidad de objetos de 
estudio y tan diversos en complejidad que a cada objeto de estudio le corresponde la 
estructuración de una ciencia que se dedique a desentrañar su significado, conocer sus leyes, 
descubrir y construir la teoría que permita entender y explicar las causas y esencias de los 
fenómenos elegidos como objeto de estudio”74.   
                                                          
70
 MALDONADO SÁNCHEZ, Isabel; “La Policía en Sistema Penal Acusatorio (Investigación Científica del 
Delito y Custodia de la Evidencia)”, 3ª Ed.; Editorial IBIJUS; México, 2011; p. 49.   
71
 DELGADILLO GUTIÉRREZ, Luis Humberto; “Elementos de Derecho Administrativo, Primer Curso”; 
LIMUSA; México; 2006; p. 25.  
72
 SZÉKELY PARDO, Miguel (coord.); op.cit.; p. 133. 
73
 Cfr. Real Academia Española; op.cit.; s.v. “objetividad” y “objetivo”.  
74
 MUÑOZ ROCHA; Carlos I.; “Teoría del Derecho”; Oxford University Press; México; 2007; pp. 58 y 59. 
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La objetividad en el marco de la seguridad pública y de las instituciones 
policiacas se refiere: “…cumplir sus funciones con absoluta imparcialidad y sin 
discriminación alguna”75. La objetividad se refiere a: “la neutralidad, imparcialidad e 
impersonalidad”76. 
 
C.  EFICIENCIA 
 
Proviene del latín “efficientía” que se denomina como: Virtud y facultad para 
lograr un efecto determinado77. Así  mismo éste principio es denominado como: 
“Desempeño en forma competente, apta, para que cumpla el cometido de la función 
que la Constitución y las leyes le tienen asignada”78.  
Dicho aspecto debe entenderse para éste tema que los organismos policiacos 
que lo conforman, tienen que lograr hacer efectivo un intento o un propósito para 
llegar a la objetividad, a la transcendental positividad de que sus acciones son 
estrictamente legales y altamente redituables o positivas79. La labor policial debe 
alcanzar los mayores índices de eficiencia en el ejercicio de sus atribuciones. 
 
D.  PROFESIONALISMO 
 
Del latín “profession”, que se determinan como: Cultivo o utilización de ciertas 
disciplinas, artes o deportes, como medio de lucro80. La profesionalización no es otra 
cosa que las acciones y efectos de progresar, esto es, dedicarle mayor parte de su 
tiempo al desarrollo de su actividad, en emplear o ejercer el oficio, facultad que cada 
personaje tiene dentro de sus actividades que públicamente está desarrollando; la 
profesionalización para dichos organismos de seguridad pública debe entenderse 
                                                          
75
 MALDONADO SÁNCHEZ, Isabel; op.cit.; p. 50. 
76
 SZÉKELY PARDO, Miguel (coord.); op.cit.; p. 130.   
77
 Cfr. Real Academia Española; op.cit.; s.v. “eficiencia”. 
78
 ORELLANA WIARCO, Octavo A.; op.cit., p. 84. 
79
 Cfr. MALDONADO SÁNCHEZ, Isabel; op.cit.; p. 50. 
80
 Real Academia Española, op.cit.; s.v. “profesionalismo”.   
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como la ciencia o arte en la que tendrá que elevar su desarrollo intelectivo y 
cognoscitivo81. 
 El principio busca garantizar que los integrantes de las instituciones de 
seguridad pública dispongan de los conocimientos básicos para el desempeño de 
sus funciones y se desarrollen académicamente, capacitándose y actualizándose en 
las técnicas relacionadas con el desempeño de sus funciones82, que permita su 
formación y dignificación. 
 
E.  HONRADEZ 
 
El término honradez, de honrado, éste a su vez del latín “honoratus”, que  
significa: rectitud de ánimo, integridad en el obrar83. Este principio reviste una calidad 
en el servicio público, de probo, esto es, el proceder recto propio de un hombre de 
honor, la palabra probo viene de probidad, del latín “provitas”, que significa en 
términos generales, la bondad, la honradez, la rectitud, la descripción especial del 
hombre de bien; por eso hablar de honradez es hablar de probo-latín (pro-buss) que 
quiere decir que tiene probidad, la probidad incuestionablemente debe de ser un 
distintivo, un valor intrínseco que tiene los hombres policiales en el desarrollo de sus 
actividades en apego a la ley84. 
El principio de honradez tiene íntima relación con los llamados Códigos de 
Ética o Códigos de Conducta que contemplan la normatividad de la conducta que 
debe llevar a cabo el policía en su actuación85 cotidiana “…absteniéndose de solicitar 
o aceptar en su caso, cualquier compensación o remuneración distinta a la que tiene 
derecho”86.  
 
                                                          
81
 Cfr. MARTÍNEZ GARNELO, Jesús; “Sistema Nacional…”; op.cit., p. 75. 
82
 Cfr. SZÉKELY PARDO, Miguel (coord.); op.cit.; 2012;     p. 130. 
83
 Cfr. Real Academia Española; op.cit.; s.v. “honrado”.  
84
 Cfr. MARTÍNEZ GARNELO, Jesús; “Sistema Nacional…”; op.cit.; p. 75. 
85
 Cfr. ORELLANA WIARCO, Octavo A.; op.cit.; pp. 87 y 88. 
86
 SZÉKELY PARDO, Miguel (coord.); op.cit.; p. 130.  
57 
 
F.  RESPETO A LOS DERECHOS HUMANOS 
 
Una connotación referente a las instituciones policiales y la seguridad pública 
respecto al concepto de los Derechos Humanos es:  
“Conjunto de facultades, prerrogativas, libertades y pretensiones de carácter civil, político, 
económico, social y cultural, incluidos los recursos y mecanismos de garantía de todas ellas, 
que se reconocen al ser humano, considerado igual y colectivamente. […] En términos 
generales, se puede decir que los derechos humanos son los aspectos inherentes a la 
naturaleza humana; se encuentran regulados en diversos marcos jurídicos, principalmente en 
las garantías…”87.   
La base de los derechos fundamentales depende de:  
“…la justificación ético política o el fundamento axiológico de los principios de 
justicia de una sociedad. Así la seguridad pública comparte con los derechos 
fundamentales una expectativa vital: la de asegurar la paz y ser tutela de los 
más débiles”88. 
En la actuación de los elementos de las organizaciones policiales debe 
llevarse con apego al respeto de los derechos humanos consagrados en nuestra 
Constitución e infligir o tolerar actos de tortura, tratos crueles, inhumanos o 
degradantes, independientemente de si se trata de una orden superior o de 
circunstancias especiales, tales como amenaza a la seguridad pública, urgencia de 
las investigaciones o cualquier otra análoga89, que no justificarían su actuar por sobre 
derecho. 
Otro principio fundamental que debe observarse en la función de la policía, lo 
constituye la presunción de inocencia al momento de realizar cualquier actuación 
frente al imputado, en virtud de que no sólo es una garantía de libertad y de verdad, 
                                                          
87
 ANDRÉS MARTÍNEZ, Gerónimo Miguel; op.cit.; p. 690. 
88
 BARRACHINA, Carlos (coord.); “Los Derechos Humanos en el Marco del Nuevo Modelo de Policía“, 
Tomo: VII; Centro de Investigación y Estudios en Seguridad; México; 2012; p. 11.  
89
 Cfr. MALDONADO SÁNCHEZ, Isabel; op.cit.; p. 51. 
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sino también una garantía de seguridad y de defensa social90, hasta que no se 
demuestre que es culpable91. “Por el simple hecho de su condición humana, y para 
garantizar su dignidad, se han de preservar sus libertades, facultades, instituciones o 
reivindicaciones relativas a bienes primarios o básicos de toda persona”92; “…ya que 
no es válido ejercer acciones que menoscaben a la persona y su dignidad con el 
pretexto de restablecer el orden público”.93 
 
2.4.  DERECHO, ESTADO Y SEGURIDAD PÚBLICA 
 
A.  DEFINICIÓN DE DERECHO 
 
Nuestra palabra Derecho tiene identidad con la “locución latina Ius (que 
parece venir de la raíz sánscrita IU, que significa ligar)”94. Villorro Toranzo manifiesta 
que la etimología de la palabra Derecho deriva: “…del vocablo latino directum que, 
en su sentido figurado significa lo que está conforme a la regla, a la ley, a la 
norma…”95. No existe una universalidad respecto al concepto de Derecho, pero será 
importante manifestar diversas conceptualizaciones para poder entender la exegesis 
de palabra que le da nombre a nuestra carrera universitaria. 
Asimismo Villorro Toranzo precisa que Derecho es concebido como: “…un 
sistema racional de normas sociales de conducta, declaradas obligatorias por la 
autoridad, por considerarlas soluciones justas a los problemas sugeridos de la 
realidad histórica”96.  
                                                          
90
 CARBONELL, Miguel; “¿Qué son y para qué sirven los Juicios Orales?”, 3ª Ed.; Porrúa; México; 2008; 
p. 99.   
91
 ORONOZ SANTANA, Carlos Mateo; “El Juicio Oral en México y en Iberoamérica”, 2ª Ed.; Cárdenas 
Velasco Editores; México; 2006; p. 286.  
92
 SZÉKELY PARDO, Miguel (coord.); op.cit.; p. 130.  
93
 BARRACHINA, Carlos (coord.); op.cit.; p. 126.    
94
 HUBER OLEA, Francisco José; ; op.cit.; p. 153.  
95
 VILLORO TORANZO, Miguel; “Introducción al Estudio del Derecho”; Universidad Iberoamericana; 
México; 1990; p. 7. 
96
 Ibídem.; p. 156.  
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Para Juan Ramírez Marín el Derecho es determinado como: “…el conjunto de 
normas que tienen por objeto regular la conducta de los hombres en sociedad”97. 
“Trinidad García dice con mayor sencillez: “El derecho es un conjunto de normas o reglas que 
gobiernan la conducta externa del hombre en la sociedad”. […] 
Según Stammler: “Derecho es el querer entrelazante, autárquico e inviolable” y explica que 
”es un querer porque pertenece al reino de los fines… concebido por la conciencia; 
entrelazante o vinculatorio, porque está referido a la vida social; autárquico, porque es 
autosoberano  y por ello no es convencional ni justo a la conformidad del obligado; e inviolable 
porque difiere de la arbitrariedad”
98
. 
Leonel Pereznieto Castro define que el Derecho es: “el conjunto de normas 
jurídicas que confieren facultades, que imponen deberes y que otorgan derecho con 
el fin de regular los intercambios, en general, la convivencia social para la prevención 
de conflictos o su resolución, con base en los criterios de certeza, seguridad,  
igualdad y justicia”99. Del mismo modo manifiesta que el Derecho constituye un orden 
de paz, justicia, igualdad y libertad en el que deben respetarse en todo momento las 
libertades de la personas para que puedan realizarse como tal de acuerdo con sus 
expectativas, intereses y objetivos y que al hacerlo esa persona impulse el desarrollo 
de la sociedad en que vive. 
Todas las definiciones nos parecen correctas más se coincide en lo 
establecido por Teodoro Francisco Sandoval Valdés para lo referente a Derecho 
definiéndolo como:  
“…conjunto de normas jurídicas que regulan la conducta externa de los seres 
humanos; entendiendo por normas jurídicas aquellas que son heterónomas y 
coercibles, lo primero porque no son autónomas, sino impuestas; y lo segundo 
porque coercible es lo que puede contener, frenar o sujetar; por conducta 
                                                          
97
 RAMÍREZ MARÍN, Juan; “¿Derecho para qué?, Elementos de Derecho Público Mexicano”; Porrúa; 
México; 2005pp. 3 y 350. 
98
 SANDOVAL VALDÉS; Teodoro Francisco; “Metodología de la Ciencia del Derecho“, 8ª Ed.; 
Universidad Autónoma del Estado de México; México; 2004; p. 20. 
99
 Cfr. PEREZNIETO CASTRO, Leonel; “Introducción al Estudio del Derecho”, 4ª Ed.; Oxford University 
Press; México; 2009;  p. 25.  
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externa entendemos el actuar de los humanos en relación con otros seres 
humanos, lo cual se da en la vida social”. 
Es preciso señalar que cuando la palabra Derecho se utiliza como: 
“…sinónimo de norma o conjunto de normas que constituyen un sistema, se hace alusión al 
Derecho Objetivo (La definición que el Derecho Romano da al Derecho Objetivo 
se atribuye al jurista Celso: “Jus est ars boni et aequi […] Derecho es el arte 
de lo bueno y equitativo”100.). En cambio cuando la expresión “Derecho” alude a la 
facultad atribuida por la norma de Derecho Objetivo nos hayamos ante el Derecho Subjetivo. 
A su vez, si el término “Derecho” se refiere a la ciencia que se ocupa del estudio y análisis del 
fenómeno jurídico, estamos ante la presencia de Ciencia Jurídica o del Derecho. 
Igualmente, se entiende por Derecho Positivo al conjunto de normas obligatorias y coercibles 
creadas conforme a los actos y procedimientos establecidos por la autoridad soberana 
(Derecho Objetivo) del que derivan derechos subjetivos –facultades o prerrogativas- en favor 
de quienes se encuentran bajo el poder de esa autoridad”
101
.  
Es así que el Derecho Positivo es: ”Conjunto de normas que efectivamente se 
están observando, aunque éstas hayan dejado de estar vigentes o todavía no 
hubieren sido elevadas a tal categoría. […] Derecho Vigente: Normas que un lugar y 
en época determinados, el Estado considera obligatorias” 102.  
 
I. Panorama del Derecho 
 
En la esfera del Derecho la distinción que es de carácter fundamentalmente 
académico es la del Derecho Público (jus publicum) y la del Derecho Privado (jus 
privatum); así también se tiene una rama del Derecho más a la clasificación de las 
ciencias jurídicas que es el Derecho Social, que se considera cubre los aspectos de 
                                                          
100
 SÁNCHEZ CASTAÑEDA, Alfredo; “Diccionario de Derecho Laboral”; Oxford University Press; México; 
2005; p. 49. 
101
 ÁLVAREZ LEDESMA, Mario I.; “Introducción al Derecho”, 2ª Ed.; McGrawHill; México; 2010; pp. 69 y 
83.    
102
 SOTO ÁLVAREZ, Clemente; “Introducción al Estudio del Derecho y Nociones de Derecho Civil”, 3ª 
Ed.;  LIMUSA, Noriega Editores; México; 2006; p. 24.  
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interés social, en los que participan autoridades, los particulares y grupos 
organizados que la ley protege y estimula, que regula las relaciones obrero (servidor 
público)-patronales, a la luz de lo que preceptúa el Artículo 123 Constitucional103. 
Por lo que respecta a la investigación de las evaluaciones de control de 
confianza y como existe íntima relación con el Derecho Administrativo, el cual se 
encuentra inmerso en el Derecho Público y el cual es definido como: “Rama del 
derecho positivo destinada a la regulación de los intereses que merecen la 
calificación de generales”104; o bien como: “el conjunto de normas que regulan la 
organización del Estado y los procedimientos entre éste y los particulares”105.  
Y así también, que como se verá más adelante, existe estrecha relación con el 
Derecho Laboral y Derecho Burocrático, los cuales se ubican dentro del Derecho 
Social y para éste Trueba Urbina afirma que: “…es el conjunto de principios, 
instituciones y normas que en función de su integración protegen, tutelan y 
reivindican a los que viven de su trabajo y a los económicamente débiles”106. De la 
Cueva asevera que el Derecho Social ya no puede ser considerado como un 
conjunto de normas reguladoras de un intercambio de prestaciones patrimoniales, 
sino como el estatuto que la clase trabajadora impuso en la constitución para definir 
su posición frente al capital y fijar los beneficios mínimos que deben corresponderle 
por la prestación de sus servicios. Un estatuto de y para el trabajador107. 
 
II. Derecho Administrativo 
 
 El Derecho Administrativo es la rama del Derecho Público que tiene por 
objeto específico la administración pública. El derecho administrativo podría definirse 
                                                          
103
 Cfr. RAMÍREZ MARÍN, Juan; “¿Derecho  para qué...; op.cit.; pp.  7-12. 
104
  DE PINA, Rafael y Rafael De Pina Vara; op.cit.;  p. 239. 
105
 PEREZNIETO CASTRO, Leonel; op.cit.; p.  259.  
106
 DÁVALOS, José; “Derecho Individual del Trabajo”; Porrúa; México; 2010; p. 28.  
107
 Cfr. Ibídem.; p. 28. 
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como: “…el complejo de normas jurídicas que regula la organización y la actividad de 
la administración pública en sentido formal”108.  
Para Santi Romano el Derecho Administrativo es considerado como: “…una 
rama de la jurisprudencia que tiene por objeto la elaboración dogmática y reducción a 
sistema, de los conceptos, los principios, las normas, las instituciones del derecho 
positivo atinente… a la administración pública”109. 
En su trabajo Introducción al Estudio del Derecho, Leonel Pereznieto Castro 
manifiesta que el Derecho Administrativo es: “…el conjunto de normas jurídicas que 
regulan el funcionamiento del Poder Ejecutivo y sus relaciones con los gobernados, 
así como las reglas a que se están sujetos los servidores públicos”110. 
Enrique Pérez de León señala que es inútil lograr una definición universal del 
derecho administrativo, por lo que propone definir el derecho administrativo mexicano 
como: “… la rama del derecho público que se encarga del estudio de las normas y 
principios que regulan la actividad formal del poder Ejecutivo, la actividad 
materialmente ejecutiva de los poderes Legislativo y Judicial, y las relaciones de los 
particulares con el Estado en dichas actividades”111. 
 
III.  Derecho Laboral 
 
El Derecho Laboral se encuentra dentro del dilema de la teoría de clasificación 
que busca superar los debates indicando que: “…el derecho social  y con él, el 
                                                          
108
 Cfr. GARCÍA MÁYNEZ, Eduardo; “Introducción al Estudio del Derecho”; Porrúa; México; 2011; pp. 
139 y 141. 
109
 DELGADILLO GUTIÉRREZ, Luis Humberto; “Elementos de Derecho Administrativo, Primer Curso…; 
op.cit.; p. 21. 
110
 PEREZNIETO CASTRO, Leonel; op.cit.; p. 262.  
111
 BEJAR RIVERA, Luis José; “Curso de Derecho Administrativo”; Oxford University Press; México; 
2007; p. 20. 
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derecho del trabajo, serían parte de una tercer rama denominada derecho social que 
no caía entonces en la división tradicional de público o privado”112. 
De Pina y De Pina Vara establecen por Derecho Laboral es: “…el conjunto de 
las normas jurídicas destinadas a regular las relaciones obrero-patronales y a 
resolver los conflictos que surjan con ocasión de ellas”113. 
Leonel Pereznieto Castro refiere para Derecho Laboral el cual lo define como: 
“…el conjunto de normas dirigidas a reglamentar las relaciones entre patrones y 
trabajadores y a resolver los conflictos derivados de aquéllas”114. 
Néstor de Buen  expone que el Derecho Laboral es: ”…el conjunto de normas 
relativas a las relaciones que directa o indirectamente derivan de la prestación libre, 
subordinada y remunerada de servicios personales, y cuya función es producir el 
equilibrio de los factores en juego mediante la realización de la justicia social.  El 
derecho del trabajo es el conjunto de normas jurídicas que tienen por objeto 
conseguir el equilibrio y la justicia en las relaciones de trabajo”115. 
El derecho laboral aparte de ser un conjunto de normas dictadas en favor 
exclusivo del trabajador son también un conjunto de normas mediante la cuales se 
puede establecer una regulación de las relaciones trabajador en contraposición con 
el patrón, las cuales deberían ser inspiradas en la idea de la justicia social en apoyo 
a los más vulnerables económicamente hablando. 
 
IV. Derecho Burocrático 
 
La relación laboral entre el Estado y sus trabajadores aún hoy su ubicación se 
define en alguna de las distintas ramas del Derecho, es así que existen tres 
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 REYNOSO CASTILLO, Carlos; “Curso de Derecho Burocrático”; Porrúa; México; 2006; p. 12.   
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 DE PINA, Rafael y Rafael De Pina Vara; op.cit.; p. 232.  
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 PEREZNIETO CASTRO, Leonel; op.cit.;  p. 301. 
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 DÁVALOS, José; op.cit.; p. 39.   
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corrientes principales que ubican al Derecho Burocrático como parte integrante del 
derecho administrativo, del derecho del trabajo o como una rama autónoma. 
Bien, así como ocurre con otras disciplinas jurídicas, el derecho administrativo 
cuenta con una serie de ramas especializadas que tienden a su autonomía, sin 
embargo, aun cuando tienen legislaciones definidas e incluso existen trabajos 
específicos y profundos en la materia, no se reconoce su  autonomía plena. Entre las 
ramas especializadas del derecho administrativo, como lo propone José Dávalos, 
encontramos se divide en: “…materia del trabajo. Regulada por el derecho laboral, 
derecho procedimental laboral y de prevención social. […] En materia de 
administración pública. Se encuentra el Derecho Laboral Administrativo (aunque a 
veces resulta mejor utilizar la denominación de derecho burocrático), el derecho 
registral, el régimen sancionatorio, las infracciones y las responsabilidades 
administrativas”116. 
Y así al Derecho Burocrático también se le ha determinado conceptualizar 
entre la conjunción del Derecho Laboral con el Derecho Administrativo manifestando 
al respeto que es un Derecho Administrativo del Trabajo, como Alfredo Sánchez 
Castañeda lo concibe, al declarar que es: “Conjunto de disposiciones legales que 
regulan las relaciones de trabajo en la administración pública”117.  
Es como se viene expresando que de una manera u otra se ha intentado dar 
nombre y concepción al Derecho Burocrático y Rigel Bolaños Linares lo 
conceptualiza como Derecho Laboral Burocrático que viene siendo: ”…el sistema 
racional de normas jurídicas que tiene por objeto regir la relación de trabajo que 
surge entre el Patrón-Estado y sus servidores públicos”.118 
Alberto Trueba Urbina concibe al Derecho Burocrático como el Derecho 
Administrativo del Trabajo señalando que:  
                                                          
116 Ibídem.; p. 32.  
117 SÁNCHEZ CASTAÑEDA, Alfredo; “Diccionario de Derecho Laboral”; Oxford. University Press; México; 
2005; p.49.   
118 BOLAÑOS LINARES, Rigel; “Derecho Laboral Burocrático”; Porrúa; México; 2003. 
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“…se compone de principios, instituciones, normas protectoras y reivindicaciones de los 
trabajadores; estatutos sindicales; así como leyes y reglamentos que regulan las actividades 
sociales de la administración pública y la administración social. Su creación y aplicación 
incumben a los poderes de la administración pública y las autoridades laborales, quienes en el 
ejercicio de sus funciones sociales y políticas se obligan a proteger y reivindicar los intereses 
de los económicamente más débiles. […] pues no puede extenderse a una comunidad en 
general ya que su naturaleza deriva del contenido del Artículo 123 Constitucional, en cuyo 
texto se encuentra la identificación de las normas administrativas”
119
. 
Uno de los primeros problemas se encuentra en ubicar al Derecho Burocrático 
en una rama del Derecho siendo que hay tantas clasificaciones como criterios de 
división y ya que se puede agrupar las normas desde diferentes puntos de vista, lo 
más conveniente será optar por uno de ellos, siendo que no es uno de los objetivos 
del presente tema profundizar en ese debate y atendiendo a la clasificación de que 
en el ámbito espacial de validez, se distingue al derecho interno del internacional120 y 
que dentro del  primero podemos encontrar la clasificación de los preceptos jurídicos 
de Derecho Público, donde se ubica al Derecho Administrativo; Derecho Privado y 
Derecho Social, en este se ubica al Derecho Laboral y en el cual muchas de las 
veces también se sitúa al Derecho Burocrático, que para la observancia de los 
mecanismos de control de confianza nos aunaremos a dicha idea. 
Es entonces que al Derecho Burocrático se puede considerar y deba ser 
presentado como: “…parte del derecho social, en un primer momento, y como parte 
del derecho laboral en un segundo momento…”121 y se agregaría una tercera que 
dijera conservando parte de los principios de derecho administrativo, pues “…no se 
puede negar que también tiene en su contenido partes que regulan el trabajo entre el 
Estado y sus servidores…”122 y por lo cual se deba considerar una rama autónoma.   
                                                          
119 BARAJAS MONTES DE OCA, Santiago; “Manual de Derecho Administrativo del Trabajo”: 
Porrúa; México; 1985; p. 49. 
120
 Cfr. REYNOSO CASTILLO, Carlos; op.cit.; p.12. 
121
 Ídem.   
122
 ACOSTA ROMERO, Miguel; “Derecho Burocrático Mexicano. Régimen Jurídico Laboral de los 
Trabajadores al Servicio del Estado”, 13ª Ed.; Porrúa; México; 2002; p. 38. 
66 
 
Es así que el Derecho Burocrático es: “Rama del derecho que estudia (o 
regula) la relación laboral entre el Estado y los servidores públicos, relación derivada 
de la capacidad de acción denominada función pública”123.  
En este contexto se debe entender al Derecho Burocrático como: “…aquella 
disciplina o rama del Derecho Social que tiene por objeto regular los derechos y 
obligaciones recíprocos entre el Estado y sus servidores, que establece, además, las 
bases de justicia que tiendan a equilibrar el disfrute de las garantías sociales por 
parte de los servidores públicos, con el ejercicio y cumplimiento de las funciones, 
tareas y compromisos que corresponden cumplir al Estado, como representante 
general del Estado”124. 
  
B.  DEFINICIÓN DE ESTADO 
 
A Nicolás Maquiavelo125 se le debe la introducción por primera vez del término 
“status” en su obra “El Príncipe” y plantea un pensamiento estrictamente técnico y 
que el problema del hombre de Estado es conservar el Estado. Es entonces que la 
palabra Estado proviene del latín “status”, que significa: “Situación en que se 
encuentra alguien o algo, y en especial cada uno de sus sucesivos modos de ser o 
estar”126. Cicerón sostuvo que todos los hombres son iguales y denominó al Estado, 
en una frase que ha perdurado por todos estos siglos, “res populi”, o “res pública” (la 
República Moderna), la cosa del pueblo, “En cierta medida el término comprende la 
concepción moderna de Estado pero no es sinónimo de él”127. En el Derecho 
Romano se conservó también el espíritu de otra notable frase de Cicerón: Todos 
somos siervos de la ley, para poder ser libres128. 
                                                          
123
 MARTÍNEZ MORALES, Rafael I.; “Diccionario… op.cit.;  p.375.  
124
 ACOSTA ROMERO, Miguel; op.cit.; p. 50.    
125
 Cfr. MAQUIAVELO, Nicolás; “El Principe”, 27ª Ed.; Porrúa, “Sepan cuantos…”; 2011; pp. 1-47.   
126
 Real Academia Española; op.cit.; s.v. “Estado”. 
127
 BIALOSTOSKY, Sara; “Panorama del Derecho Romano”, 6ª Ed.; Porrúa; México; 2002; p. 277.   
128
 Cfr. RAMÍREZ MARÍN, Juan; “¿Derecho  para qué...; op.cit.; 2005; p. 1. 
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La definición de Estado que nos propone Max Weber es clásica y  apunta que: 
“Por Estado debe entenderse el monopolio de la fuerza legítima”129. 
Juan Ramírez Marín en su obra “¿Derecho  para qué?, Elementos de Derecho 
Público Mexicano" diserta sobre el Estado y su concepción diciendo que para Héctor 
González Uribe el Estado lo puntualiza como una agrupación de hombres que viven 
de un modo estable y permanente en un territorio determinado, y que están ligados 
entre sí mediante múltiples vínculos de solidaridad; asimismo manifiesta que la 
definición más completa de Kelsen sobre el Estado fue concebida como un orden 
jurídico parcial inmediato al derecho de gentes, relativamente centralizado, con 
ámbito territorial y temporal de valides jurídico, internacionalmente delimitado, y con 
una pretensión de totalidad, respecto del ámbito material de validez, sólo restringida 
por la reserva del Derecho Internacional. Para lo cual concluye diciendo que el 
Estado es pura y simplemente un sistema normativo (orden jurídico). Luego entonces 
el Estado es la sociedad jurídicamente organizada, que tiene como objeto la 
realización de los fines humanos en su totalidad y que sus elementos son la 
población, el territorio, el gobierno, el orden jurídico y el bien común130.   
Georg Jellinek conceptualizó al Estado tanto social como jurídicamente; el 
primero lo concibe como la unidad de asociación dotada originariamente de poder de 
dominación y formada por hombres asentados en un territorio; y el segundo lo 
idealiza como la corporación formada por un pueblo, dotada de un poder de mando 
originario y asentada en un determinado territorio; o, en forma más resumida 
exterioriza que es la corporación territorial dotada de un poder de mando originario. 
Destacar así que mientras la concepción social se refiere a la unidad de asociación, 
la concepción jurídica alude a la corporación territorial131. 
Puede decirse entonces que el Estado, pensado como una nación, puede ser 
considerado como: “…la sociedad jurídicamente organizada capaz de realizar la 
                                                          
129 GÓMEZ FRÖDE, Carina; “Introducción a la Teoría Política”; Oxford University Press; México; 2000; 
p. 8.  
130
 Cfr. RAMÍREZ MARÍN, Juan; “¿Derecho  para qué...; op.cit.; pp. 15, 16 y 350.   
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totalidad de los fines humanos, cuyos elementos principales son, entre otros, el 
territorio, la población y el gobierno”132. El Estado también ha sido considerado como: 
“…una persona moral a cuya integración contribuyen una población, un territorio y un 
poder político, que  organizado conforme un orden jurídico, realiza en ejercicio de su 
soberanía, un proyecto de vida propia para beneficio de la sociedad humana que lo 
integra”133.  
Los elementos de las instituciones de seguridad pública del país forman parte 
del sistema de seguridad pública y cuyo origen se encuentra localizado en el Estado; 
a la policía le corresponde parte del ejercicio del poder institucionalizado del Estado 
el cual lo realizará a través del control social134. La Sociedad requiere de un orden 
social para cumplir con sus objetivos y éste se puede dividir en dos tipos de control, 
como lo describe Octavio A. Orellana Wiarco en el libro “Seguridad Pública: 
Profesionalización de los Policías” asintiendo que: 
“a) El control social formal: se refiere a los medios que tiene a su alcance el Estado para 
asegurar condiciones necesarias de paz y armonía social y que podemos agrupar en dos 
grandes rubros: la ley […] y las instituciones que conforman el sistema de seguridad […] y b) 
El control social Informal: […] multiplicidad de reglas morales, convencionalismos sociales, 




Es así que Octavio A. Orellana Wiarco argumenta que las sociedades 
humanas han tenido que contar con mecanismos de control de relación con sus 
integrantes, es entonces que el control social formal desde la perspectiva de la 
policía deberá partir de una regulación normativa y coactiva por parte del Estado, 
concerniente con la prevención y represión del delito, para que se garantice la 
seguridad a las personas, el disfrute de sus derechos y el ejercicio de sus libertades, 
es decir, la creación de leyes y las instituciones a las que el Estado delegue el poder 
                                                          
132
 “Manual del Justiciable: Materia Administrativa"; Suprema Corte de Justicia de la Nación, Poder 
Judicial de la Nación; México; 2009; p. 7. 
133
 MARTÍNEZ VERA, Rogelio; “Fundamentos de Derecho Público”. 3ª Ed.; McGrawHill; México; 2003; 
pp. 13 y 14. 
134
 Cfr. ORELLANA WIARCO, Octavio A.; op.cit., p. 1.  
135
  Ibídem.; op.cit.; p. 30. 
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coercitivo para vigilarlas y hacerlas valer136, es aquí en donde puede ubicarse a las 
evaluaciones de control de confianza que el Estado Mexicano regula de manera 
Constitucional en su precepto 21, estableciendo el regir de la actuación de las 
instituciones de seguridad pública entre los objetivos regular la estimación de control 
de confianza, así como, el ingreso a las instituciones de seguridad. 
 
I.  Fines del Estado 
 
Así como los hombres persiguen fines el Estado lo hace también dentro de 
sus funciones, siendo éstos distintos a los fines que el hombre pretende pero éstos 
deben ir igualmente en busca y encaminados a la tranquilidad, la paz, la felicidad y el 
bienestar de éste, como lo expresa Miguel Galindo Camacho137. Además para 
Francisco Porrúa Pérez concibe respecto a lo anterior que el bien perseguido por el 
Estado es el bien público, que le concierne a la masa de todos los individuos y de 
todos los grupos, por lo tanto no podrá ser posible una convivencia armónica si no 
existe un orden, el cual se encargue de mantener y permitir que la población del 
Estado viva convenientemente en el interior del mismo138. 
Hay que hacer notar que los fines del Estado:  
“…se pueden resumir en el bien común que, en cuanto se refiere a toda la población, se 
convierte en bien público. 
Para conseguir ese bien público, el Estado se vale de los siguientes medios: 
1)  Resguardar el orden, la paz y la seguridad de la nación. 
(2)  Organiza la conducta de los sujetos de derecho mediante normas jurídicas. 
(3) Ejerce un poder directo sobre los ciudadanos, a través de órganos cuyas 




                                                          
136
 Cfr. Ibídem; pp. 6 y 30. 
137
 Cfr. GALINDO CAMACHO, Miguel; “Teoría del Estado”; Porrúa; México; 2011; p. 298.   
138
 Cfr. PORRÚA PÉREZ, Francisco; “Teoría del Estado, Teoría Política”, 40ª Ed.; Porrúa; México; 2012; 
pp. 285, 286 y 447. 
139
 “Manual del Justiciable: Materia Administrativa"; op. cit.; p. 8.  
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Ante todo, ese bien común puede pretender se satisfaga una serie de 
necesidades, de interés general o colectivo, Luis Humberto Delgadillo Gutiérrez 
destaca que al Estado le corresponderá entonces “…instrumentar todos los medios 
que sean necesarios para alcanzar la satisfacción de ese fin primordial por medio de 
sus funciones…”140 y  estas, a su vez,   son las  diferentes formas en que la voluntad 
del Estado se manifiesta para alcanzar sus fines, “Tradicionalmente se les ha 
clasificado en tres: administrativa, legislativa y judicial, lo que da origen a la teoría de 
la división de poderes, que implica la existencia de un Poder Ejecutivo, un Poder 
Legislativo y un Poder Judicial”141. 
Ahora bien, el Estado deberá llevar a cabo la seguridad pública por medio de 
los cuerpos policiales, cuya función recaerá en la Federación, el Distrito Federal, los 
Estados y los Municipios y por lo cual habrá una coordinación entre sí para cumplir 
los objetivos y conformar el Sistema Nacional de Seguridad Pública y que el derecho 
regulará a fin de prevenir el delito y para el caso que nos ocupa regular las 
evaluaciones de control de confianza; asimismo la actuación de las instituciones de 
seguridad pública deberán regirse por los principios éticos de legalidad, objetividad, 
eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos, como ya se 
pudo observar anteriormente estipulado por el Artículo 21 de la Ley Suprema, y que 
posteriormente la Comisión de Honor y Justicia determinará el proceder de los 
elementos policiales que no acrediten dichas estimaciones mediante la interposición 
el procedimiento administrativo de separación en contra de los valorados quienes no 
aprueben los exámenes de control de confianza. 
 
II. Seguridad Pública 
 
El término “seguridad” proviene de latín “securitis”, que significa: confianza, 
tranquilidad de una persona, procedente de la idea de no hay peligro que temer; y 
“pública” que deriva del latín “públicus” cuyo significado es: perteneciente a todo el 
                                                          
140
 DELGADILLO GUTIÉRREZ, Luis Humberto; “Elementos de Derecho Administrativo, Primer Curso…; 
op.cit.; p. 36. 
141
 “Manual del Justiciable: Materia Administrativa"; op.cit.; p. 8.  
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pueblo142. Es así que la seguridad pública es la actividad principal de la policía143; y 
es concebida como la base del ejercicio de las potencialidades humanas en 
sociedad, pues crea condiciones para la prevalencia de la igualdad jurídica y 
promueve el crecimiento individual y la convivencia armónica144. “La policía 
mexicana, mejor dicho la seguridad pública, como concepto integral e integrador, ha 
sufrido un proceso errático y desgastante que nos ha llevado a dar tumbos y no tener 
una mínima ruta que proporcione certidumbre y confianza”145. 
En nuestro país la locución seguridad pública se encuentra en proceso de 
desarrollo dado que es una expresión polisémica, como lo refiere Francisco Javier 
Peña Razo en su obra: “La Seguridad Humana para la construcción del concepto de 
Seguridad Pública en México”, al señalar que resulta confusa y compleja debido a los 
diversos significados y variadas interpretaciones, haciendo notar que tendrá que ser 
necesario remitirse al marco normativo que establece el concepto de la seguridad 
pública en México como una función del Estado146, como lo muestra  el precepto 21 
de nuestra Carta Magna.  
Asimismo la seguridad pública, la cual deberá ser provista por el Estado, es 
concebida, según Eduardo Lozano Tovar, como: “…un conjunto de normas políticas 
y acciones coherentes y articuladas que tienden a garantizar la paz pública a través 
de la prevención y represión de los delitos y de las faltas contra el orden público”147, y 
hay que hacer notar que respecto a la reglamentación de los exámenes de control de 
confianza llevados a cabo a los elementos de las instituciones de seguridad pública y 
así también el actuar de dichas organizaciones policiales se regirán por los principios 
                                                          
142
 Cfr. RAMÍREZ MARÍN, Juan; “Seguridad Pública y Constitución”; Porrúa, Facultad de Derecho de la 
Universidad Autónoma del Estado de México; México; 2003; p. 1. 
143Cfr. SANDOVAL PALACIOS, Juan Manuel; “Militarización, Seguridad Nacional, Seguridad Pública en 
México”; Espiral, vol. VI, núm. 18, mayo/agosto, Universidad de Guadalajara; Guadalajara, México; 2000; p. 
207. 
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LOZANO TOVAR, Eduardo; op.cit.; pp. 63, 64 y 65.   
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 RABASA GAMBOA, Emilio (Coord.); op.cit.; .29. 
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 PEÑA RAZO, Francisco Javier; “La Seguridad Humana para la Construcción del Concepto de 
Seguridad Pública en México”; Porrúa, Universidad de Guadalajara, Políticas Públicas SERIE; México; 2011;          
p. 17. 
147
 LOZANO TOVAR, Eduardo; “Seguridad Pública y Justicia, Una Visión Político Criminológica 
Integral”; Porrúa; México; 2009; pp. 63 y 64. 
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éticos mencionados en temas precedentes teniendo como objetivo prevenir la 
inserción de la criminalidad en las instituciones policiacas, mediante la depuración, y 
así también disminuir la falta de confiabilidad de la sociedad hacia las organizaciones 
de seguridad pública. 
La seguridad pública es un servicio que le corresponde prestar al Estado en 
beneficio de los habitantes y tendrá como finalidad última servir a la misión de 
Estado148. Así pues Sergio García Ramírez ve a la seguridad pública como: ”…una 
cualidad de los espacios públicos y privados, que se caracterizan por la existencia de 
amenazas que socaven o supriman los bienes y derechos de las personas y en la 
que existen condiciones propicias para la convivencia pacífica y el desarrollo 
individual y colectivo de la sociedad”149.  
Por tanto la seguridad pública será tarea que el Estado llevará a cabo por 
medio de los cuerpos de seguridad pública y lo cual consistirá en brindar al 
ciudadano la protección al ejercicio y disfrute de sus garantías constitucionales y 
derechos,150 y así garantizar a la nación el aseguramiento del orden público151. 
En éstos últimos años la seguridad pública y las instituciones, entre ellas las 
policiales, que se encargan de mantenerla han sido transformadas con las reformas 
constitucionales de 2008, que la han hecho ver con nuevos ojos como un nuevo 
sistema de seguridad pública a nivel país, de modo que la consolidación del Sistema 
Nacional de Seguridad Pública en el marco legal establecido en la Ley Suprema y en 
la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, establecen el concepto 
de seguridad pública actual.  
La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en el Numeral 21 
Párrafo Noveno y Décimo instaura que: 
“La seguridad pública es una función a cargo de la Federación, el Distrito Federal, los Estados 
y los Municipios, que comprende la prevención de los delitos; la investigación y persecución 
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  Cfr. RABASA GAMBOA, Emilio (Coord.); “El Marco Jurídico de la Seguridad Pública en México”; 
Porrúa; México; 2012; p. 26. 
149
 LOZANO TOVAR, Eduardo; op.cit.; p. 44.   
150
 Cfr. ORELLANA WIARCO, Octavio A.; op.cit.; p. 67.  
151
 Cfr. RABASA GAMBOA, Emilio (Coord.); op.cit.; p. 27.  
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para hacerla efectiva, así como la sanción de las infracciones administrativas, en los términos 
de la ley, en las respectivas competencias que esta Constitución señala. La actuación de las 
instituciones de seguridad pública se regirá por los principios de legalidad, objetividad, 
eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos reconocidos en esta 
Constitución. 
Las instituciones de seguridad pública serán de carácter civil, disciplinado y profesional. El 
Ministerio Público y las instituciones policiales de los tres órdenes de gobierno deberán 
coordinarse entre sí para cumplir los objetivos de la seguridad pública y conformarán el 
Sistema Nacional de Seguridad Pública, que estará sujeto a las siguientes bases mínimas:  
a) La regulación de la selección, ingreso, formación, permanencia, evaluación, 
reconocimiento y certificación de los integrantes de las instituciones de seguridad pública. La 
operación y desarrollo de estas acciones será competencia de la Federación, el Distrito 
Federal, los Estados y los municipios en el ámbito de sus respectivas atribuciones. 
b) El establecimiento de las bases de datos criminalísticos y de personal para las 
instituciones de seguridad pública. Ninguna persona podrá ingresar a las instituciones de 
seguridad pública si no ha sido debidamente certificado y registrado en el sistema. 
c) La formulación de políticas públicas tendientes a prevenir la comisión de delitos. 
d) Se determinará la participación de la comunidad que coadyuvará, entre otros, en los 
procesos de evaluación de las políticas de prevención del delito así como de las instituciones 
de seguridad pública. 
e) Los fondos de ayuda federal para la seguridad pública, a nivel nacional serán 
aportados a las entidades federativas y municipios para ser destinados exclusivamente a 
estos fines”. 
La Ley de Seguridad del Estado de México estipula, sobre la percepción de 
seguridad pública,  en los siguientes preceptos que: 
 “Artículo 2°. La seguridad pública es una función a cargo de la Federación, el Distrito Federal, 
los Estados y los Municipios, que tiene como fines salvaguardar la integridad y derechos de 
las personas, así como preservar las libertades, el orden y la paz públicos y comprende la 
prevención especial y general de los delitos, la investigación para hacerla efectiva, la sanción 
de las infracciones administrativas, así como la investigación y la persecución de los delitos y 
la reinserción social del individuo, en términos de esta Ley, en las respectivas competencias 
establecidas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  
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El Estado desarrollará políticas en materia de prevención social del delito con carácter 
integral, sobre las causas que generan la comisión de delitos y conductas antisociales, así 
como programas y acciones para fomentar en la sociedad valores culturales y cívicos, que 
induzcan el respeto a la legalidad y a la protección de las víctimas […] 
Artículo 4°. La función de seguridad pública se realizará, en los diversos ámbitos de 
competencia, por conducto de las Instituciones Policiales y de Procuración de Justicia, de los 
responsables de la prisión preventiva y ejecución de sentencias, de las autoridades 
competentes en materia de justicia para adolescentes, de las instancias encargadas de aplicar 
las infracciones administrativas, y de las demás autoridades que en razón de sus atribuciones 
deban contribuir directa o indirectamente al objeto de esta Ley”. 
 
III.  Estado de Derecho 
 
Por lo que se refiera a la concepción de Estado de Derecho que es muy 
ambigua, se puede enunciar, entre otras connotaciones, la que manifiesta Milton 
Emilio Castellanos Goút que lo concibe como: “…el Estado sometido al Derecho. El 
Estado cuyo ejercicio de poder está regulado y limitado por la ley; el Estado donde 
existe el imperio de la ley; el Estado con controles y regulaciones para gobernantes y 
gobernados claramente señaladas en la ley positiva”152. 
Eduardo Lozano Tovar manifiesta por Estado de Derecho que es: “Forma 
política caracterizada por la sumisión del poder al derecho, mediante la limitación 
jurídica de su actividad”153. El Estado de Derecho en palabras de Octavio A. Orellana 
Wiarco consiste en: “…la actividad de las instituciones que la configuran está sujeta a 
la constitución como suprema expresión de la ley, garantizándose así el 
funcionamiento responsable y controlado de los órganos del poder, donde la 
autoridad no puede actuar sino dentro de facultades o atribuciones que marca la ley 
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 CASTELLANOS GOÚT; Milton Emilio; “Del Estado de Derecho al Estado de Justicia”, 2ª Ed.; Porrúa; 
México; 2009;   p. 43.  
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 LOZANO TOVAR, Eduardo; op.cit.; pp. 23 y 24.  
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y con ello se salvaguardan los derechos individuales, sociales, culturales y 
políticos”154. 
En efecto existirá un Estado de Derecho cuando los individuos u órganos que 
conforman una sociedad se encuentren regidos por el Derecho la idea central  sería 
entonces que es el Derecho y no el poder quien manda155. Esto implica el 
cumplimiento de determinadas obligaciones para los gobernantes, implica que los 
ciudadanos respeten esas libertades y derechos de los demás156. Como muestra, en 
la obra “Estado de Derecho y Corrupción” de Jaime Cárdenas y María de la Luz 
Mijangos, se manifiesta que: “…un Estado dedicado a la producción  normativa, sin 
límites al poder, sin base en la soberanía y sin derechos humanos, no es un Estado 
de Derecho”157. 
Vale la pena decir que el Estado de Derecho para las instituciones de 
seguridad pública del país, más allá de poder ser refutadas las evaluaciones de 
control de confianza si se encuentran debidamente reguladas por el derecho y de 
quienes llevan a cabo dichas estimaciones, cabe mencionar que estas instituciones 
policiales deberán dirigir su actuar con respeto y conforme a la ley. Hay que destacar 
que mediante las instituciones policiales se pretenderá garantizar el Estado de 
Derecho el cual tendrá la responsabilidad de fomentar el respeto a las leyes y cuya 
actuación este apegada a los principios éticos de legalidad, eficiencia, 
profesionalismo y honradez, con pleno respeto de los derechos humanos que marca 
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 ORELLANA WIARCO, Octavio A.; op.cit.; p. 7.  
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 Cfr. GONZÁLEZ DE COSSÍO, Francisco; “El Estado de Derecho, un Enfoque Económico”; Porrúa; 
México; 2007;  p. 3.  
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 Cfr. CRUZ GAYOSSO, Moisés (Coord.); op. cit.; pp. 77 y 82.   
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 CÁRDENAS, Jaime y María de la Luz Mijangos; “Estado de Derecho y Corrupción”; Porrúa; 2005; pp. 
159, 160, 164 y 165.    
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IV. Certeza Jurídica 
 
La palabra “certeza” significa: “Conocimiento claro y seguro de algo”158 o 
“…estar en lo cierto”.159 Una distinta insinuación precisa a la “certeza” como: “Clara, 
segura y firme convicción de la verdad. | Ausencia de dudas sobre un hecho o 
cosa”160. Asimismo la palabra “jurídico”, deviene del latín “iuridicus”, que significa: 
“Que atañe al derecho o se ajusta a él”161 y otra acepción precisa al vocablo como: 
“Lo relativo a Derecho”162. 
Vale la pena destacar que Víctor Pérez Varela en su libro “Teoría del Derecho” 
exterioriza que el aspecto subjetivo de la seguridad se denomina certeza jurídica, la 
cual define como: “…la convicción que posee una persona de que no será 
modificada de la situación de la que goza por una acción contraria a los principios 
que regulan la vida social. Es un estado de confianza, de saber a qué atenerse en 
relación con los derechos que garantiza la normatividad jurídica”163; “…es decir en la 
certidumbre de los ciudadanos de que las leyes se cumplen”164 como lo ve Gerónimo 
Miguel Andrés Martínez. 
Manuel Atienza en el libro “Introducción al Derecho” expresa que: “…lo que 
distingue al Derecho de la otras formas de ordenación de la conducta es que aquél –
en particular el Derecho Moderno- alcanza un grado especial de previsibilidad que 
llamaremos certeza jurídica […] cabría decir que las normas jurídicas son mucho 
más precisas y, además, su cumplimiento está asegurado por el respaldo coactivo 
que le presta el Estado”165. Hay que destacar lo que Luis Recanses Siches piensa al 
respecto de lo que antecede y aclara que el Derecho es fabricado por los hombres 
sobre todo bajo el estímulo de una urgencia de certeza (saber a qué atenerse) y de 
                                                          
158
 PALOMAR DE MIGUEL, Juan; “Diccionario para Juristas”, Tomo I, A-I; Porrúa, México; 2003; p. 282.  
159
 BELTRÁN, Julio y Carlos Pereda (Comps.); “La Certeza, ¿Un Mito? Naturalismo, Falibilismo y 
Escepticismo”; UNAM, Instituto de Investigaciones Filosóficas; México; 2002; p. 1. 
160
 CABALLERAS DE TORRES, Guillermo; “Diccionario Jurídico Universitario”, Tomo I, A-H, 1ª Ed.; 
Editorial Heliasta; Colombia; 2000; p. 175. 
161
 Real Academia Española; op.cit.; s.v. “jurídico”.   
162
 CABALLERAS DE TORRES, Guillermo; op.cit.; p. 75.  
163
 PÉREZ VARELA, Víctor; “Teoría del Derecho”; Oxford University Press; México; 2009; p. 288.     
164
 ANDRÉS MARTÍNEZ, Gerónimo Miguel; op.cit.; p. 101.   
165
 ATIENZA, Manuel; “Introducción al Derecho”, 7ª Ed.; Editorial FONTAMARA; México; 2011; p. 106.  
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seguridad (saber que eso a lo cual uno puede atenerse tendrá forzosamente que ser 
cumplido); o sea bajo el estímulo de una urgencia de orden en la vida social166. 
Ahora bien las evaluaciones de control de confianza son mecanismos de 
valoración para determinar, mediante los exámenes de poligrafía,  estudio 
socioeconómico, medico-toxicológico y psicológico,  si el estimado cumple con el 
perfil para incorporarse, permanecer o promocionarse en las instituciones de 
seguridad pública, dichas constancias son emitidas por servidores públicos del 
Centro de Control de Confianza del Estado de México y las cuales determinarán la 
aprobación, se encuentra condicionada, que en caso contrario se instaurará 
procedimiento administrativo de separación, pero la ley no es clara al tratar el tema 
de informar a los elementos de seguridad pública que fueron evaluados de manera 
personal para que pueda recusar su sentido, siendo de esta manera se puede 
encontrar, a lo anterior, en la incertidumbre del derecho, que en otras palabras, 
Flavio López de Oñate, dice que es: “…la oscuridad de la norma, sus laguna, su falta 
de sencillez, su inestabilidad, la multiplicidad de las disposiciones en que ella puede 
articularse, la pluralidad de las leyes, la dificultad y la prolongación de los 
juicios…”167. 
 
2.5.  RELACIÓN LABORAL 
 
Por “relación laboral”, De Pina y De Pina Vara, declaran que es: “…cualquiera 
que sea el acto que le de origen, la prestación de un trabajo personal subordinado a 
una persona, mediante el pago de un salario”168. No será posible hablar de derechos 
y obligaciones laborales sino existe antes una relación laboral para esta 
denominación el Diccionario de Derecho del Trabajo dice que: “…es aquella que se 
da al tratamiento jurídico de la prestación de servicios por una persona a otra, 
                                                          
166
 Cfr. RECANSES SICHES, Luis; “Introducción al Estudio del Derecho”, 16ª Ed.; Porrúa; México; 2009; 
p. 112.  
167
 Cfr. LÓPEZ DE OÑATE, Flavio; “La Certeza del Derecho”; Ediciones Jurídicas Europa-Ameria; Buenos 
Aires, Argentina; 1953; pp. 73, 75, 77 y 107.   
168
 DE PINA, Rafael y Rafael De Pina Vara; op.cit.; p. 438.  
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mediante el pago de una salario, con independencia del acto que haya motivado la 
vinculación laboral”169.  
Alfredo Sánchez Castañeda expresa que la relación de trabajo es: “…la 
prestación de un trabajo personal subordinado a una persona, por obra o tiempo 
determinado o por tiempo indeterminado, mediante el pago de un salario”. Asimismo 
la interpreta al decir que es: “…la relación jurídica que nace, independientemente del 
acto que le de origen, de la prestación de un trabajado personal subordinado a otra 
persona física o moral, a cambio de un salario”170. 
Es importante pronunciar que los sujetos de la relación de trabajo son el 
trabajador y el patrón, como lo expresa Ricardo de la Luz Félix Tapia al mencionar 
que el trabajador es la persona física o moral, que presta a otra un trabajo personal 
subordinado, y que el patrón es la persona física o moral que utiliza los servicios de 
uno o varios trabajadores. Además de que la relación de un trabajador y un patrón 
sólo se da por un contrato de trabajo, es decir, de un acuerdo de voluntades, este 
acuerdo puede ser verbal o escrito y en éste se deben plasmar las condiciones de 
trabajo171. 
El derecho del trabajo no protege acuerdos de voluntades, protege al trabajo 
mismo como lo dice José Dávalos y es así que los elementos de la relación de 
trabajo son: " 
i) Elementos subjetivos: trabajador y patrón; y 
ii) Elementos objetivos: prestación de un trabajo personal subordinado y 
pago de un salario”172. 
Como se muestra en los numerales 8º y 10º de la Ley Federal del Trabajo 
donde se determina lo que se debe entender por trabajador y patrón en el ámbito 
legal:  
                                                          
169
 LASTRA LASTRA, José Manuel (Coord.); “Diccionario de Derecho del Trabajo”; Porrúa, UNAM; 
México; 2001; p. 230.   
170 Cfr. SÁNCHEZ CASTAÑEDA, Alfredo; op.cit.; p. 137.  
171
 Cfr. DE LA LUZ FÉLIX TAPIA, Ricardo; “Relaciones Laborales (Legislación y Jurisprudencia)”; Flores 
Editor y Distribuidor; México; 2008; pp. 1, 2, y 3.  
172
 Cfr. DÁVALOS, José; op.cit.; p.102. 
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“Artículo 8°. Trabajador es la persona física que presta a otra, física o moral, un trabajo 
personal subordinado. Para los efectos de esta disposición, se entiende por trabajo toda 
actividad humana, intelectual o material, independientemente del grado de preparación técnica 
requerido por cada profesión u oficio. […] 
Artículo 10°. Patrón es la persona física o moral que utiliza los servicios de uno o varios 
trabajadores. Si el trabajador, conforme a lo pactado o a la costumbre, utiliza los servicios de 
otros trabajadores, el patrón de aquél, lo será también de éstos”. 
Hay que hacer notar que en la Ley Federal del Trabajo se establece el 
concepto de la relación de trabajo entre los servidores públicos y el Estado: 
“Artículo 5°. La relación de trabajo entre las instituciones públicas y sus 
servidores públicos se entiende establecida mediante nombramiento, contrato 
o por cualquier otro acto que tenga como consecuencia la prestación personal 
subordinada del servicio y la percepción de un sueldo”. 
Se excluye de la relación laboral del Estado y los servidores públicos 
pertenecientes a las instituciones de seguridad pública conforme a lo establecido por 
el Artículo 123, Apartado B, Fracción XIII, Primer Párrafo de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos señala que:  
“Los militares, marinos, personal del servicio exterior, agentes del Ministerio 
Público, peritos y los miembros de las instituciones policiales, se regirán por 
sus propias leyes”. 
Es así que no se pueden apegar los elementos de seguridad pública a lo 
establecido en la Fracción IX del mismo Precepto Constitucional y mismo Apartado 
siendo excluido de los derechos laborales de los trabajadores del Estado asimismo lo 
prevé el Artículo 135 de la Ley de Seguridad del Estado de México:  
“Las relaciones jurídicas entre las Instituciones Policiales y sus integrantes se rigen por la 
fracción XIII del apartado B del artículo 123 de la Constitución Federal, la Ley General, esta 
Ley y demás disposiciones aplicables.  
Todos los servidores públicos de las Instituciones Policiales que no pertenezcan a la Carrera 
Policial, se considerarán trabajadores de confianza. Los efectos de su nombramiento se 
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podrán dar por terminados en cualquier momento, de conformidad con las disposiciones 
aplicables, y en caso de que no acrediten las evaluaciones de control de confianza, sin que 
para ello sea necesario agotar procedimiento administrativo alguno”. 
 
A.  SERVIDOR PÚBLICO 
 
El “servidor público” según Narciso Sánchez Gómez es: “…la persona física, 
que desempeña un trabajo material, intelectual o físico dentro de algunos de los 
Poderes del Estado, bajo un régimen jurídico de derecho público, y que lleva como 
finalidad atender necesidades sociales”173. Para Arturo García Torres el servidor 
público es: “…toda persona que realiza o contribuye a que se lleven a cabo las 
funciones estatales”174. Así también como servidor público puede entenderse: “…a 
toda aquella persona que desempeña un empleo, cargo o comisión en el sector 
público…”175;   es decir,  los servidores públicos son personas físicas de los cuales 
se vale el Estado para el cumplimiento de sus fines. Esto justifica ineludiblemente la 
existencia de dichos servidores176.  
El concepto más notable de lo que debemos entender por servidor público es 
el que se encuentra estipulado en el Primer Párrafo del Numeral 108 de la Carta 
Magna, al decir que:  
“…se reputarán como servidores públicos a los representantes de elección popular, a los 
miembros del Poder Judicial Federal y del Poder Judicial del Distrito Federal, los funcionarios 
y empleados y, en general, a toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión de 
cualquier naturaleza en el Congreso de la Unión, en la Asamblea Legislativa del Distrito 
Federal o en la Administración Pública Federal o en el Distrito Federal, así como a los 
servidores públicos de los organismos a los que esta Constitución otorgue autonomía, quienes 
serán responsables por los actos u omisiones en que incurran en el desempeño de sus 
respectivas funciones”. 
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 SÁNCHEZ GÓMEZ, Narciso; “Primer curso de Derecho Administrativo”, Porrúa; México; 2012;          
p. 387.  
174
  GARCÍA TORRES, Arturo; op.cit.; p. 1. 
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 “Manual del Justiciable: Materia Administrativa"; op.cit.; México; 2009; p. 17.  
176
 GARCÍA TORRES, Arturo; “Responsabilidad de los Servidores Públicos”; Poder Judicial de la 
Federación, Porrúa; México; 2008; p. 1.  
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En el Canon 4° Fracción I de la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos del 
Estado y Municipios establece que se debe entender por servidor público:  
“…toda persona física que preste a una institución pública un trabajo personal 
subordinado de carácter material o intelectual, o de ambos géneros, mediante 
el pago de un sueldo”. 
Los servidores públicos han sido llamados funcionarios, altos funcionarios, 
empleados, burócratas, entre otros, aunque en las normas legales en México no 
existe un criterio claro que distinga entre esas acepciones. 
De los preceptos anteriores es Arturo García Torres el que manifiesta que se 
puede distinguir a dos clases de servidores públicos que son: uno, los funcionarios, 
y, otro, empleados públicos, los primeros son los que detentan un carácter 
representativo de los órganos del Estado, esto es, aquellos cuya actuación refleja en 
forma directa la voluntad estatal; y  los segundos los que únicamente concurren a la 
formación de la función pública, es decir, quienes participan para que tales funciones 
sean realizadas177. 
 
I. Servidores Públicos de Confianza 
 
Los trabajadores públicos de confianza se encuentran conceptualizados en la 
Ley Federal del Trabajador en su Artículo 9° a lo cual refiere que:  
“La categoría de trabajador de confianza depende de la naturaleza de las funciones 
desempeñadas y no de la designación que se dé al puesto.  
Son funciones de confianza las de dirección, inspección, vigilancia y fiscalización, cuando 
tengan carácter general, y las que se relacionen con trabajos personales del patrón dentro de 
la empresa o establecimiento”. 
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 GARCÍA TORRES, Arturo; op.cit.; p. 2.  
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En la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos del Estado y Municipios en su 
Numeral 6° manifiesta que los servidores públicos se pueden clasificar en generales 
y de confianza, los cuales pueden ser, en ajuste a la duración de la relación de 
trabajo, por tiempo u obra determinados o por tiempo indeterminado; es así que en 
su Artículo 8º de la Ley referida relata sobre el trabajador de confianza que:  
“Se entiende por servidores públicos de confianza: “ 
I. Aquéllos cuyo nombramiento o ejercicio del cargo requiera de la intervención 
directa del titular de la institución pública o del órgano de gobierno. 
II. Aquéllos que tengan esa calidad en razón de la naturaleza de las funciones que 
desempeñen y no de la designación que se dé al puesto. 
Son funciones de confianza: las de dirección, inspección, vigilancia, auditoría, fiscalización, 
asesoría, procuración y administración de justicia y de protección civil, así como las que se 
relacionen con la representación directa de los titulares de las instituciones públicas o 
dependencias, con el manejo de recursos y las que realicen los auxiliares directos de los 
servidores públicos de confianza.  
No se consideran funciones de confianza las de dirección, supervisión e inspección que 
realizan los integrantes del Sistema Educativo Estatal en los planteles educativos del propio 
sistema”. 
De la misma forma el Artículo 123 Apartado B, Fracción XIV de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicano dice que:  
“La Ley determinará los cargos que serán considerados de confianza, Las 
personas que lo desempeñen disfrutarán de las medidas de protección al 
salario y gozarán de los beneficios de la seguridad social”. 
  
II.  Servidores Públicos Generales 
 
La Ley del Trabajo de los Servidores Públicos del Estado y Municipios estable 
por servidores públicos generales que: 
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“Son servidores públicos generales los que prestan sus servicios en funciones 
operativas de carácter manual, material, administrativo, técnico, profesional o 
de apoyo, realizando tareas asignadas por sus superiores o determinadas en 
los manuales internos de procedimientos o guías de trabajo…”. 
 
B.  INGRESO 
 
La Real Academia Española de la Lengua manifiesta que la palabra “ingreso” 
proviene de la voz latina “ingressus” que significa entre otras evocaciones: “1. Acción 
de ingresar. […] 3. Acción de entrar. 4.  Acto de ser admitido en una corporación o de 
empezar a gozar de un empleo u otra cosa"178.  
La Ley de Seguridad del Estado de México  en su precepto 151 instituye, para 
ingreso, que: 
“El ingreso es el procedimiento de integración de los candidatos a la estructura institucional y 
tendrá verificativo al terminar la etapa de formación inicial o capacitación en el Instituto 
Mexiquense de Seguridad y Justicia, el período de prácticas correspondiente y la acreditación 
del cumplimiento de los requisitos previstos en esta Ley”. 
Uno de los requisitos primordiales previstos que deberá dar cumplimiento 
cualquier persona para deseé ingresar a las corporaciones de seguridad pública se 
encuentra condicionada el aprobar los procesos de evaluación de control de 
confianza.  
 
C.  SEPARACIÓN 
 
El vocablo “separación” significa para la Real Academia Española: Acción y 
efecto de separar y este a su vez viene del latín “separáre” que representa: Privar de 
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 Real Academia Española, op.cit.; s.v. “ingreso”.  
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un empleo, cargo o condición a quien lo servía u ostenta179. Asimismo se expresa 
que la separación es: “Destituir de un empleo o cargo al que lo sirve”180.  
El tener que cumplir con los requisitos de permanencia que las leyes en 
materia de seguridad pública estipulan respecto a las evaluaciones de control de 
confianza y así conservar la estabilidad en el trabajo, derecho que se encuentra 
condicionado a la aprobación de dichas estimaciones para que cada servidor público 
de las instituciones de seguridad pública permanezca en él y dada su no aprobación, 
causa justificada para, interponer en su contra el procedimiento administrativo de 
separación. Además  Karina Trejo Sánchez establece que si la separación del 
empleo se lleva a cabo de forma injustificada, la Ley Fundamental otorga al 
trabajador el derecho de elegir entre la reinstalación a su empleo o una 
indemnización181, como se puede apreciar en el Artículo 123 Apartado B, Fracción 
IX, Párrafo Segundo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
que expresa:   
“En caso de separación injustificada tendrán derecho a optar por la 
reinstalación en su trabajo o por la indemnización correspondiente, previo el 
procedimiento legal. En los casos de supresión de plazas, los trabajadores 
afectados tendrán derecho a que se les otorgue otra equivalente a la 
suprimida o a la indemnización de ley”. 
Sin embargo, hay que señalar que muchas veces es imposible continuar con 
dicha relación, ya sea por causas en que intervenga la voluntad de una o varias 
partes, ya sea por circunstancias ajenas a esa voluntad o por la combinación de uno 
y otro supuesto; para el caso que nos ocupa, los elementos de las organizaciones 
policiales aún fuera de esta forma están exentos para acogerse a dicho precepto por 
excepción que manifiesta la Facción XIII, Párrafo Segundo, del mismo Numeral y 
Apartado de la Carta Magna y que en ningún caso procederá la reinstalación aunque 
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 Cfr. Real Academia Española, op.cit.; s.v. “separación” y “separar”.    
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 DE PINA, Rafael y Rafael De Pina Vara; op.cit.; p. 453.  
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 Cfr. TREJO SÁNCHEZ, Karina; “Estabilidad en el Empleo y Despido Individual en la Legislación 
Laboral Mexicana“; El Cotidiano, núm. 170; Universidad Autónoma Metropolitana Unidad Azcapotzalco Distrito 
Federal, México; 2011; p. 81. 
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la separación, remoción, cese o baja o cualquier otra forma de terminación de la 
relación laboral haya sido injustificada y determinada por autoridad jurisdiccional. 
Así también como lo enuncia la Ley de Seguridad del Estado de México 
establece, en su Precepto Número 105,  al establecer que: 
“En caso de que los órganos jurisdiccionales determinen que la resolución por la que se 
impone la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio 
de cualquier ministerio público, perito o elemento de las instituciones policiales, es 
injustificada, la Institución respectiva sólo estará obligada a pagar la indemnización y las 
demás prestaciones a que tenga derecho el servidor público, estas, por el último año en que 
prestó sus servicios, sin que en ningún caso proceda su reincorporación al servicio, cualquiera 
que sea el resultado del juicio o medio de defensa que se hubiese promovido, de conformidad 
con el artículo 123, Apartado B, Fracción XIII de la Constitución Federal. Tal circunstancia 
será inscrita en el Registro Nacional de Personal de las Instituciones de Seguridad Pública del 
Sistema Nacional, y en la Base de Datos de Personal de Instituciones de Seguridad Pública 
del Sistema Estatal”. 
Es así que deba entenderse por reinstalación la que supone que: “…el 
trabajador sea reintegrado a su trabajo en las mismas condiciones que lo 
desempeñaba antes del despido, salvo que en el momento de la ejecución del laudo 
hubiera habido un incremento de los salarios o de las demás condiciones laborales; 
en la reinstalación se comprende el pago de los salarios vencidos desde el despido 
hasta la fecha en que se cumpla el laudo”182. 
La Ley de Seguridad Mexiquense exceptúa del procedimiento administrativo a 
todos los servidores públicos de las instituciones de seguridad pública del Estado 
Mexiquense que no pertenezcan a la Carrera Policial y manifiesta que: 
“Las relaciones jurídicas entre las Instituciones Policiales y sus integrantes se rigen por la 
Fracción XIII del Apartado B del Artículo 123 de la Constitución Federal, la Ley General, esta 
Ley y demás disposiciones aplicables.  
Todos los servidores públicos de las Instituciones Policiales que no pertenezcan a la Carrera 
Policial, se considerarán trabajadores de confianza. Los efectos de su nombramiento se 
podrán dar por terminados en cualquier momento, de conformidad con las disposiciones 
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 Manual del Justiciable: Materia Laboral"; op. cit; p. 39. 
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aplicables, y en caso de que no acrediten las evaluaciones de control de confianza, sin que 
para ello sea necesario agotar procedimiento administrativo alguno”. 
Para lo que la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos del Estado y 
Municipios en su Artículo 16 refiere que:  
“Los integrantes de los cuerpos de seguridad pública y de tránsito estatales y 
municipales, se regirán en el desarrollo de sus actividades por sus propios 
ordenamientos”. 
Se puede apreciar que a nivel nacional fueron evaluados por los mecanismos 
de control de confianza para la seguridad pública 399,639 elementos de los cuerpos 
policíacos, federales, estatales y municipales, en activo, correspondiente al 100%; 
siendo entonces que el 12% del total de los elementos de seguridad pública 
federales; el 10% de ámbito estatal; y, 13% a nivel municipal se encuentran en 




FUENTE UNIVERSO: Centro Nacional de Información / Registro Nacional de Personal de Seguridad Pública al 30 de octubre 
de 2014. 
FUENTE EVALUACIONES: Centros Estatales de Evaluación y Control de Confianza al 30 de octubre de 2014
183
. 
                                                          
183 Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública, Secretaría de Gobernación;  [en 
línea  en: www.secretariadoejecutivo.gob.mx.; op.cit. 
87 
 
I.  Despido Justificado e Injustificado 
 
El término “despido” es: “Acción y efecto de despedir…” y este a su vez 
proviene de la voz latina “expetĕre” que significa: “Alejar, deponer a alguien de su 
cargo, prescindir de sus servicios”. Para Néstor de Buen el despido es: “…el acto 
unilateral a virtud del cual el patrón da por terminada la relación laboral invocando 
una causa grave de incumplimiento imputable al trabajador”184.  
Luego es que el “despido injustificado” es, como lo marca el Manual del 
Justiciable: Materia Laboral,  la disolución unilateral de la relación de trabajo por 
parte del patrón, sin que se actualice alguna de las causas para ser justificado; se 
prevé la obligación para el patrón de dar aviso al trabajador del despido, así como la 
fecha y causa o causas de dicha rescisión, y que en caso de no poderle avisar 
deberá hacerlo a la junta respectiva a fin de que ésta lo notifique, la falta de aviso al 
trabajador o a la junta, por sí sola, bastará para que el despido se tenga por 
injustificado. De igual forma manifiesta que en el despido injustificado, el trabajador 
tendrá dos alternativas: solicitar la reinstalación en el empleo, o bien, la 
indemnización con el importe de tres meses de salario185. 
Así también lo enuncia José Dávalos que cuando un trabajador es despedido 
injustificadamente puede también decidir por la acción de indemnización 
constitucional, consistente en el pago del importe de tres meses de salario186,  
además de todas las prestaciones a las que tiene derecho; siendo esta la única 
opción que la Carta Magna da a los integrantes de las instituciones de seguridad 
pública, como ya se ha podido observar de manera detallada en párrafos arriba, 
puesto que al encasillarlos en ordenamientos propios y preverles que por cualquiera 
que haya sido la terminación de la relación de trabajo y cualquiera que fuere el 
resultado del juicio o medio de defensa no se procederá a su reinstalación. 
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; DÁVALOS, José; op.cit.; p. 141.  
185
 “Manual del Justiciable: Materia Laboral"; Suprema Corte de Justicia de la Nación, Poder Judicial de 
la Nación; México; 2003; pp. 38 y 39.  
186
 Cfr. DÁVALOS, José; op.cit.; p.160.  
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II.  Sanción Administrativa 
 
El jurista García Máynez considera que la “sanción” es: “…la consecuencia 
jurídica que el incumplimiento de un deber produce en relación con el obligado, a 
efecto de mantener la observancia de las normas, responder el orden jurídico violado 
y reprimir las conductas contrarias al mandato legal”187. Narciso Sánchez Gómez 
afirma que las “sanciones administrativas” son: “…medidas disciplinarias, 
escarmientos o castigos que imponen los órganos competentes […] como 
consecuencia de las faltas o infracciones debidamente comprobadas en los 
procedimientos por responsabilidad administrativa que se le haya fincado al servidor 
público, para ese efecto es fundamental respetar el principio de legalidad…”188. 
Alfonso Nava Negrete discurre que si la falta que cometieron fue en la prestación de 
sus servicios, la sanción podrá consistir en la suspensión temporal o definitiva en el 
empleo189.  
El Artículo 109 Fracción III, Párrafo Primero de la Ley Suprema expresa sobre 
la responsabilidad administrativa para garantizar su eficiencia: 
“Se aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos por los actos u omisiones 
que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deban observar en 
el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones. Dichas sanciones consistirán en 
amonestación, suspensión, destitución e inhabilitación, así como en sanciones económicas, y 
deberán establecerse de acuerdo con los beneficios económicos que, en su caso, haya 
obtenido el responsable y con los daños y perjuicios patrimoniales causados por los actos u 
omisiones. La ley establecerá los procedimientos para la investigación y sanción de dichos 
actos u omisiones”. 
En el Numeral 177 Fracción II de la Ley de Seguridad Estatal expresa a lo que 
se puede hacer acreedor por incumplimiento de las obligaciones y disposiciones de 
los ordenamientos legales vigentes:  
                                                          
187
 DELGADILLO GUTIÉRREZ, Luis Humberto; ““Elementos de Derecho Administrativo, Primer Curso…; 
op.cit.; p. 320.  
188
 SÁNCHEZ GÓMEZ, Narciso; “op.cit.; p. 446.  
189
 Cfr. NAVA NEGRETE, Alfonso; “Estudios Administrativos”; Universidad Nacional Autónoma de 
México; México; 2011; p. 240.  
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“…la determinación que podrá ser de: remoción, baja, cese, sobreseimiento o 
resolución sin sanción”. 
La responsabilidad administrativa es la obligación de asumir o pagar las 
consecuencias de un acto, responder por la conducta propia, así lo ve Rafael I.  
Martínez Morales y concibe que conforme a esta idea un servidor público debe pagar 
o responder por sus actos indebidos o ilícitos, según establezcan las leyes190. Es así 
que cuando los miembros de los cuerpos de seguridad pública no cumplen con las 
obligaciones que la ley marca, incurren en responsabilidad administrativa, lo que 
origina que se hagan acreedores a una sanción de acuerdo con la Ley de Seguridad 
del Estado de México191. 
Los elementos de las corporaciones policiales incurrirán en responsabilidad 
administrativa cuando no cumplan con las obligaciones que las leyes en la materia 
de seguridad marcan, por lo cual se harán acreedores a una sanción administrativa y 
para el caso de los miembros de las instituciones policiales que no hayan aprobado 
las evaluaciones de control de confianza resolverá la Comisión de Honor y Justicia 
previa tramitación del procedimiento administrativo de separación. 
 
D.  REMOCIÓN 
 
La “remoción” proviene del latín “remotío” y es para la Real Academia 
Española: Privación de cargo o empleo192. Rafael I. Martínez Morales manifiesta que 
es: “Cambio de un servidor público, dispuesto por la secretaría mediante sus órganos 
competentes, a una oficina distinta de aquella en que estuviera prestando sus 
                                                          
190
 Cfr. MARTÍNEZ MORALES, Rafael I.; “Derecho Administrativo 2° Curso”, Quinta Edición; Oxford 
University Press; México; 2012; p. 388.   
191
 Cfr. “Manual del Procedimiento Administrativo para las Contralorías Municipales”; Poder 
Legislativo del Estado de México, Contraloría; México; 2013; p. 55. 
192
  Cfr. Real Academia Española, op.cit.; s.v. “remoción”. 
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servicios, dentro de la misma entidad federativa cuando esto sea posible, hasta que 
el conflicto sea resuelto en definitiva por el Tribunal”193. 
El numeral 158, fracción II, de la Ley de Seguridad del Estado de México  
previene que:  
“Remoción, por incurrir en responsabilidad en el desempeño de sus funciones 
o incumplimiento de sus deberes, de conformidad con las disposiciones 
relativas al régimen disciplinario”. 
 El procedimiento administrativo de separación se diferencia del procedimiento 
de remoción porque aquél se da por incumplimiento de cualquiera de los requisitos 
de permanencia, como la no aprobación de las estimaciones de control de confianza 
por parte de los integrantes de los cuerpos de seguridad pública, o por la promoción 
que establecen las leyes en materia de seguridad pública y este último mediante el 
régimen disciplinario por la responsabilidad administrativa al contravenir que su 
actuar debe regirse por los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, 
profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos reconocidos en el 
artículo 21 constitucional y 6º de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad 
Pública.  
 
E.  BAJA 
 
La palabra “baja” del verbo “bajar” significa: 1. Documento que acredita 
la baja laboral. 2) Cese de alguien en un cuerpo, profesión, carrera, etc.194. La baja 
para Rafael De Pina y Rafael De Pina Vara es: “Cese de una persona en una 
profesión, empleo o asociación”195. 
Una forma de concluir el servicio para un elemento de las instituciones 
policiales es la baja por la terminación de su nombramiento o la cesación de sus 
                                                          
193
 MARTÍNEZ MORALES, Rafael I.; “Diccionario… op.cit.; p. 16. 
194
 Real Academia Española, op.cit.; s.v. “baja”.   
195
 DE PINA, Rafael y Rafael De Pina Vara; op.cit.; p. 122. 
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efectos legales, como lo podemos apreciar en el Artículo 158, Fracción III de la Ley 
de Seguridad Pública, que dice: 
 “Baja, por:  
a. Renuncia; 
b. Muerte o incapacidad permanente; o 
c. Jubilación o retiro”. 
 
a.  Renuncia 
 
La “renuncia” es según Alfredo Sánchez Castañeda: “Documento en el que 
una persona manifiesta su decisión de dejar de trabajar para otra persona física o 
moral”196. También se puede entender por renuncia a: “Manifestación de la voluntad 
de un sujeto mediante la cual se desprende de un bien, derecho o cargo”197. Así pues 
a la renuncia se le puede considerar como: “…el acto unilateral de la voluntad del 
trabajador que extingue la relación laboral, sin responsabilidad de su parte, 
excepción hecha de cualquier compromiso económico contraído con anterioridad, 
pero que no implica la renuncia de derechos adquiridos con motivo de su trabajo”198. 
La renuncia después de todo también significa: “… acto unilateral del trabajador para 
dejar de prestar sus servicios cuando lo desee, sin responsabilidad de su parte –
siempre que no implique incumplimiento de obligaciones- y sin implicar una renuncia 
a sus derechos que le correspondan”199.  
La renuncia al trabajo también puede conceptualizarse como: “…facultad 
concedida al trabajador para dar por terminada voluntariamente la relación de 
trabajo, por convenir así a sus intereses particulares, sin responsabilidad de su parte, 
excepción hecha de cualquier compromiso económico que hubiese contraído con 
                                                          
196
 SÁNCHEZ CASTAÑEDA, Alfredo; op.cit.; p. 138. 
197
 DE PINA, Rafael y Rafael De Pina Vara; op.cit.; p. 440.  
198
 “Manual del Justiciable: Materia Laboral"; op. cit.; p. 36 y 37. 
199
 SÁNCHEZ CASTAÑEDA, Alfredo; op.cit.; p. 138. 
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anterioridad, y sin perjuicio de los derechos y prestaciones que le corresponde por 
disposición legal”. 
 
b.  Finiquito 
 
El vocablo “finiquito” viene del verbo “finiquitar” que significa: “1. Terminar, 
saldar una cuenta. 2. Acabar, concluir, rematar”200. El finiquito por otro lado es: 
“Certificado o recibo que se extiende para hacer constar que se ha ajustado una 
cuenta y satisfecho el saldo desfavorable por el deudor y que se entrega a éste”201. 
El finiquito corresponde al pago de las prestaciones convenidas y estipuladas 
por la Ley Federal del Trabajo y se otorga al presentarse una renuncia voluntaria por 
parte del trabajador ante su patrón o empleador. En forma muy coloquial es una 
compensación para el trabajador no importando el tiempo que prestó el servicio. 
 
F.  CESE 
 
El “cese” es imperativo del verbo “cesar” que significa: “…acabarse una cosa o 
suspenderse; dejar de desempeñar algún cargo o empleo; suspender a uno de su 
cargo o empleo”202. El cese puede ser considerado como: “Destitución de un servidor 
público en virtud de haber incurrido en responsabilidad conforme las causales que la 
ley prevea”203. 
Carlos Reynoso Castillo expresa que el cese también es visto como la ruptura 
de la relación laboral, término que revoca los efectos que en un acto el Estado había 
otorgado, no obstante aparece como la figura jurídica equivalente al despido; como la 
ruptura del vínculo laboral, tiene los requisitos como serían las denominadas justas 
                                                          
200
 Real Academia Española, op.cit.; s.v. “finiquitar”. 
201
 DE PINA, Rafael y Rafael De Pina Vara; op.cit.; p. 292.  
202
 PALOMAR DE MIGUEL, Juan; “Diccionario para Juristas”, Tomo I, A-I; Porrúa, México; 2003; p. 283. 
203
 MARTÍNEZ MORALES, Rafael I.; “Diccionario… op.cit.; p. 44. 
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causas que son aquellas en las que el servidor puede tomar la iniciativa, tal es el 
caso de la renuncia, aquellas ajenas a la voluntad de la partes como la muerte del 
trabajador o aquéllas causadas por el mismo trabajador como las faltas injustificadas 
a sus labores, otro tipo de conductas, tales como la falta de probidad, la comisión de 
actos inmorales y la desobediencia; luego entonces manifiesta que la jurisprudencia 
ha dejado claro que si bien es cierto el acto por medio del cual se pronuncia un cese 
de un trabajador emana de una autoridad, tal acto lo hace en tanto que patrón no en 
tanto que autoridad de la cual eventualmente está investido de “acto de autoridad”204. 
 
G.  LA REINSTALACIÓN 
 
La reinstalación es para Alfredo Sánchez Castañeda la: “Reintegración de un 
trabajador a su puesto de trabajo, lo que implica el restablecimiento de sus derechos 
laborales, después de una licencia, incapacidad por riesgo de trabajo –siempre que 
el trabajador no hubiere recibido una indemnización por incapacidad permanente o 
total- o despido injustificado”205. Mario de la Cueva dice que debemos entender por 
reinstalación a: “…la restauración del trabajador en los derechos que le 
corresponden en la empresa, derivados de la relación jurídica creada por la 
prestación de su trabajo”206. La restauración del trabajador en sus derechos incluye 
el disfrute de aquellos que logró adquirir con anterioridad a su despido, así como los 
que debió haber adquirido mediante la presentación de los servicios, durante el 
periodo que duró la suspensión207. 
 En el caso de los elementos de las instituciones policiales no podrán ser 
incorporados a sus puestos de trabajo aún fuera por despido injustificado de la 
Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios, al ser separados de sus 
cargos por el no cumplimiento o no aprobación de las evaluaciones de control de 
                                                          
204
 Cfr. REYNOSO CASTILLO, Carlos; op.cit.; pp. 106 y 107  
205
 SÁNCHEZ CASTAÑEDA, Alfredo; op. cit.; p. 137.   
206
 DE LA CUEVA, Mario; “El Nuevo Derecho del Trabajo”; Porrúa; México; 2009; p. 258.  
207
 Cfr. LASTRA LASTRA, José Manuel (Coord.); op.cit.; p. 229.   
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confianza, ajustándose a lo que determina el Artículo 123 Apartado B), Párrafo 
Segundo, Renglón Cinco al Nueve de la Ley Suprema:  
“Si la autoridad jurisdiccional resolviere que la separación, remoción, baja, 
cese o cualquier otra forma de terminación del servicio fue injustificada, el 
Estado sólo estará obligado a pagar la indemnización y demás prestaciones a 
que tenga derecho, sin que en ningún caso proceda su reincorporación al 
servicio, cualquiera que sea el resultado del juicio o medio de defensa que se 
hubiere promovido”.  
 
H.  ALGUNA OTRA FORMA DE TERMINACIÓN DEL SERVICIO 
 
La terminación de las relaciones de trabajo: “…es la disolución de la relación 
laboral producida por cualquier causa distinta a la rescisión, desapareciendo la 
obligación de prestar el servicio personal subordinado y el apego del salario y demás 
obligaciones”208. José Dávalos concibe a la rescisión como: “…la disolución de las 
relaciones de trabajo, decretada por uno de sus sujetos, cuando el otro incumple 
gravemente sus obligaciones. […] La terminación es la disolución de las relaciones 
de trabajo, por mutuo consentimiento o como consecuencia de la interferencia de un 
hecho, independiente de la voluntad de los trabajadores o de los patrones, que hace 
imposible su continuación”209. 
José Dávalos expresa en su obra “Derecho Individual del Trabajo" que: 
“El retiro es la rescisión de la relación laboral que hace el trabajador en virtud de una falta 
grave realizada por el patrón en la relación laboral. […] El acto de retiro no está revestido de 
ninguna formalidad, pues no lo exige la ley, pero para prever que el patrón argumente ante los 
tribunales que no fue un retiro, sino un despido, el trabajador debe dar aviso por escrito al 
patrón y obtener del mismo un acuse de recibo que sirva de prueba fehaciente del retiro"
210
. 
                                                          
208
 DE LA LUZ FÉLIX TAPIA, Ricardo; op.cit.; p. 79  
209
 DÁVALOS, José; op.cit.; p. 169.  
210
 Ibídem.; p. 162 y 167. 
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El Artículo 89 de la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos del Estado y 
Municipios establece al respecto de la terminación laboral: 
“Son causas de terminación de la relación laboral sin responsabilidad para las instituciones 
públicas: 
I. La renuncia del servidor público;  
II. El mutuo consentimiento de las partes; 
III. El vencimiento del término o conclusión de la obra determinantes de la 
contratación; 
IV. La muerte del servidor público; y 
V. La incapacidad permanente del servidor público que le impida el desempeño de 
sus labores”. 
 
I.  INDEMNIZACIÓN CONSTITUCIONAL 
 
El jurista especializado en Derecho Laboral Mario de la Cueva infiere sobre  
“la indemnización” al decir que: está “…compuesta de dos partidas: tres meses de 
salario fijo y una cantidad variable según la forma de duración de la relación y su 
antigüedad en el trabajo”211. Ricardo de la Luz Félix Tapia exclama que: “…la 
indemnización radica en la obligación del patrón de conocer un pago compensatorio 
al trabajador como reparación económica por la terminación de la relación de trabajo 
por causas ajenas a éste último”212.  
El Diccionario de Derecho del Trabajo expresa que: 
 “El fundamento de toda indemnización laboral surgió cuando tuvo lugar el despido sin 
justificación. […] La indemnización laboral podría definírsele como: “la obligación patronal de 
otorgar un pago extraordinario al trabajador, en algunos casos, o a sus familiares en otros, en 
calidad de reparación económica por un daño sufrido, ya sea en su persona o en su actividad. 
[…] Mario de la Cueva: […]la indemnización es sólo una forma de resarcir al trabajador 
cuando por causas ajenas a él se ve obligado a desempeñar su actividad ordinaria”
213
.  
                                                          
211
 DE LA CUEVA, Mario; op.cit.; p. 262.   
212
 DE LA LUZ FÉLIX TAPIA, Ricardo; op. cit.; p. 81.  
213
 LASTRA LASTRA, José Manuel (Coord.); op.cit; pp. 135 y 137.  
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La indemnización, por su parte, además de incluir los tres meses de 
retribución, podrá referirse también al pago de los salarios caídos desde la fecha de 
su separación hasta el cumplimiento del aludo correspondiente214. 
La Ley Federal del Trabajo en su Precepto 50 establece que la indemnización 
se puede dar de la siguiente forma: 
“I. Si la relación de trabajo fuere por tiempo determinado menor de un año, en una cantidad 
igual al importe de los salarios de la mitad del tiempo de servicios prestados; si excediera de 
un año, en una cantidad igual al importe de los salarios de seis meses por el primer año y de 
veinte días por cada uno de los años siguientes en que hubiese prestado sus servicios; 
II. Si la relación de trabajo fuere por tiempo indeterminado, la indemnización consistirá en 
veinte días de salario por cada uno de los años de servicios prestados; y  
III. Además de las indemnizaciones a que se refieren las fracciones anteriores, en el importe 
de tres meses de salario y el pago de los salarios vencidos e intereses, en su caso, en los 
términos previstos en el Artículo 48 de esta Ley”. 
El Estado no está obligado a reintegrar al elemento de las instituciones de 
seguridad pública por exclusión a que pueda acogerse a la reinstalación conforme al 
Artículo 123 Apartado B), Párrafo Segundo, y el Precepto 105 de la Ley de Seguridad 
del Estado de México y demás disposiciones de seguridad pública relativas y 
aplicables;  únicamente el Estado tiene impuesto indemnizar y respetar sus demás 
prestaciones de derecho de los integrantes de las organizaciones policiales.   
 
2.6  PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 
 
A.  ACTO ADMINISTRATIVO 
 
La “administración pública” es concebida por Juan Ramírez Marín como una 
organización que forma parte de la actividad del Estado, específicamente del 
Gobierno, expresa que: “…se caracteriza por un conjunto de órganos centralizados, 
                                                          
214
 Cfr. “Manual del Justiciable: Materia Laboral"; op. cit.; pp. 39 y 40. 
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desconcentrados por excepción, descentralizados, que tienen a su cargo atender, 
legalmente, las necesidades públicas, organizadas en servicios administrativos 
generales o en la forma de servicios públicos”. Asimismo enuncia que los sujetos en 
la administración pública pueden ser de dos tipos: “1. Activo, que en primer lugar es 
el Estado y debajo de él, la Administración Pública 2. Pasivo, son aquellas personas, 
físicas o morales, destinatarias de la actividad del Estado” 215. 
Arturo García Torres exterioriza que la actividad del Estado es: “…el conjunto 
de actos materiales y jurídicos, operaciones y tareas que realiza en virtud de las 
atribuciones que la legislación positiva le otorga. […] Estas atribuciones se realizan 
por el Estado a través de las funciones públicas: legislativas, jurisdiccionales y 
administrativas”216. 
Luego es que Luis Humberto Delgadillo Gutiérrez define que el “acto 
administrativo” es: ”…una declaración unilateral de voluntad, conocimiento o juicio, 
de un órgano administrativo, realizada de la función administrativa, que produce 
efectos jurídicos concretos en forma directa”217. Por lo tanto hay que hacer notar 
entonces que el acto administrativo, conforme al “Manual del Justiciable: Materia 
Administrativa”, es: “…la manifestación unilateral de la voluntad de un órgano 
administrativo competente, encaminado a crear, reconocer, modificar, transmitir, 
declarar o extinguir derechos u obligaciones”218. 
Para la Legislación Adjetiva en Materia Administrativa, sírvase ver el Artículo 
1° Fracción I), define al acto administrativo, como:  
“…la declaración unilateral de voluntad, externa y de carácter individual, 
emanada de las autoridades de las dependencias del Poder Ejecutivo del 
Estado, de los municipios y de los organismos descentralizados de carácter 
estatal y municipal, que tiene por objeto crear, transmitir, modificar o extinguir 
una situación jurídica concreta”.  
                                                          
215
  RAMÍREZ MARÍN, Juan; “¿Derecho  para qué...; op.cit.; p. 260. 
216
 GARCÍA TORRES, Arturo; op.cit.; p. 1.  
217
 DELGADILLO GUTIÉRREZ, Luis Humberto; ““Elementos de Derecho Administrativo, Primer Curso…; 
op.cit.; pp. 224 y 225.  
218
 “Manual del Justiciable: Materia Administrativa"; op.cit.; p. 21. 
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En este orden de ideas Gonzalo Armieta Hernández en su obra “Tratado 
Práctico de los Recursos Administrativos” indica que el acto administrativo desde el 
punto de vista formal es aquél que emana del órgano administrativo, y en el aspecto 
material es todo aquél que tiene un contenido administrativo. Así pues dice que el 
acto administrativo necesariamente debe provenir de un órgano del poder Ejecutivo y 
tener un contenido administrativo, ya sea que se refiera a derechos, a deberes e 
intereses de la autoridad o de los particulares. Por otra parte expresa que la 
autoridad al emitir un acto administrativo no está resolviendo un conflicto de intereses 
y que en éste caso el ejercicio de su función se limita a aplicar la ley para cumplir con 
aquellas atribuciones tendientes a satisfacer las necesidades colectivas. Ahora bien 
manifiesta que independientemente de la autoridad que emita el acto, resulta 
importante destacar que una ley de ninguna manera se puede confundir con acto 
administrativo, ya que el acto legislativo  tiene como característica esencial el de ser 
general y abstracto, en cambio, el acto administrativo es particular y concreto219.   
F. Carlos Quintana Roldán explica que el acto administrativo cuenta con un 
conjunto de elementos integrativos que son: “Sujeto, manifestación expresa de 
voluntad, objeto y forma”220 y no obstante se aumentaría que deba estar motivado y 
fundado así como deba tener una finalidad de interés público221. Además Gonzalo 
Armieta Hernández indica que normalmente el acto administrativo surte sus efectos 
desde el momento de su expedición y que dicha cualidad del acto administrativo es 
muy importante, pues para que sea exigible su observancia no necesita ninguna 
clase de formalidad adicional a su emisión, en atención al principio de presunción de 
validez; no obstante distingue que: “El principio general es que los actos 
administrativos surten efectos o rigen desde que adquieren carácter de actos 
perfectos, o sea, desde que son simultáneamente válidos y eficaces. Vale decir, tales 
actos rigen desde que existen jurídicamente“222.  
                                                          
219
 Cfr. ARMIETA HERNÁNDEZ, Gonzalo; “Tratado Práctico de los Recurso Administrativos”; Porrúa 
México; 2012; pp. 5 y 6.  
220
 QUINTANA ROLDÁN, Carlos F.; “Derecho Municipal”; Porrúa; México; 2011; p. 299. 
221
 Cfr. “Manual del Justiciable: Materia Administrativa"; op.cit.; pp. 22 y 23.  
222
 ARMIETA HERNÁNDEZ, Gonzalo; op.cit.; p. 17. 
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Como se manifiesta en renglones anteriores al acto administrativo se deduce 
que son ejemplos entonces de él aquellos emitidos, en uso de sus facultades, por el 
Centro de Control de Confianza del Estado de México en las constancias sobre las 
estimaciones emitidas a favor o en contra a los elementos de seguridad pública y 
asimismo los pronunciados por la Comisión de Honor y Justicia competente en su 
resoluciones en los procedimientos de separación correspondientes a los elementos 
de las instituciones policiales, esto regulado por las disposiciones legales aplicables 
a la seguridad pública. 
B.  DIFERENCIA ENTRE PROCESO Y PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 
 
En el Derecho se han establecido diferencias conceptuales de trascendencia 
entre proceso y procedimiento; es por eso que Rafael I. Martínez Morales expresa su 
perspectiva al decir que: “Por proceso se entienden los actos realizados ante y por un 
órgano jurisdiccional para resolver una controversia entre partes calificadas; en tanto, 
como procedimiento se señala la serie de pasos, gestiones o medidas tendentes a 
producir o ejecutar un acto jurídico”223. 
El “proceso” para Alfredo Sánchez Castañeda es visto como: “Conjunto de los 
actos regulados por la ley con los cuales busca, se desarrolla y se obtiene la 
aplicación del derecho en el caso que se trate”224. Y para Agustín Gordillo el proceso 
posee una característica fundamental: “…ser una secuencia de actos que tienen por 
fin decidir una controversia entre partes (litigio), por parte de una autoridad imparcial 
e independiente (juez) con fuerza de verdad legal (autoridad de cosa juzgada)”225. 
Jean Claude Tron Petit y Gabriel Ortiz Reyes expresan referente al proceso que es: 
“…un conjunto de procedimientos, entendiéndose éstos, como conjunto de formas o 
maneras de actuar, y comprende nexos entre sus sujetos que se establecen durante 
la substanciación del litigio”226. 
                                                          
223
 MARTÍNEZ MORALES, Rafael I.; “Derecho Administrativo…; op.cit.; p. 412. 
224 SÁNCHEZ CASTAÑEDA, Alfredo; op. cit.; p. 127. 
225
 MARTÍNEZ MORALES, Rafael I.; “Derecho Administrativo…; op.cit.;  p. 412. 
226
 TRON PETIT, Jean Claude y Gabriel Ortiz Reyes; “La Nulidad de los Actos Administrativos”, 2ª Ed.; 
México; 2007; p. 135 y 136.  
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José Ovalle Favela manifiesta que el proceso debe considerarse a la suma de 
actos por medio de los cuales se constituye, desarrolla y termina la relación jurídica, 
tiene como finalidad dar solución al litigio planteado por las partes, a través de la 
sentencia que debe dictar el juzgador  y que las partes, al igual que el juzgador, son 
los sujetos principales de la relación procesal así pues dice que las partes son los 
sujetos procesales cuyos intereses jurídicos se controvierten en el proceso. Ahora 
bien señala que el  proceso administrativo deba entenderse como: “…el medio a 
través del cual los particulares y eventualmente la propia administración pública 
pueden impugnar la legalidad o la validez de los actos de ésta última…”227. El 
“Manual del Procedimiento Administrativo para las Contralorías Municipales” 
manifiesta que el proceso administrativo es: “Conjunto de actos realizados conforme 
a determinadas normas, que tienen unidad entre sí y buscan la solución de un 
conflicto, la restauración de un derecho o resolver una controversia 
preestablecida”.228  
El Código de Procedimientos Administrativos del Estado de México en su 
Artículo 200 advierte que:  
“El proceso administrativo comprende al juicio contencioso administrativo, la 
acción popular ante las salas regionales del Tribunal, al recurso de revisión y 
otros trámites ante la sala superior del mismo”.   
Para el “Diccionario de Derecho Procesal” el “procedimiento” puede ser visto 
como: “…la concatenación o secuencia de los actos procesales, cada uno de los 
cuales es hecho posible por el precedente  y hace posible el sucesivo; más cada uno 
conserva la independencia de la propia causa”229. El respetable jurisconsulto 
Cipriano Gómez Lara manifiesta que el procedimiento se refiere a la forma de actuar 
                                                          
227 OVALLE FAVELA, José; “Teoría General del Proceso”; Oxford University Press; México; 
2005; pp. 76,  194 y 268.   
228
 “Manual del Justiciable: Materia Administrativa"; Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
Poder Judicial de la Nación; México; 2009; p. 16. 
229 Colegio de profesores de Derecho Procesal de la Facultad de Derecho de la UNAM; 
“Diccionario de Derecho Procesal”; Oxford University Press; México; 2000; p. 211. 
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y, en este sentido, hay muchos y variados procedimientos jurídicos; por ejemplo los 
procedimientos administrativos230.  
El procedimiento administrativo, según Gabino Fraga, se define como: “…el 
conjunto de formalidades y actos que, de manera directa o indirecta, determina los 
requisitos que preceden al acto administrativo, para que éste sea válido y cumpla un 
fin específico”231. El procedimiento administrativo también ha sido definido como: 
“…el conjunto de formalidades y actos que, de manera directa o indirecta, 
determinan los requisitos que preceden al acto administrativo, para que éste sea 
válido y cumpla un fin específico”232.  
En sentido figurativo Luis Humberto Delgadillo Gutiérrez establece que el 
procedimiento administrativo es: “…en rigor respecto de la voluntad administrativa, lo 
que el acueducto al agua, el conducto por el que transita –en nuestro caso- en 
términos de Derecho, la actuación administrativa. En el mismo sentido se manifiesta 
Gabino Fraga cuando dice: ese conjunto de formalidades y actos que preceden y 
preparan el acto administrativo es lo que constituye el procedimiento 
administrativo”233. 
Para una visión precisa del lugar que le corresponde al procedimiento 
administrativo frente al proceso judicial o al proceso administrativo véase la obra de 
Jean Claude Tron Petit y Gabriel Ortiz Reyes, “La Nulidad de los Actos 
Administrativos”, e identifíquese a Radón de Sanso Hildegard que sostiene que: “…el 
procedimiento administrativo es de naturaleza propiamente administrativa, vale decir 
no jurisdiccional, a diferencia del proceso administrativo. La denominación de 
“proceso” se reserva estrictamente para el proceso judicial, contencioso o 
voluntario”234. 
                                                          
230 Cfr. GÓMEZ LARA, Cipriano; “Teoría General del Proceso”, 10ª Edición; Oxford University 
Presss; México; 2004; p. 244.   
231 FRAGA, Gabino; “Derecho Administrativo”, 48ª Ed.; Porrúa; México; 2012; p. 255.  
232 “Manual del Justiciable: Materia Administrativa"; op.cit.; p. 27.   
233 DELGADILLO GUTIÉRREZ, Luis Humberto; “Elementos de Derecho Administrativo, Primer 
Curso…; op.cit.; p. 197. 
234 TRON PETIT, Jean Claude y Gabriel Ortiz Reyes; op.cit.; pp. 138 y 139. 
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El procedimiento administrativo es puesto por el “Manual del Procedimiento 
Administrativo para las Contralorías Municipales” de una manera que: “Se constituye 
por los términos y formalidades que debe observar la autoridad administrativa para 
resolver las reclamaciones que los particulares formulen; también se conceptualiza 
como el conjunto de formalidades y actos que preceden y preparan el acto 
administrativo”. 
El Código Adjetivo para la Administración en el Estado de México en su 
Artículo 1º, Fracción IX instaura que: 
“Procedimiento administrativo: Serie de trámites que realizan las 
dependencias y organismos descentralizados de la administración pública 
estatal o municipal, con la finalidad de producir y, en su caso, ejecutar un acto 
administrativo” 
Vale la pena mencionar lo que discierne Luis Humberto Delgadillo Gutiérrez al 
expresar que: “…que el proceso administrativo es aplicable a todas las ramas de la 
actividad, ya que significa “avanzar hacia un fin determinado a través de sucesivos 
momentos“, por lo que cualquier actividad compuesta de diferentes actos, con unidad 
en su propósitos, será un proceso […] En cambio, cuando nos referimos a la forma 
de realizar esos actos, estaremos hablando de procedimientos”235.  
La no aprobación por los elementos de las instituciones de seguridad pública 
de las evaluaciones de control de confianza, llevadas a cabo por el Centro de Control 
Estatal, lo que los hace acreedores a que se instaure en su contra el procedimiento 
administrativo de separación, siendo el superior inmediato del elemento policial que 
incumpla éste requisito de permanencia, conforme al Artículo 163 de la Ley de 
Seguridad del Estado de México, que integrará el expediente que sustente dicha 
irregularidad y lo remitirá a la brevedad a la Comisión de Honor y Justicia que 
resolverá, siendo de éste modo que el proceso administrativo procederá contra las 
                                                          
235 DELGADILLO GUTIÉRREZ, Luis Humberto; “Elementos de Derecho Administrativo, Primer 
Curso…; op.cit.; pp. 198 y 199.    
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resoluciones administrativas, que en éste tema no se abundará por su amplitud, pero 
que se nombrará por ser importante. 
 
C.  PRINCIPIOS DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 
 
Los principios jurídicos fundamentales del procedimiento administrativo 
consagrados en la Ley Adjetiva Administrativa del Estado Mexiquense en su Artículo 
3°, que son la base del ordenamiento, son esencialmente los de legalidad y de 
defensa o de debido proceso; sin dejar de tener en cuenta que los de seguridad 
jurídica, gratitud, celeridad, economía, sencillez, eficacia, eficiencia, publicidad, 
buena fe,  entre otros, también son muy importantes, baste, como muestra:  
 
I. Principio de Legalidad 
 
Es el consagrado en la Carta Magna en su Numeral 16 y el cual: “Debe estar 
previsto o permitido por la ley, dentro de la competencia del órgano”236; ya que la 
Administración Pública sólo puede hacer lo que le autorice los ordenamientos 
jurídicos y bien así todas las actuaciones que realicen el Centro de Control de 
Confianza Mexiquense y la Comisión de Honor y Justicia, respectiva, en el ejercicio 
de sus funciones, en contra de los elementos de las instituciones de seguridad 
pública deberá estar dentro de lo establecido por la Carta Magna y las leyes 
aplicables en materia de seguridad pública, para la cuestión  de las evaluaciones de 
control de confianza que nos ocupa. 
 
II. Principio de Defensa o de Debido Proceso 
 
El procedimiento administrativo debe desarrollarse con estricto y absoluto 
respeto a las garantías procesales en los términos señalados por los artículos 14, 16 
y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, particularmente los 
                                                          
236
 MARTÍNEZ MORALES, Rafael I.; “Derecho Administrativo…; op.cit.; p. 413.  
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principios de legalidad y audiencia que deberán darse a conocer a los servidores 
públicos presuntos responsables administrativamente hablando, lo cual originará se 
hagan acreedores a una sanción administrativa, y que habrá de regirse por: “ 
a) El derecho a ser escuchados, haciéndolos sabedores de las faltas o causales 
de responsabilidad administrativa que se les impute. 
b) El derecho de exponer o argumentar lo que a su interés convenga, ofreciendo 
y desahogando las pruebas respectivas. 
c) El derecho a alegar respecto de los actos o hechos imputados, pruebas de 
cargo existentes y aquellas de descargo realizadas. 
d) El derecho a ser notificado de la resolución fundada y motivada”
237
. 
El procedimiento administrativo que reúna el mínimo de garantías o derechos, 
nombradas con anterioridad, deberán ser considerados válidos de conformidad con 
los artículos 1.8 y 1.11 del Código Administrativo del Estado de México, que a su 
letra dicen: 
“Artículo 1.8.- Para tener validez, el acto administrativo deberá satisfacer lo siguiente:  
I. Ser expedido por autoridad competente y, en caso de que se trate de órgano 
colegiado, se deberá cumplir con las formalidades previstas al efecto en el 
ordenamiento que lo faculta para emitirlo;  
II. Ser expedido sin que medie error sobre el objeto, causa o fin del acto;  
III. Ser expedido sin que existan dolo ni violencia en su emisión;  
IV. Que su objeto sea posible de hecho, determinado o determinable y esté previsto 
en el ordenamiento que resulte aplicable;  
V. Cumplir con la finalidad de interés público señalada en el ordenamiento que resulte 
aplicable, sin que puedan perseguirse otros fines distintos;  
VI. Constar por escrito, indicar la autoridad de la que emane y contener la firma 
autógrafa del servidor público, salvo en aquellos casos que el ordenamiento aplicable 
autorice una forma distinta de emisión;  
                                                          
237
 “Manual del Procedimiento Administrativo para las Contralorías Municipales”; op.cit.; p. 17.  
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VII. Tratándose de un acto administrativo de molestia, estar fundado y motivado, 
señalando con precisión el o los preceptos legales aplicables, así como las 
circunstancias generales o especiales, razones particulares o causas inmediatas que 
se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, debiendo constar en el 
propio acto administrativo la adecuación entre los motivos aducidos y las normas 
aplicadas al caso concreto;  
VIII. Expedirse de conformidad con los principios, normas e instituciones jurídicas que 
establezcan las disposiciones aplicables;  
IX. Guardar congruencia en su contenido y, en su caso, con lo solicitado;  
X. Señalar el lugar y la fecha de su emisión, así como los datos relativos a la 
identificación precisa del expediente, documentos, nombre y domicilio de las personas 
de que se trate;  
XI. Tratándose de actos administrativos que deban notificarse, se hará mención 
expresa de la oficina en que se encuentra y puede ser consultado el expediente 
respectivo;  
XII. Tratándose de resoluciones desfavorables a los derechos e intereses legítimos de 
los particulares, deberá hacerse mención del derecho y plazo que tienen para 
promover el recurso administrativo de inconformidad o el juicio ante el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo; y 
XIII. Resolver expresamente todos los puntos propuestos por los interesados o 
previstos en las disposiciones aplicables. […]  
Artículo 1.11.- Serán causas de invalidez de los actos administrativos:  
I. No cumplir con lo dispuesto en alguna de las fracciones del artículo 1.8;  
II. Derivar de un procedimiento con vicios que afecten las defensas del particular y 
trasciendan al sentido de los actos; y 
III. Incurrir en arbitrariedad, desproporción, desigualdad, injusticia manifiesta, desvío 
de poder o cualquier otra causa similar a éstas”. 
El principio que integra al derecho de audiencia, contenido en el Artículo 14 
Constitucional y su desahogo de la garantía de audiencia consagrado en el Artículo 
129 del Código de Procedimientos Administrativos del Estado de México; 
“…comprende los derechos de ser oído, de ofrecer y desahogar pruebas, de obtener 
106 
 
una resolución fundada y de impugnar una resolución”238. El Código Adjetivo 
Administrativo para el Estado Mexiquense establece como puede iniciarse el 
procedimiento administrativo en sus Artículos 113 y 114 Párrafo Primero que dicen: 
“Artículo 113.- El procedimiento administrativo podrá iniciarse de oficio por las 
autoridades administrativas o a petición de los particulares interesados. […] 
Artículo 114 (Párrafo Primero).- El procedimiento se iniciará de oficio por 
acuerdo escrito de autoridad administrativa competente, en los casos que 
señalen las disposiciones legales aplicables”. 
Para lo que la Ley de Seguridad del Estado de México determina, en su 
artículo 163, que: 
“El superior inmediato del elemento policial que incumpla con alguno de los 
requisitos de permanencia, las obligaciones establecidas en la Ley General, 
esta Ley y los ordenamientos jurídicos internos que rigen su actuar o con el 
régimen disciplinario establecido en esta Ley, integrará el expediente que 
sustente dicha irregularidad y lo remitirá a la brevedad a la Comisión de Honor 
y Justicia”. 
Por lo cual se instaurará el procedimiento de separación a los elementos de 
las organizaciones policiales que no hayan aprobado los mecanismos de control de 
confianza, los cuales están obligados por ley a pasar, constancias emitidas por el 
personal autorizado del Centro de Control de Confianza del Estado de México, y que 
deberán regirse por los principios de legalidad, ajustado a los ordenamientos legales 
respecto a la seguridad pública que lo determinen, y de audiencia, para que los actos 
administrativos emitidos por la Comisión de Honor y Justicia sean válidos, siendo 
entonces que la disyuntiva sería el por qué no son informados de manera personal o 
hacen de su conocimiento en el procedimiento administrativo de los resultados a los 
valorados del sistema de control de confianza un derecho que debería tener todo 
elemento policial. 
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 DELGADILLO GUTIÉRREZ, Luis Humberto; ““Elementos de Derecho Administrativo, Primer Curso…; 
op.cit.; p. 204.   
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III. Estado de Indefensión 
 
La “indefensión” para Rafael De Pina y Rafael De Pina Vara es: “Falta de 
defensa. Situación de la parte a la que se niegan medios de actuación procesal”239.  
La indefensión es para el “Diccionario Espasa Jurídico”: “Situación en la que 
queda una parte del proceso cuando se le impide el ejercicio de un derecho de 
naturaleza procesal, anulado o restringido, total o parcialmente, sus oportunidades 
de defensa. La indefensión puede dar lugar a la nulidad de lo actuado y es motivo 
para recurrir a las resoluciones judiciales”240. 
   Los elementos de la seguridad pública se ven entonces limitados en el uso de 
los medios de defensa para controvertir el sentido de las constancias de las 
evaluaciones de control de confianza, en este caso aún interpusieran el recurso de 
inconformidad estipulado por el Código de Procedimientos Administrativos del Estado 
de México en su Artículo 186 y demás relativos y aplicables, o del Juicio Contencioso 
Administrativo o cualquier otro medio no importando cual fuera el resultado y la ley 
en materia de seguridad pública no es clara o no precisa que se deba informar de 
manera personal al valorado, dejándolo en total estado de indefensión y debido 
proceso actuando el Estado de manera arbitraria hacia su gobernado. 
 
D.  NOTIFICACIÓN 
 
La “notificación”, para Rafael I. Martínez Morales, es considerada una etapa 
del procedimiento administrativo en la que: “…se da a conocer al gobernado un acto 
que lo afecta en lo individual”241 y de la misma forma manifiesta que le permite al 
particular: “…enterarse del contenido del acto y, en su caso, empezar el cómputo de 
                                                          
239
 DE PINA, Rafael y Rafael De Pina Vara; op.cit.; p. 317.  
240
 “Diccionario Espasa Jurídico”; Ed. ESPASA; Madrid, España; 2001; p. 821. 
241
 Cfr. MARTÍNEZ MORALES, Rafael I.; “Derecho Administrativo…; op.cit.; p. 414. 
108 
 
los términos para impugnar mediante el recurso administrativo, el contencioso 
administrativo o el amparo, según proceda”242. 
Cualquier acto administrativo, tanto la notificación de garantía de audiencia por 
interposición del procedimiento de separación como del resultado de las constancias 
de las estimaciones a las que fueron sometidos los elementos de las instituciones de 
seguridad pública, debe hacerse indubitablemente del conocimiento del interesado 
conforme a las formalidades de la Ley de Seguridad del Estado de México, en lo que 
respecta al tema que nos compete se deba hacer  valer la garantía de audiencia al 
verificarse el acto de molestia en su Numeral 168, y de manera supletoria informarlo 
como lo establecen los artículos 25, 26, 27, 28, y 31 del Código de Procedimientos 
Administrativos del Estado de México para ser comunicado personalmente del 
citatorio a garantía de audiencia, que deberá contener:  
“Artículo 168.- En el citatorio de garantía de audiencia se expresará:  
I. El nombre de la persona a la que se dirige;   
II.    El lugar, fecha y hora en la que tendrá verificativo la audiencia;  
III.   El objeto o alcance de la diligencia;  
IV.   Las disposiciones legales en que se sustente;  
V. El derecho del interesado a aportar pruebas y alegar en la audiencia por sí o por 
medio  de defensor;  
VI. Que podrá comparecer por sí o apoderado legal; y  
VII. El nombre, cargo y firma autógrafa de las autoridades que lo emiten”. 
 
E. TERMINACIÓN DEL PROCEDIMIENTO 
 
Los actos que ponen fin al procedimiento por parte de la Administración 
Púbica imputables a los elementos policiacos son de acuerdo con lo que establece la 
Ley de Seguridad del Estado de México, en su Numeral 175, que expresa:  
                 “I. Convenio; y 





     II.   Resolución expresa del mismo”. 
 Y la misma Ley del Estado Mexiquense expresa que la resolución que pone fin 
al procedimiento conforme a lo señalado en el Artículo 177 dice:  
                    “I. Nombre del servidor público;  
II. La determinación que podrá ser de: remoción, baja, cese, sobreseimiento o resolución 
sin sanción;  
III. Los fundamentos y motivos que la sustenten; y  
IV. El nombre, cargo y firma de los integrantes de la Comisión de Honor y Justicia”. 
 
F. RECURSO ADMINISTRATIVO 
 
En su obra Alfredo Sánchez Castañeda manifiesta que la palabra “recurso” 
proviene del: “…latín “recursos”. Cada uno de los medios judiciales con los que se 
impugnan decisiones administrativas o judiciales”243. Gramaticalmente el vocablo 
recurso tiene entre otras connotaciones como lo concibe la Real Academia Española 
de la Lengua al decir que: “…acción que concede la ley al interesado en un juicio o 
en otro procedimiento para reclamar contra las resoluciones, ora ante la autoridad 
que las dictó, ora ante alguna otra”244. El recurso, según el “Manual del Justiciable: 
Materia Laboral”, se puede ver como: “Acción que la ley concede al interesado en un 
juicio o procedimiento, a fin de poder reclamar ante autoridad emitente, o ante alguna 
otra, el contenido de las resoluciones”245. 
Sobre el tema Jorge Héctor Escola manifiesta que los recursos administrativos 
son: “…una actividad de control administrativo correctivo, de tipo jurisdiccional, que 
se promueve a instancia de parte interesada contra un acto administrativo, con el 
objeto de mantener la jurídica de la actividad de la administración, concurrente, al 
mismo tiempo, a garantizar los derechos e intereses de los administrados”246. Es así 
que el recurso administrativo, según Jesús Rogelio Alcántara Méndez, constituye: 
                                                          
243 SÁNCHEZ CASTAÑEDA, Alfredo; op.cit.; p.135. 
244
 Real Academia Española, op.cit.; s.v. “recurso” y “recurrir”. 
245
 “Manual del Justiciable: Materia Laboral"; op.cit.; p. 64. 
246
 TRON PETIT, Jean Claude y Gabriel Ortiz Reyes; op.cit.; pp. 369 y 370.  
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“…la instancia de revisión ante la autoridad emisora de un acto impugnado que 
cause perjuicio a un particular. El recurso se interpone y es resuelto por una 
autoridad de carácter administrativo, y la resolución es un acto formalmente 
ejecutivo”247. 
Tenemos entonces que para Emilio Margáin Manautou el recurso 
administrativo es considerado como: “…todo medio de defensa al alcance de los 
particulares para impugnar, ante la administración pública, los actos y resoluciones 
por ella dictados en perjuicio de los propios particulares, por violación al 
ordenamiento aplicado o falta de aplicación de la disposición debida”248. Además en 
materia administrativa, como se aprecia en la obra “Manual del Justiciable: Materia 
Administrativa”, manifiesta que:  
“…se trata de un medio de defensa que dispone el particular afectado en sus derechos por un 
acto de autoridad administrativa, para que la misma autoridad o el superior jerárquico de éste 
revise el acto, a fin de que lo revoque, lo modifique o lo anule, en caso de que se demuestre la 
ilegalidad. […] Cuando el justiciable se considere afectado por actos y resoluciones de las 
autoridades administrativas que estime ilegales y que pongan fin al procedimiento 
administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente. Podrá interponer el recurso 
administrativo dispuesto para regularizar el acto administrativo”
249
. 
En el Estado de México cuenta con un recurso administrativo denominado de 
Inconformidad, en apego a lo dispuesto por el Artículo 186 del Código de 
Procedimientos Administrativos de la entidad, y dice:  
“Contra los actos y resoluciones de las autoridades administrativas y fiscales, los particulares 
afectados tendrán la opción de interponer el recurso administrativo de inconformidad ante la 
propia autoridad o el juicio ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. Cuando se esté 
haciendo uso del recurso de inconformidad, previo desistimiento del mismo, el interesado 
podrá promover el juicio ante el propio Tribunal. La resolución que se dicte en el recurso de 
inconformidad también puede impugnarse ante el Tribunal. Para los efectos del párrafo 
anterior, tienen el carácter de particulares las personas afectadas en sus intereses jurídicos o 
legítimos por los actos y resoluciones reclamados, incluyendo a los servidores públicos que se 
                                                          
247
 ALCÁNTARA MÉNDEZ, Jesús Rogelio (Coord.); “Derecho Administrativo”; Oxford University Press; 
México; 2010; p. 2. 
248
 MARGÁIN MANAUTOU, Emilio; “El Recurso Administrativo en México”, 7ª. Ed.; Porrúa;  2004; p. 18. 
249
 Cfr. “Manual del Justiciable: Materia Administrativa"; op.cit.; pp. 40 y 41.   
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les atribuya alguna causal de responsabilidad administrativa y los integrantes de los cuerpos 
de seguridad pública”. 
Los servidores públicos en éste asunto compete a los elementos de las 
instituciones de seguridad pública que se vean afectados en sus derechos e 
intereses por los actos administrativos que determinen la aprobación o 
desaprobación de las estimaciones de control de confianza así como las 
resoluciones en el que se les atribuya alguna causal de responsabilidad 
administrativa en términos de las leyes aplicables, como lo es el procedimiento de 
separación; en éste último puede interponer el recurso administrativo de 
inconformidad en contra de las resoluciones que se emitan y lo podrá realizar ante la 
autoridad que emitió la resolución o mediante el juicio ante el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo, en los términos del Código de Procedimientos 
Administrativos del Estado de México, en base a lo dispuesto por los artículos 180, y 
demás relativos y aplicables, de la Ley de Seguridad del Estado de México, que a su 
letra dice:  
“Las resoluciones sancionadoras podrán ser impugnadas mediante el Recurso 
Administrativo de Inconformidad, ante el Titular de la Institución Policial 
correspondiente o a través del juicio ante el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo del Estado de México, dentro de los quince días posteriores al 
en que surta efectos la notificación de la resolución”.   
 
I. Nulidad, Revocación o Modificación 
 
La perspectiva de los recursos, a palabras del loable jurista José Ovalle 
Favela, son que: “...por medio de los actos de impugnación, las partes combaten la 
validez o la legalidad de los actos u omisiones del órgano jurisdiccional, con la 
finalidad de que se determine la nulidad, revocación o modificación de los actos 
impugnados o se ordene la realización de los actos omitidos”250. Los medios de 
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 OVALLE FAVELA, José; op. cit.; p. 294.  
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impugnación son los procedimientos, uno en materia administrativa el de 
inconformidad en el Estado Mexiquense, a través de los cuales se controvierten los 
actos o las omisiones y se solicite una resolución que anule, revoque o modifique el 
acto impugnado o que ordene subsanar la omisión. Los medios de impugnación en 
algunas ocasiones son los procedimientos que regulan se desarrolle dentro de la 
misma jurisdicción o competencia en la que se emitió el acto impugnado o en el que 
se incurrió la omisión, tal es el caso del recurso de inconformidad, en un 
procedimiento de separación a uno de los elementos policiales. Estos procedimientos 
se inician con la interposición del medio de impugnación y se desenvuelven a través 
de diversos actos y terminan con la resolución que sobre el acto o la omisión 
combatida dicte la autoridad administrativa u órgano jurisdiccional que conozca de la 
impugnación. 
 
a.  La Nulidad 
 
La palabra “nulidad” según la Real Academia Española de la Lengua significa: 
cualidad de “nulo”, el cual proviene del latín “nullus” y que como adjetivo calificativo 
expresa, entre otras, que es lo falto de valor y fuerza para tener efecto, por ser 
contrario a las leyes, o por carecer de las solemnidades que se requieren en la 
sustancia o en modo251. Para Rafael de Pina y Rafael de Pina Vara la nulidad es 
concebida como: “Ineficiencia de un acto jurídico como consecuencia de la ilicitud de 
su objeto o de su fin, de la carencia de los requisitos esenciales exigidos para su 
realización o de la concurrencia de algún vicio de la voluntad en el momento de su 
celebración”252. 
El “Manual del Justiciable: Materia Administrativa”, de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, establece, para este apartado, que: 
                                                          
251
 Cfr. Real Academia Española; s.v. “nulidad” y “nulo”.   
252
 DE PINA, Rafael y Rafael De Pina Vara; “Diccionario de Derecho”; Porrúa; México; 2005;                 
s.v. “nulidad”.  
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“La nulidad de un acto administrativo es el efecto jurídico que produce la omisión o 
irregularidad en los elementos y requisitos de validez del acto, que exige en la ley 
administrativa de la materia de que se trate, según sea el caso. 
La nulidad del acto se debe declarar por el superior jerárquico de la autoridad administrativa 
que lo haya emitido; el acto declarado jurídicamente nulo es inválido y no se presume legítimo 
ni ejecutable; su declaración producirá efectos retroactivos y será subsanable, sin perjuicio de 
que pueda expedirse en un nuevo acto. Los particulares no tendrán obligación de cumplirlo y 
los servidores públicos deberán  hacer constar su oposición a ejecutar el acto, porque deben 
fundar y motivar su negativa”
253
. 
En particular José Ovalle Favela distingue, como algunos otros autores, que 
hay dos tipos actos para la nulidad que son: “La nulidad absoluta tiene el carácter de 
acto jurídico, no puede ser convalidada, pero si necesita ser invalidada […] La 
nulidad relativa que el acto jurídico relativamente nulo admite ser invalidado y puede 
ser convalidado”254. Igualmente lo distinguen Rafael de Pina y Rafael de Pina Vara al 
decir que la nulidad puede ser: “…absoluta (insubsanable) o relativa 
(subsanable)”255.  
 
b. La Revocación 
 
La “revocación” del latín revocatío es la acción y efecto de “revocar” y entre 
otras formas de observarse por la Real Academia Española de la Lengua está que es 
anulación, sustitución o enmienda de orden o fallo por autoridad distinta de la que 
había resuelto o bien que es el acto jurídico que deja sin efecto otro anterior por la 
voluntad del otorgante256. En el Diccionario de Derecho de Rafael de Pina y Rafael 
de Pina Vara s muestra que la revocación es: “Acto jurídico en virtud del cual una 
                                                          
253
 “Manual del Justiciable: Materia Administrativa"; op.cit.; p. 38. 
254
 OVALLE FAVELA, José; op. cit.; pp. 305 y 306.   
255
 DE PINA, Rafael y Rafael De Pina Vara; op.cit.; s.v. “nulidad”. 
256
 Cfr. Real Academia Española; s.v. “revocación”.   
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persona se retracta del que ha otorgado en favor de otra, dejándolo sin efecto, 
siendo posible únicamente en los de carácter unilateral…”257. 
La revocación para ya el multicitado “Manual del Justiciable: Materia 
Administrativa” es considerada como: “…una de las formas de terminación o 
extinción de los actos administrativos. Es un acto unilateral de la autoridad que deja 
sin efectos, total o parcialmente, un acto valido y eficaz, por motivos de interés 
público”258.  
 
c. La Modificación 
 
La palabra “modificación” según la Real Academia Española es la acción y 
efecto de modificar; que a su vez proviene del latín “modificáre”, que significa: 
Limitar, determinar o restringir las cosas a un cierto estado o calidad en quien se 
singularicen y distingan unas de otras; reducir las cosas a los términos justos, 
templando el exceso o exorbitancia o transformar o cambiar una cosa mudando 
alguno de sus accidentes259. 
 
2.7  CONCEPTUALIZACIÓN DE LA POLICÍA Y CLASIFICACIÓN 
 
Etimológicamente el vocablo “Policía proviene del latín “politia” y del griego 
“politiké”, entendido como tales el buen orden y la guarda en las ciudades y 
repúblicas, mediante el cumplimiento de las leyes y los reglamentos dictados para el 
mejor gobierno”260. El término policía es definido, por la Real Academia Española de 
la Lengua, de diferentes maneras una de ellas es: “1. Cuerpo encargado de velar por 
el mantenimiento del orden público y la seguridad de los ciudadanos, a las órdenes 
de las autoridades políticas; 2. Buen orden que se observa y guarda en las ciudades 
                                                          
257
 DE PINA, Rafael y Rafael De Pina Vara; op.cit.; s.v. “revocación”. 
258
 “Manual del Justiciable: Materia Administrativa"; op.cit.; p. 38.  
259
 Cfr. Real Academia Española; s.v. “modificación” y “modificar”.  
260
 MARTÍNEZ MORALES, Rafael I.; “Derecho Administrativo…; op.cit.;  p. 120. 
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y repúblicas, cumpliéndose  las leyes u ordenanzas establecidos para su mejor 
gobierno; […] 5. Cada uno de los miembros del cuerpo encargado de velar por el 
mantenimiento del orden público”261. 
Ahora bien aceptar como absoluta una definición de policía sería un error, 
pues el concepto ha evolucionado; la noción de policía no ha terminado su 
perfeccionamiento; es por eso que la policía para Andrés Serra Rojas refiere que: 
“…está constituida por un conjunto de facultades que tiene el poder público, para 
vigilar y limitar la acción de los particulares, los cuales dentro del concepto moderno 
de Estado, deben regular su actividad con los deberes y obligaciones que les impone 
la ley y se funda en una finalidad de utilidad pública”262. 
Siendo así Marcelo Caetano define a la policía con la idea de que es: “…la 
intervención administrativa de la autoridad pública en el ejercicio de las actividades 
individuales susceptibles de hacer peligrar intereses generales, teniendo por objeto 
evitar que se produzca, amplíen o generalicen los daños sociales que las leyes 
procuran evitar”263. Asimismo puede conceptuarse a la policía como que: “…es toda 
actividad estatal para verificar que los particulares cumplan sus obligaciones de 
derecho público”264. 
Rafael I. Martínez Morales expresa en su obra de “Derecho Administrativo 2° 
Curso” que se puede precisar el alcance de las disposiciones de policía, esto: “…sin 
que se dejen de atender los derechos subjetivos individuales, ya que la pauta del 
poder de policía es limitar en el campo de acción de los particulares por causa de 
interés público (el cual prevalecerá sobre el interés individual) que el Estado pretenda 
lograr, desde luego que siempre habrán de respetarse las garantías […] o límites 
constitucionales, así como la dignidad humana”265. Es así que sigue exponiendo 
sobre el tema y que se puede observar variados significados del término policía para 
lo cual expresa que:  
                                                          
261
 Cfr. Real Academia Española; s.v. “policía”. 
262
 MARTÍNEZ MORALES, Rafael I.; “Derecho Administrativo…; op.cit.;  p. 319.   
263
  Ibíd. ; p. 128.  
264
  MARTÍNEZ MORALES, Rafael I.; “Diccionario… op.cit.; p. 321.   
265
 Ibídem.; p. 321.   
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“…sus acepciones se resumen en dos puntos de vista, el primero que tiene que ver con la 
institución, es decir, como cuerpo policial, integrado por el grupo de mecanismos que se 
organizan en torno a un sistema, cuya esencia se encuentra en el poder público del Estado, 
en la prevención y represión de las conductas antisociales, sean éstas infracciones 
administrativas o aun delitos; y el segundo, que se refiere a la actividad desplegada para llevar 
a cabo el ejercicio de ese poder público”266. 
Un enfoque que se le puede dar al concepto de policía actual es:  
“…concepción de una policía centrada en los términos de policía-sociedad, donde ambos se 
conciban como partes de la misma comunidad, como entidades que coexisten en planos de 
amplia colaboración y superar la concepción de policía de control social, donde la policía 
juega un papel paternalista, de tutela de seguridad pública, para evolucionar a un esquema 
donde la sociedad sea el eje de la seguridad pública y participe con el papel de la policía, en 
tareas de supervisión, evaluación, propuestas de objetivos y fines de la institución policial. […] 
la institución de policía tiene en el enfoque de policía-sociedad la oportunidad de platearse 
como un cuerpo, que además de velar por la seguridad pública ciudadana, lo haga dentro de 
la perspectiva de los derechos humanos, inserta en el Estado de Derecho democrático, como 
el que se predica en el actual Estado Mexicano”
267. 
Los modelos de policía, que se desprenden de sus funciones, se pueden 
agrupar, según Octavio A. Orellana Wiarco, en: 
“a) Modelo represivo: enfocado a un sistema reactivo, es decir, que actúa como respuesta a la 
actividad criminal y que corresponde a un Estado autoritario. 
b) Modelo Preventivo: que privilegia la actuación del cuerpo de policía para evitar que se 
presenten las conductas antisociales, entre ellas las delictivas, destacándose así su papel 
proactivo, o sea, actuar antes que la conducta delictiva o antisocial se presente, es decir como 
un verdadero agente de prevención del delito y que responde a un Estado de Derecho 
democrático. […] 
c) Modelo garantista: que presenta las características del modelo preventivo, peor en su 
intervención se privilegia el respeto a las garantías que la Constitución consagrada para todo 
gobernado, trátese de víctima o de posible responsable de conducta antisocial o delictiva”
268
. 
                                                          
266
 ORELLANA WIARCO, Octavio A.; op.cit.; p. 72. 
267
 Ibíd.; pp. 74 y 75. 
268
 Ibídem; pp. 78 y79.   
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Las últimas reformas constitucionales de 2008 permiten distinguir que el 
modelo de policía que propugna en México es el garantista de policía, aplicado tanto 
a la policía preventiva como a la policía ministerial, señalando claramente en el 
Artículo 21 de la Carta Magna, a su vez  determina que la actuación de las 
instituciones de seguridad pública beberán realizarse con apego a los principios de 
legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y con respeto a los 
derechos humanos. Los cuerpos de policía se pueden clasificar desde el ámbito 
constitucional de la siguiente manera:  
“A. Por el ámbito de esfera competencial en: 
 a) Federales 
b) Estatales  
c) Municipales 
 B. Por la función que se le encomienda en:  
a) Preventivos  
b) Ministeriales o de investigación  
De esta manera vamos a encontrar policías federales preventivos y ministeriales; policías 
estatales preventivos y ministeriales; y policías preventivos municipales. 
Por cuanto toca a la policía preventiva éstos pueden subdividirse en:  
a) De seguridad pública 
b) De vialidad 




Para los efectos de este tema se entenderá por instituciones policiales a los 
cuerpos de policía, de vigilancia y custodia de los establecimientos penitenciarios, de 
detención preventiva y de centros de arraigos; y en general, todas la dependencias 
encargadas de la seguridad pública a nivel estatal y municipal, que realicen 
funciones similares, de conformidad con el Numeral 6 de la Ley de Seguridad del 
Estado de México. 
                                                          
269
 Ibíd.; pp. 79 y 80.   
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La Ley de Seguridad del Estado de México manifiesta, en su Artículo 142, que: 




III. Oficiales; y  
IV. Escala Básica […] 
En el caso de las Instituciones Policiales de los Municipios la integración de las categorías y 
jerarquías serán de acuerdo a su presupuesto”. 
  En las Instituciones Policiales las categorías se definirán conforme a lo 
establecido en el Precepto 143 de la misma Ley de Seguridad del Estado de México 
y serán: 
“I. Comisarios:  
a) Comisario General; 
b) Comisario Jefe; y  
c) Comisario.  
II. Inspectores:  
a) Inspector General;  
b) Inspector Jefe; y  
c) Inspector.  
III. Oficiales:  
a) Subinspector; 
b) Oficial; y 
c) Suboficial. 
IV. Escala Básica:  
a) Policía Primero;  
b) Policía Segundo;  




En las Instituciones Policiales de los Municipios, las categorías se estructurarán conforme a 
las necesidades del servicio.  
La Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de México manifiesta 
en su Artículo 20 que:  
“La Secretaría General de Gobierno es el órgano encargado de conducir, por 
delegación del Ejecutivo, la política interior del Estado y la coordinación y 
supervisión del despacho de los asuntos encomendados a las demás 
dependencias…”. 
Es así que a la Secretaría General de Gobierno le corresponde el despacho 
de los asuntos en materia de seguridad pública estatal y nacional e instrumentar las 
actividades en materia de control de confianza, conforme a lo dispuesto por el 
Precepto 21 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de México 
en sus fracciones XII y XIII. 
Así también la Ley Orgánica Municipal del Estado de México, en su 
Fundamento 142 manifiesta que: 
“En cada municipio se integrarán cuerpos de seguridad pública, de bomberos 
y, en su caso, de tránsito, estos servidores públicos preferentemente serán 
vecinos del municipio, de los cuales el presidente municipal será el jefe 
inmediato”. 
 
2.8. COMISIÓN DE HONOR Y JUSTICIA 
 
Conforme a la Ley de Seguridad del Estado de México en su Numeral 160, la 
Comisión de Honor y Justicia, es: 
“…un órgano colegiado que tendrá como atribución llevar a cabo, en el ámbito de su 
competencia, los procedimientos en los que se resuelva la suspensión temporal, separación, 
remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio de los elementos 
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policiales de conformidad con lo establecido en el Artículo 123, Apartado B, Fracción XIII de la 
Constitución Federal y la Ley General, cuando incumplan: 
I. Con los requisitos de permanencia que se establecen en la Ley General, esta Ley y 
demás disposiciones legales aplicables; 
II. Con las obligaciones establecidas en la Ley General, esta Ley y los ordenamientos 
jurídicos internos que rigen su actuar; y 
III. Con el régimen disciplinario establecido en esta Ley. 
La Comisión de Honor y Justicia implementará una base de datos en la que se registrarán las 
sanciones impuestas a los integrantes de las Instituciones Policiales”. 
Dentro de los requisitos de permanencia se encuentra el presentar y aprobar 
las evaluaciones de control de confianza; las instituciones policiales establecerán una 
Comisión de Honor y Justicia, para la ejecución del procedimiento de separación 
correspondiente al elemento de las instituciones de seguridad pública que no haya 
cumplido los requisitos para mantenerse en las organizaciones policiales   que estará 
integrada por un presidente, que tendrá voto de calidad; por un secretario que será el 
titular del jurídico de la Institución, contará con voz y voto; y un representante de la 
unidad operativa de investigación, prevención o reacción según sea el caso; el 
presidente y el representante serán designados por el titular de la dependencia; de 
















3. MARCO JURÍDICO 
 
3.1.  A NIVEL NACIONAL 
 
A.  ARTÍCULOS 16 PÁRRAFOS UNO Y DOS; 21 PÁRRAFOS NOVENO Y 
DÉCIMO, INCISOS A), B), C), D) Y E); 73 FRACCIÓN XXIII; 115 FRACCIÓN 
VII Y 123 APARTADO B), FRACCIÓN XIII, PÁRRAFO PRIMERO, SEGUNDO 
Y TERCERO DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS 
 
Se hará un análisis comparativo de los preceptos legales de la Carta Magna 
señalados arriba y se emitirá una breve observación respecto a los cambios 
presentados en los artículos constitucionales que fueron a bien reformados en 
materia de seguridad pública en el país y que dan pauta formal y legal a las 
evaluaciones de control de confianza. 
 




















          Nadie puede ser 
molestado en su 
persona, familia, 
domicilio, papeles o 
posesiones, sino en 
virtud de mandamiento 
escrito de la autoridad 
competente, que funde 
y motive la causa legal 
del procedimiento. 
Sin reforma 
          Trata de derechos 
subjetivos públicos y derechos 
de libertad y seguridad de las 
personas; estableciendo entre 
otros asuntos las obligaciones de 
fundamentación y motivación de 
actos de molestia que realizan 







          No existía texto; 
adicionado y  publicado 
en el Diario Oficial de la 
Federación el 01 de 
          “Toda persona tiene 
derecho a la protección de sus 
datos personales, al acceso, 
rectificación y cancelación de 
          Es una garantía, que se 
refiere al derecho de protección 
de los datos personales y a 





II. Artículo 21 Párrafos Noveno y Décimo, Incisos a), b), c), d) y e): 
 
 
Cuadro 3.2  
 
 Antes de la 
Reforma/Adición  















          La seguridad 
pública es una 
función a cargo de 
la Federación, el 
Distrito Federal, los 
Estados y los 





actuación de las 
instituciones 
policiales se regirá 





          “La seguridad pública es una 
función a cargo de la Federación, el 
Distrito Federal, los Estados y los 
Municipios, que comprende la 
prevención de los delitos; la 
investigación y persecución para 
hacerla efectiva, así como la sanción 
de las infracciones administrativas, en 
los términos de la ley, en las 
respectivas competencias que esta 
Constitución señala. La actuación de 
las instituciones de seguridad pública 
se regirá por los principios de 
legalidad, objetividad, eficiencia, 
profesionalismo, honradez y respeto a 
los derechos humanos reconocidos en 
esta Constitución […] 
          Obedece a la necesidad de 
mejorar el Sistema Nacional de 
Seguridad Pública y delimitar 
conceptualmente la noción de 
seguridad pública, remarcando que 
las instituciones a cargo de esta 
función deben regirse también por 
los principios de objetividad y 









          La 
Federación, el 
Distrito Federal, los 
Estados y los 
Municipios se 
          Las instituciones de seguridad 
pública serán de carácter civil, 
disciplinado y profesional. El Ministerio 
Público y las instituciones policiales de 
los tres órdenes de gobierno deberán 
Se fortalece y se valora  en 
materia de seguridad pública y al 
Sistema Nacional de Seguridad 
Pública  Municipal, Estatal y Federal. 
Dado lo anterior se 
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 Diario Oficial de la Federación, Secretaría de Gobernación; “Decreto por el que se adiciona un 
segundo párrafo, reconociéndose los subsecuentes en su orden, al artículo 16 de la Constitución Política de 








junio de 2009; cabe 
mencionar que este 
texto es posterior a la 
reforma de 2008. 
los mismos, así como a 
manifestar su oposición, en los 
términos que fije la ley, la cual 
establecerá los supuestos de 
excepción a los principios que 
rijan el tratamiento de datos, 
por razones de seguridad 
nacional, disposiciones de 
orden público, seguridad y 
salud públicas o para proteger 
los derechos de terceros”
270
. 
información sean actualizados, 
modificados, cancelados o 
suprimidos porque la información 
acerca de su persona vulnera su 
imagen, honor y privacidad o  
que le cause un perjuicio alguno,  
la restricción solo será para 
cuestiones de seguridad pública, 
por lo tanto no será un derecho 
al que se pueden acoger los 











coordinarán, en los 
términos que la ley 
señale, para 
establecer un 
sistema nacional de 
seguridad pública. 
coordinarse entre sí para cumplir los 
objetivos de la seguridad pública y 
conformarán el Sistema Nacional de 
Seguridad Pública, que estará sujeto a 
las siguientes bases mínimas:  
          a) La regulación de la selección, 
ingreso, formación, permanencia, 
evaluación, reconocimiento y 
certificación de los integrantes de las 
instituciones de seguridad pública. La 
operación y desarrollo de estas 
acciones será competencia de la 
Federación, el Distrito Federal, los 
Estados y los municipios en el ámbito 
de sus respectivas atribuciones. 
          b) El establecimiento de las 
bases de datos criminalísticos y de 
personal para las instituciones de 
seguridad pública. Ninguna persona 
podrá ingresar a las instituciones de 
seguridad pública si no ha sido 
debidamente certificado y registrado 
en el sistema. 
          c) La formulación de políticas 
públicas tendientes a prevenir la 
comisión de delitos. 
          d) Se determinará la 
participación de la comunidad que 
coadyuvará, entre otros, en los 
procesos de evaluación de las 
políticas de prevención del delito así 
como de las instituciones de seguridad 
pública. 
          e) Los fondos de ayuda federal 
para la seguridad pública, a nivel 
nacional serán aportados a las 
entidades federativas y municipios 




determinó la creación de una nueva 
regulación general que coordinará 
las bases para el ingreso, 
permanencia o promoción  del 
personal de las instituciones de 
seguridad pública y cumplir así con 
los objetivos plateados por el  
Sistema Nacional, entre sus 
finalidades la formulación de 
políticas públicas tendientes a 
prevenir la comisión de delitos, 
teniendo pleno reconocimiento las 
evaluaciones de control y confianza 
en agosto de 2008, mediante al 
Acuerdo Nacional por la Seguridad, 
Justicia y Legalidad y en septiembre 
de 2008 a través del Acuerdo por la 
Seguridad Pública Integral de los 
Mexiquenses que determina la 
creación  del Centro de Control de 
Confianza del Estado de México. 
Asimismo, dicho sistema 
deberá estar sujeto a reglas que se 
refieran esencialmente a la 
operación y desarrollo de acciones 
como la selección, ingreso, 
formación, permanencia, evaluación, 
reconocimiento y certificación de los 
integrantes de las instituciones de 
seguridad pública. 
Se regula específicamente la 
certificación y acreditación de los 
elementos de las organizaciones de 
seguridad pública para evitar que 
ingresen, permanezcan o se 
promocionen a aquellos que hayan 
cometido delitos o formen parte de 
las organizaciones ilegítimas, y 
también que exista una 
profesionalización y respeto por los 
derechos humanos por parte de los 
elementos policíacos para que 
tengan los conocimientos y 
habilidades necesarias para realizar 
su función en apego a los principios 
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 Diario Oficial de la Federación, Secretaría de Gobernación; “Decreto por el que se reforman y 
adicionan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”; de fecha 18 de  
junio de 2008; s.v. artículo 21 párrafos noveno y décimo incisos a), b), c), d) y e). 
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coordinación entre la 
Federación, el 
Distrito Federal, los 
Estados y los 
Municipios, en 
materia de seguridad 
pública; así como 
para la organización 
y funcionamiento, el 
ingreso, selección y 
reconocimiento de 
los integrantes de las 
instituciones de 
seguridad pública en 
el ámbito federal. 
 
          “Para expedir leyes 
que establezcan las bases 
de coordinación entre la 
Federación, el Distrito 
Federal, los Estados y los 
Municipios, así como para 
establecer y organizar a las 
instituciones de seguridad 
pública en materia federal, 
de conformidad con lo 
establecido en el Artículo 
21 de esta Constitución”
272
. 
Se faculta al Poder Legislativo 
para expedir leyes que establezcan y 
organicen a las instituciones de 
seguridad pública en coordinación de los 
tres niveles de gobierno; y, como 
prioridad el desarrollo policial, mediante 
tres aspectos básicos: 1. Servicio civil 
de carrera, que deberá regular la 
selección, ingreso, formación, 
permanencia, evaluación, 
reconocimiento, certificación y 
separación de los integrantes de las 
instituciones de seguridad pública; 2. 
Generar esquemas de 
profesionalización que incluirán la 
formación y capacitación permanente, 
bajo criterios homologados que 
garanticen el cumplimiento de los 
principios de legalidad, objetividad, 
eficiencia, profesionalismo y honradez; y 
3. Establecer un régimen disciplinario. 
 
 





















          La policía 
preventiva municipal 
estará al mando del 
presidente municipal en 
los términos del 
reglamento  
correspondiente. Aquella 
acatará las órdenes que 
el Gobernador del 
Estado le transmita en 
          “La policía preventiva 
estará al mando del 
Presidente Municipal en los 
términos de la Ley de 
Seguridad Pública del 
Estado. Aquella acatará las 
órdenes que el Gobernador 
del Estado le transmita en 
aquellos casos que éste 
juzgue como de fuerza 
Se determinó que deberá ser 
expedida la Ley de Seguridad Pública por 
las Legislaturas Locales de los Estados 
para regir a las policías preventivas; es 
importante manifestar que quedó intacta la 
norma que señala que la policía preventiva 
esté al mando del Presidente Municipal 
facultado para nombrar a la policía 
municipal que seguirá estando a su cargo. 
Se disminuyó la facultad 
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I aquellos casos que éste 
juzgue como de fuerza 
mayor o alteración grave 
del orden público. 
mayor o alteración grave 
del orden público”. 
 
reglamentaria de los Ayuntamientos en 
materia de seguridad pública, quedando 
únicamente en el ámbito del diseño del 




V.  El Numeral 123 Apartado B), Fracción XIII, Párrafo Primero, Segundo y 
Tercero: 
 

















“Los militares, marinos, 
personal del servicio exterior, 
agentes del Ministerio Público 
y los miembros de las 
instituciones policiales, se 
regirán por sus propias leyes. 
[…] 
“Los militares, marinos, personal 
del servicio exterior, agentes del 
Ministerio Público, peritos y 
los miembros de las instituciones 
policiales, se regirán por sus 
propias leyes. […] 










          Los miembros de las 
instituciones policiales de los 
municipios, entidades 
federativas, del Distrito 
Federal, así como de la 
Federación, podrán ser 
removidos de su cargo si no 
cumplen con los requisitos que 
las leyes vigentes en el 
momento de la remoción 
señalen para permanecer en 
dichas instituciones, sin que 
proceda su reinstalación o 
restitución, cualquiera que sea 
el juicio o medio de defensa 
para combatir la remoción y, 
en su caso, sólo procederá la 
indemnización. La remoción 
de los demás servidores 
públicos a que se refiere la 
presente fracción, se regirá 





          Los agentes del Ministerio 
Público, los peritos y los 
miembros de las instituciones 
policiales de la Federación, el 
Distrito Federal, los Estados y los 
Municipios, podrán ser separados 
de sus cargos si no cumplen con 
los requisitos que las leyes 
vigentes en el momento del acto 
señalen para permanecer en 
dichas instituciones, o removidos 
por incurrir en responsabilidad en 
el desempeño de sus funciones. 
Si la autoridad jurisdiccional 
resolviere que la separación, 
remoción, baja, cese o cualquier 
otra forma de terminación 
del servicio fue injustificada, el 
Estado sólo estará obligado a 
pagar la indemnización y demás 
prestaciones a que tenga 
derecho, sin que en ningún caso 
proceda su reincorporación al 
servicio, cualquiera que sea el 
resultado del juicio o medio de 
          Se incluye la 
posibilidad de que a 
los Agentes del 
Ministerio Público y los 
peritos se les pueda 
separar de sus cargos 
sino cumplen con los 
requisitos de las leyes 
vigentes. 
          Se adiciona 
para incluir como el 
procedimiento 
administrativo de 
separación en el que 
se decrete la 
remoción, baja, cese o 
cualquier otra forma 
de terminación, por la 
responsabilidad en el 
desempeño y 
obligaciones de sus 
funciones en las leyes 
vigentes. 
          Se establece 
que el personal 
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defensa que se hubiere 
promovido. […] 
señalado en caso solo 
tendrá derecho a la 
indemnización y 
demás prestaciones, y 
aclara que en ningún 









No existía texto. 
          Las autoridades del orden 
federal, estatal, del Distrito 
Federal y municipal, a fin de 
propiciar el fortalecimiento del 
sistema de seguridad social del 
personal del Ministerio Público, 
de las corporaciones policiales y 
de los servicios periciales, de sus 
familias y dependientes, 
instrumentarán 




          Se establece la 







B.  COMPROMISO SEGUNDO INCISO I, PRIMER ACUERDO; QUINTO INCISO 
XLVI Y SEXTO INCISO LIII  DEL ACUERDO NACIONAL POR LA 
SEGURIDAD, LA JUSTICIA Y LA LEGALIDAD 
 
Brevemente se analizarán los compromisos mayormente distintivos del Acuerdo 
Nacional por la Seguridad, la Justicia y la Legalidad que son los referentes de las 







Acuerdo Nacional por la Seguridad, la 











          “El Poder Ejecutivo Federal se compromete a 
alcanzar los siguientes objetivos: 
 
          I. Depurar y fortalecer las instituciones de 
seguridad y procuración de justicia. 
      
          Crear un modelo nacional de evaluación y 
          Se suscribe el Acuerdo 
Nacional por la Seguridad, la 
Justicia y la Legalidad, que 
establece un mecanismo 
orientado al desarrollo de 
atribuciones, competencias y 
acciones para la seguridad, la 
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I 
control de confianza. 
           
          Las secretarías de Seguridad Pública y 
Gobernación se comprometen a diseñar un protocolo 
de evaluación y control de confianza e impulsar su 
aprobación por el Consejo Nacional de Seguridad 
Pública. 
          • Tiempo de ejecución: cuatro meses. 
      
          Sujetar a evaluación permanente y control 
de confianza al personal de las instituciones 
policiales, de procuración de justicia, de 
Aduanas, de los centros de readaptación social 
federales, así como del Instituto Nacional de 
Migración, a través de organismos certificados. 
      
          Las secretarías de Seguridad Pública, 
Gobernación, Hacienda y Crédito Público así como la 
Procuraduría General de la República se 
comprometen a evaluar a su personal en áreas 
sensibles; a dar seguimiento a elementos dados de 
baja y a comunicar sus resultados a un observador 
ciudadano.  
          • Tiempo de ejecución: un año. 
justicia y la legalidad.  
          Por lo tanto se publica en el 
Diario Oficial de la Federación, en 
fecha 02 de enero de 2009, el 
decreto por el que se expide la 
Nueva Ley General del Sistema 
de Seguridad Pública de lo 
anterior deviene que las 
evaluaciones de control de 
confianza sean los instrumentos 
utilizados para la valoración 
permanente y la selección de los 
elementos de las instituciones de 
seguridad pública, para ingreso 
permanencia y promoción; con la 
finalidad de que se incorporen y 
mantengan aquellos que cumplan 
con los perfiles idóneos para el 
puesto y así evitar se infiltre la 
criminalidad y se generen puntos 
a favor de confiabilidad en las 
organizaciones policiales por 




















          Depuración y fortalecimiento de 
instituciones de seguridad y procuración de 
justicia. 
 
          Los titulares de los ejecutivos de las entidades 
federativas se comprometen a crear y/o fortalecer un 
centro de evaluación y control de confianza 
certificado en su entidad. 
          • Tiempo de ejecución: un año. 
 
Los titulares de los ejecutivos de las 
entidades federativas se comprometen a sujetar a 
una evaluación permanente y de control de 
confianza, a través de un organismo certificado, al 
personal de las instituciones policiales, de 
procuración de justicia y centros de readaptación 
social. 
          • Tiempo de ejecución para someter a 
exámenes al responsable y al primer nivel de mando 
y a todos los integrantes de las unidades 
antisecuestro: seis meses. En caso de no contar con 
un Centro de Control de Confianza certificado el 
Gobierno Federal realizará los mismos.  
 
          Las procuradurías y secretarías de Seguridad 
Pública de las entidades federativas se comprometen 
a perfeccionar los mecanismos de selección y 
capacitación de los elementos de las instituciones 
policiales y de procuración de justicia y de los propios 
mandos. 
          • Tiempo de ejecución: seis meses. 
 
          En tal virtud, asumiendo el 
compromiso de desarrollar 
acciones de evaluación 
permanente y de control de 
confianza de los servidores 
públicos que laboran en 
instituciones policiales de 
seguridad pública, del Estado 
Mexiquense y municipios, el 22 
de septiembre de 2008, se 
publicó en el periódico oficial del 
Gobierno del Estado Libre y 
Soberano de México, “Gaceta del 
Gobierno" el Acuerdo por la 
Seguridad Pública Integral de los 
Mexiquenses, en el cual se 
estableció la necesidad de crear 
el Centro de Control de Confianza 
del Estado de México, a fin de 
realizarse acciones orientadas al 
mejoramiento de la calidad y 
servicio de la seguridad pública y 
fortalecer la confianza social. 
          Como consecuencia en 
diciembre del mismo año, se 
publicó el Decreto número 224, 
mediante el cual se crea el 
Centro de Control de Confianza 
del Estado de México, como un 
organismo público 
descentralizado de la Secretaría 
General de Gobierno, con 
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          Los titulares de los ejecutivos de las entidades 
federativas se comprometen a incrementar y 
etiquetar la asignación de recursos para la operación 
y desarrollo de las instituciones policiales y de 
procuración de justicia, para optimizar el ejercicio de 
los recursos e infraestructura destinados a funciones 
de seguridad pública. 
          • Tiempo de ejecución: un año. 
 
          Los titulares de los ejecutivos de las entidades 
federativas se comprometen a replicar a nivel estatal 
el Sistema Nacional de Desarrollo Policial y a 
condicionar la permanencia en instituciones a la 
aprobación de evaluaciones y control de confianza. 
          • Tiempo de ejecución: un año. 
 
          Los titulares de los ejecutivos de las entidades 
federativas se comprometen a replicar a nivel estatal 
el esquema federal de certificación de confianza de 
ministerios públicos y a condicionar la permanencia 
en instituciones de procuración, a su aprobación. 
          • Tiempo de ejecución: un año. […] 


























          Depurar y fortalecer las instituciones de 
seguridad y procuración de justicia. 
 
          Los municipios del país, con el apoyo de la 
Procuraduría y Secretaría de Seguridad Pública de 
su Estado y de los Centros estatal y nacional de 
Evaluación y Control de Confianza, se comprometen 
a desarrollar mecanismos de selección y 
capacitación de los elementos de la policía municipal 
y de sus propios mandos. 
          • Tiempo de ejecución: un año. 
 
          Los municipios del país, con el apoyo del 
Centro de Evaluación y Control de Confianza del 
Estado, se comprometen a sujetar a evaluación 
permanente y a controles de confianza al personal de 
la policía municipal y centros de readaptación social. 
Este punto será obligatorio para todos los municipios. 
          • Tiempo de ejecución para los municipios del 
Subsidio para la Seguridad Pública Municipal 
(SUBSEMUN) someter a exámenes a mandos y 
personal: un año. 
          • Tiempo de ejecución para los municipios 
restantes: dos años. 
 
          Los municipios del país, con el apoyo de la 
Secretaría de Seguridad Pública y del Centro de 
Evaluación y Control de Confianza del Estado, se 
comprometen a condicionar la permanencia de los 
policías a la aprobación de evaluaciones de control 
de confianza. 
          • Tiempo de ejecución: un año. 
 
          Los municipios del país, con el apoyo del 
          El 19 de octubre de 2011 
se publica, en el periódico oficial 
del Gobierno del Estado Libre y 
Soberano de México, Gaceta de 
Gobierno del Estado de México, 
el decreto que por el que se 
expide la Ley de Seguridad del 
Estado de México y entre otras 
particulares a destacar se 
encuentra que todos los 
integrantes de las Instituciones de 
Seguridad Pública, estatales y 
municipales deberán presentar y 
aprobar las evaluaciones de 
control de confianza y así  contar 
con el certificado a que se refiere 
el Artículo 21 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; y, quienes no 
obtengan el certificado serán 
separados del servicio, para el 
tema que nos ocupa que son la 
aprobación de las evaluaciones 
de control de confianza,  
mediante procedimiento 
administrativo interpuesto en su 
contra de acuerdo a la Ley de 
Seguridad Pública del Estado de 
México, que faculta a la Comisión 
de Honor de Justicia para que 
resuelva, en el ámbito de su 
competencia, estatal o municipal, 
la remoción, baja, cese o 
cualquier otra forma de 
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gobierno estatal y de la Secretaría de Seguridad 
Pública, se comprometen a instaurar un sistema de 
profesionalización y servicio civil de carrera para 
regular la selección, ingreso, formación, 
permanencia, evaluación, reconocimiento, 
certificación y retiro de los policías. 
          • Tiempo de ejecución: un año”
275
. 
terminación; observando lo 
dispuesto en el artículo 123, 
Apartado B, Fracción XIII, de la 
Constitución Política de los 





C.  ARTÍCULOS 6; 21; 22 PRIMER PÁRRAFO; 39 APARTADO B), FRACCIÓN 
VIII; 56; 66; 85 FRACCIÓN II Y 88 DE LA LEY GENERAL DEL SISTEMA 
NACIONAL DE SEGURIDAD PÚBLICA 
 
Se emitirá un comentario respecto a los preceptos de la Ley General del 
Sistema Nacional de Seguridad Pública correspondientes a la seguridad pública y los 





Artículo Texto Comentario 
6 
          “Las Instituciones de Seguridad Pública serán de 
carácter civil, disciplinado y profesional, su actuación se 
regirá además, por los principios de legalidad, objetividad, 
eficiencia, honradez, y respeto a los derechos humanos 
reconocidos por la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. Deberán fomentar la participación 
ciudadana y rendir cuentas en términos de ley. […] 
          La actuación de los 
Integrantes de las Instituciones 
Policiales se regirá por los principios 
previstos en el Artículo 21 de la 
Constitución Federal, no deberán 
poseer estructuras militarizadas y 
sus Integrantes deberán sujetar su 
conducta a la observancia de las 
leyes apegando su actuar a los 
conceptos de honor, de justicia y de 
ética. 
21 
          El Centro Nacional de Certificación y Acreditación 
será el responsable de la certificación, la acreditación y el 
control de confianza, de conformidad con lo dispuesto en 
esta Ley. Este Centro contará con un órgano consultivo 
integrado por las instituciones públicas y privadas que se 
determinen en el Reglamento de este ordenamiento. […] 
          Se faculta  al Centro Nacional 
para emitir lineamientos, criterios, 
protocolos y normas relacionadas 
con las evaluaciones de control de 
confianza, así como certificar los 
procesos de evaluación de los 
Centros de Evaluación y Control de 
Confianza de la Federación y de las 
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          Apartado B, fracción VIII : 
 
          Abstenerse de contratar y emplear en las 
instituciones policiales a personas que no cuentan con el 
registro y certificado emitido por el Centro de Evaluación y 
Control de Confianza respectivo. […] 
          Para ingreso de personal a las 
instituciones de seguridad pública, 
en el ámbito de sus competencias la 
Federación, el Distrito Federal, los 
Estados y los Municipios, se limitarán 
a contratar los servicios únicamente 
de aquellos interesados que hayan 
aprobado las evaluaciones 
concernientes.      
85 
          Fracción II: 
 
          Todo aspirante deberá tramitar, obtener y mantener 
actualizado el Certificado Único Policial, que expedirá el 
Centro de Control de Confianza respectivo. […] 
          Para la permanencia y 
promoción en la Carrera Policial, los 
elementos de las instituciones de 
seguridad pública deberán  contar y 
renovar su Certificado de 
acreditación, independientemente del 
grado policial, la antigüedad, las 
insignias las condecoraciones, 
estímulos o reconocimientos. 
88 
          La permanencia es el resultado del cumplimiento 
constante de los requisitos establecidos en la presente 
Ley para continuar en el servicio activo de las 
Instituciones Policiales. Son requisitos de ingreso y 
permanencia en las instituciones policiales, los siguientes: 
          A. De Ingreso: 
 
          I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento en pleno 
ejercicio de sus derechos políticos y civiles, sin tener otra 
nacionalidad; 
          II. Ser de notoria buena conducta, no haber sido 
condenado por sentencia irrevocable por delito doloso, ni 
estar sujeto a proceso penal;  
          III. En su caso, tener acreditado el Servicio Militar 
Nacional;  
          IV. Acreditar que ha concluido, al menos, los 
estudios siguientes:  
               a) En el caso de aspirantes a las áreas de 
investigación, enseñanza superior o equivalente;  
               b) Tratándose de aspirantes a las áreas de 
prevención, enseñanza media superior o equivalente;  
               c) En caso de aspirantes a las áreas de 
reacción, los estudios correspondientes a la enseñanza 
media básica;  
          V. Aprobar el concurso de ingreso y los cursos de 
formación;  
          VI. Contar con los requisitos de edad y el perfil 
físico, médico y de personalidad que exijan las 
disposiciones aplicables;  
          VII. Aprobar los procesos de evaluación de control 
de confianza;  
          VIII. Abstenerse de consumir sustancias 
psicotrópicas, estupefacientes u otras que produzcan 
efectos similares;  
          IX. No padecer alcoholismo;  
          X. Someterse a exámenes para comprobar la 
ausencia de alcoholismo o el no uso de sustancias 
          Se pretende, mediante el 
proceso de evaluaciones de control 
de confianza,  identificar y reclutar al 
personal apropiado para cumplir con 
el cargo a fin de que las instituciones 
de seguridad pública de la 
Federación, los Estados y 
Municipios, cuenten con elementos 
certificados para la carrera policial y 
la profesionalización. 
          Siendo del mismo modo que el 
proceso de valoración a los 
elementos que pretenden 
permanecer en las instituciones o 
bien obtener algún ascenso deberán 
aprobar dichas estimaciones, 
pretendiéndose así una depuración 
de las corporaciones policiales en 
combate a la criminalidad y falta de 
confiabilidad por parte de la sociedad 
hacia las instituciones de seguridad 
pública.  
          Es así que el ingreso, la 
promoción y permanecía en las 
corporaciones de seguridad pública, 
además de estar supeditada a la 
aprobación de dichas constancias, 
debe cumplir con otros requisitos de 
fondo establecidos por las normas en 
la materia relacionados a su persona 
e integridad física y ética. 
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psicotrópicas, estupefacientes u otras que produzcan 
efectos similares;  
          XI. No estar suspendido o inhabilitado, ni haber 
sido destituido por resolución firme como servidor público;  
          XII. Cumplir con los deberes establecidos en esta 
Ley, y demás disposiciones que deriven de la misma;  
          XIII. Los demás que establezcan otras 
disposiciones legales aplicables.  
           
          B. De Permanencia:  
 
           I. Ser de notoria buena conducta, no haber sido 
condenado por sentencia irrevocable por delito doloso;  
           II. Mantener actualizado su Certificado Único 
Policial;  
           III. No superar la edad máxima de retiro que 
establezcan las disposiciones aplicables;  
           IV. Acreditar que ha concluido, al menos, los 
estudios siguientes:  
               a) En el caso de integrantes de las áreas de 
investigación, enseñanza superior, equivalente u 
homologación por desempeño, a partir de bachillerato;  
               b) Tratándose de integrantes de las áreas de 
prevención, enseñanza media superior o equivalente;  
               c) En caso de integrantes de las áreas de 
reacción, los estudios correspondientes a la enseñanza 
media básica;  
           V. Aprobar los cursos de formación, capacitación y 
profesionalización;  
          VI. Aprobar los procesos de evaluación de control 
de confianza;  
          VII. Aprobar las evaluaciones del desempeño;  
          VIII. Participar en los procesos de promoción o 
ascenso que se convoquen, conforme a las disposiciones 
aplicables;  
          IX. Abstenerse de consumir sustancias 
psicotrópicas, estupefacientes u otras que produzcan 
efectos similares;  
          X. No padecer alcoholismo;  
          XI. Someterse a exámenes para comprobar la 
ausencia de alcoholismo;  
          XII. Someterse a exámenes para comprobar el no 
uso de sustancias psicotrópicas, estupefacientes u otras 
que produzcan efectos similares;  
          XIII. No estar suspendido o inhabilitado, ni haber 
sido destituido por resolución firme como servidor público;  
          XIV. No ausentarse del servicio sin causa 
justificada, por un periodo de tres días consecutivos o de 
cinco días dentro de un término de treinta días, y  
          XV. Las demás que establezcan las disposiciones 
legales aplicables”276. 
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3.2.  A NIVEL ESTATAL 
 
A.  COMPROMISO PRIMERO, NUMERALES 16, 17 Y 17.1 Y CUARTO, 
NUMERALES 1, 1.1., 2 Y 3 DEL ACUERDO POR LA SEGURIDAD PÚBLICA 
INTEGRAL DE LOS MEXIQUENSES 
 
Sucintamente se analizarán los compromisos característicos del Acuerdo por la 
Seguridad Pública Integral de los Mexiquenses de las estimaciones de control de 













          Acuerdo 16: 
 
          Nueva Ley Estatal en materia de seguridad 
pública, para la coordinación con el Sistema 
Nacional de Seguridad Pública, a fin de que sea 
presentada por el Ejecutivo Estatal ante el 
Congreso Local.  
          • Tiempo de ejecución: 6 meses posteriores 
a la publicación de la Ley General. 
          • Área responsable: SGG. 
 
          Acuerdo 17: 
 
          Creación del Centro de Control de 
Confianza del Estado de México.  
          • Tiempo de ejecución: en proceso. 
          • Área responsable: Legislatura. 
 
          Acuerdo 17.1: 
 
          Las  Instituciones de Seguridad Pública y 
de Procuración de Justicia, se comprometen a 
diseñar el protocolo de evaluación permanente a 
los servidores públicos, dando seguimiento a 
elementos dados de baja, y comunicando sus 
resultados a los respectivos órganos ciudadanos. 
          • Tiempo de ejecución: 1 año. 
          • Área responsable: PGJEM y ASE (sic 
CES). 
          El 1° de diciembre de 2008,  
se publicó en el periódico oficial 
del Gobierno del Estado Libre y 
Soberano de México, “Gaceta del 
Gobierno", el decreto por el que se 
crea el Centro de Control de 
Confianza del Estado de México, 
como un organismo público 
descentralizado de carácter 
estatal, adscrito a la Secretaría 
General de Gobierno; y el 19 de 
octubre de 2011 se publica, en el 
periódico oficial del Gobierno del 
Estado de México, el decreto que 
expide la Ley de Seguridad del 







          Los municipios se comprometen: 
 
          Acuerdo 1: 
 
La Federación, los 
Estados y los Municipios deberán 
someter a evaluaciones 
permanentes a sus elementos de 
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O           A depurar y fortalecer las instituciones de 
seguridad. 
 
          Acuerdo 1.1: 
 
          Con el apoyo de la Procuraduría General 
de Justicia del Estado de México, de la Agencia 
de Seguridad Estatal y del Centro de Control de 
Confianza, se comprometen a desarrollar 
mecanismos de selección y capacitación de los 
elementos de la policía municipal y de sus propios 
mandos. 
          • Tiempo de ejecución: permanente. 
 
    Acuerdo 2: 
 
          Con el apoyo del Centro de Control de 
Confianza se comprometen a sujetar a su 
personal de seguridad pública a una evaluación 
permanente y de control de confianza. 
          • Tiempo de ejecución: 1 año. 
     
    Acuerdo 3: 
     
    Con el apoyo de la Agencia de Seguridad 
Estatal y del Centro de Control de Confianza, se 
comprometen a condicionar la permanencia de  
los policías, a la aprobación de evaluaciones de 
control de confianza. 
 Tiempo de ejecución: 6 meses
277
. 
seguridad público en todos sus 
rangos mandos, condicionando su 





B.  ARTÍCULOS 16 APARTADO A), FRACCIONES XVII, XVIII, XIX Y XX; Y 
APARTADO B), FRACCIÓN VIII; 21 FRACCIONES XVIII; XIX, XX Y XXI; 100 
APARTADO B), FRACCIÓN I, INCISO R); 109 PÁRRAFO III DE LA LEY DE 
SEGURIDAD DEL ESTADO DE MÉXICO 
 
Acto seguido se emitirán observaciones respecto a los fundamentos de la Ley 
de Seguridad del Estado de México correspondientes a la seguridad pública y las 
evaluaciones de control de confianza correspondientes a los elementos de las 
instituciones de seguridad pública. 
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Artículo Texto Comentario 
16 
          “Apartado A): 
 
          Fracción XVII: 
 
          Verificar que los elementos de las Instituciones 
Policiales del Estado se sometan a las evaluaciones de 
control de confianza y cuenten con el Certificado Único 
Policial, de conformidad con las disposiciones legales 
aplicables. 
 
          Fracción XVIII: 
 
          Solicitar al Centro las evaluaciones de control de 
confianza para el ingreso, promoción y permanencia de 
los elementos de la institución policial a su cargo, así 
como de los servidores públicos que deban también 
evaluarse. 
 
          Fracción XIX: 
 
          Solicitar a la Comisión de Honor y Justicia la 
instauración del procedimiento en contra del elemento 
policial o servidor público que no haya presentado o 
aprobado las evaluaciones de control de confianza. 
 
          Fracción XX: 
 
          Ejecutar la separación impuesta con motivo de la 
resolución correspondiente, a los elementos de la 
institución policial y a los servidores públicos que no 
hayan presentado o aprobado las evaluaciones de control 
de confianza. 
 
          Apartado B): 
     
          Fracción VIII: 
 
          Promover la capacitación, actualización y 
especialización de los elementos a su cargo, conforme al 
Programa Rector de Profesionalización a nivel nacional. 
[…] 
          Con la finalidad de 
proteger el orden, la paz pública 
e intentar prevenir se corrompan 
las corporaciones policiales del 
Estado  sus elementos, de 
ingreso, promoción y 
permanencia, se deberán 
someter a las evaluaciones de 
control de confianza, proceso de 
valoración que llevará a cabo el 
Centro de Control de Confianza 
Mexiquense, con el objetivo 
primordial de profesionalización 
del personal policial.  
          En caso de no aprobar 
dichas valoraciones o no las 
haya presentado, se instaurará el 
procedimiento en su contra  ante 
la Comisión de Honor y Justicia, 
que es un órgano colegiado que 
tiene como atribución resolver la 
suspensión temporal, separación, 
remoción, baja, cese o cualquier 
otra forma de terminación del 
servicio de los elementos 
policiales de conformidad con lo 
establecido en el Artículo 123, 
Apartado B, Fracción XIII de la 
Constitución Federal y la Ley 
General del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública. 
21 
          Fracción XVIII: 
 
          Verificar que los elementos a su cargo se sometan 
a las evaluaciones de control de confianza y cuenten con 
el Certificado Único Policial, de conformidad con las 
disposiciones legales aplicables. 
 
          Fracción XIX: 
 
          Solicitar al Centro las evaluaciones de control de 
          Los presidentes 
municipales ejercen el mando 
directo de las Instituciones 
Policiales a su cargo, salvo en 
los casos contrarios que la Ley 
de Seguridad manifieste; los 
cuales deberán cerciorarse de 
que sus elementos de seguridad 
se sometan a las respectiva 
evaluaciones de control de 
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confianza para el ingreso, promoción y permanencia de 
los elementos de la institución policial a su cargo, así 
como de los servidores públicos que deban también 
evaluarse. 
 
          Fracción XX: 
 
          Solicitar a la Comisión de Honor y Justicia, la 
instauración del procedimiento en contra del elemento 
policial o servidor público que no haya presentado o 
aprobado las evaluaciones de control de confianza. 
 
          Fracción XXI: 
 
          Ejecutar la separación impuesta con motivo de la 
resolución correspondiente, a los elementos de la 
institución policial y a los servidores públicos que no 
hayan aprobado las evaluaciones de control de 
confianza. […] 
confianza y una vez aprobadas 
se encuentren  certificados, así 
solicitar se instaure el 
procedimiento en contra de los 
elementos que no aprobaran o 
no presentaron dichas 
valoraciones, para que  la 
Comisión de Honor y Justicia 
determine su situación legal. 
100 
          Apartado B); inciso r): 
 
Someterse a evaluaciones periódicas para 
acreditar el cumplimiento de sus requisitos de 
permanencia, así como obtener y mantener vigente la 
certificación respectiva; 
          Los integrantes de las 
instituciones de seguridad 
pública del Estado Mexiquense, 
tendrán como obligación, para 
garantizar los principios éticos de 
la seguridad pública, que marca 




Las evaluaciones de control de confianza 
comprenderán los exámenes médico, toxicológico, 
psicológico, poligráfico, estudio socioeconómico y los 




          El Sistema comprende 
análisis mediante los cuales se 
realiza una valoración de los 
individuos para determinar si 
cumplen con los perfiles y 
valores requeridos para el 
desempeño de la función policial. 
 
 
C. ARTÍCULOS 160 Y 161 DE LA COMISIÓN DE HONOR Y JUSTICIA DE LA 
LEY DE SEGURIDAD DEL ESTADO DE MÉXICO 
 
Se estudiarán los artículos correspondientes a la Comisión de Honor y Justicia 
en el Estado de México y su conformación para que interponga, en contra de los 
elementos de las organizaciones policiales que no hayan cumplido con las 
condiciones de permanencia estipulada por las leyes en materia de seguridad 
pública, el procedimiento administrativo de separación. 
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Artículo Texto Comentario 
160 
          “La Comisión de Honor y Justicia, es un órgano 
colegiado que tendrá como atribución llevar a cabo, en el 
ámbito de su competencia, los procedimientos en los 
que se resuelva la suspensión temporal, separación, 
remoción, baja, cese o cualquier otra forma de 
terminación del servicio de los elementos policiales de 
conformidad con lo establecido en el Artículo 123, 
Apartado B, Fracción XIII de la Constitución Federal y la 
Ley General, cuando incumplan:  
          I. Con los requisitos de permanencia que se 
establecen en la Ley General, esta Ley y demás 
disposiciones legales aplicables; 
          II. Con las obligaciones establecidas en la Ley 
General, esta Ley y los ordenamientos jurídicos internos 
que rigen su actuar; y 
          III. Con el régimen disciplinario establecido en esta 
Ley.  
 
          La Comisión de Honor y Justicia implementará una 
base de datos en la que se registrarán las sanciones 
impuestas a los integrantes de las Instituciones 
Policiales.  
          La Comisión de Honor y 
Justicia es un sistema integrado 
por diversos representantes de 
las entidades públicas, que 
conocerán y resolverán mediante 
la instauración de un 
procedimiento administrativo, la 
situación laboral, jurídica y legal  
en apego a derecho de los 
elementos de seguridad pública; 
dejando a cargo a esta Comisión 
determine a favor o en contra del 
interesado por incurrir en 
responsabilidad administrativa, en 
el caso que nos ocupa la no 
aprobación o no presentación de 
las evaluaciones de control de 
confianza, lo que origina se hagan 
acreedores a una sanción que 
podría acaecer en   suspensión, 
separación, remoción, baja, cese 
o cualquier otra forma de 
terminación del servicio. 
          En la base de datos se 
registrará el expediente y lo 
acontecido en él. 
161 
          Las Instituciones Policiales establecerán una 
Comisión de Honor y Justicia, que estará integrada por:  
 
          I. Un presidente que tendrá voto de calidad; 
          II. Un secretario que será el titular del jurídico de la 
Institución y contará con voz y voto; y  
          III. Un representante de la unidad operativa de 
investigación, prevención o reacción según sea el caso.  
 
          El presidente y el representante serán designados 
por el titular de la dependencia”
279
. 
          Son los representantes de 
las entidades públicas, que 
conocerán y resolverán mediante 
el debido procedimiento 
administrativo la situación del 
elemento policial, si bien es cierto 
al integrar la Comisión se toman 
preferiblemente al contralor 
interno, en calidad de presidente; 
al titular jurídico, como secretario; 
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D. ARTÍCULOS 165, 166, 167, 168, 169, 170, 171, 172, 175, 180 y 181 DEL 
PROCEDIMIENTO DE LA LEY DE SEGURIDAD DEL ESTADO DE MÉXICO 
 
Se examinará el procedimiento administrativo estipulado por la Ley de 
Seguridad Mexiquense en contra de los integrantes de las instituciones policiales que 
determine mediante resolución la situación jurídica de los elementos policiacos y se 
analizará del mismo modo el medio de impugnación conocido como recurso 







Artículo  Texto Comentario 
165 
          “Antes, al inicio o durante la tramitación del 
procedimiento administrativo, la Comisión de Honor y 
Justicia, podrá determinar, como medida precautoria, 
la suspensión temporal del elemento policial de que 
se trate, hasta en tanto se resuelva el procedimiento 
correspondiente, con el objetivo de salvaguardar el 
interés social, el interés público o el orden público 
derivado de las funciones que realiza, de así convenir 
para el mejor cumplimiento del servicio de seguridad 
pública.  
          La medida precautoria aludida en el párrafo 
anterior, no prejuzga sobre la responsabilidad que se 
impute.  
          Durante el período de la suspensión el servidor 
público no tendrá derecho a percibir su salario y 
demás prestaciones que le correspondan. 
          Se destaca la medida 
precautoria de suspensión temporal 
del elemento de las instituciones de 
seguridad pública, para que se 
garantice un mejor resultado y la 
protección del bien común de la 
sociedad; dejándolo sin derecho a 
recibir el pago de dinero por su 
servicio y demás prestaciones.   
166 
          De ser procedente, la Comisión de Honor y 
Justicia, iniciará procedimiento administrativo al 
elemento policial, asignándole al expediente 
correspondiente un número progresivo e incluirá el 
año que se inicia. El número se anotará en todas las 
promociones y actuaciones que se produzcan con el 
mismo. 
          Será la identificación 
numérica del procedimiento.  
167 
          La Comisión de Honor y Justicia otorgará al 
elemento policial sujeto a procedimiento garantía de 
audiencia a efecto de que conozca la irregularidad 
que se le imputa, ofrezca pruebas y alegue en su 
favor. 
          Mediante citatorio de 
garantía de audiencia se le notifica 
de manera personal el día y hora, 
así como se hace del conocimiento 





          En el citatorio de garantía de audiencia se 
expresará: 
 
          I. El nombre de la persona a la que se dirige; 
          II. El lugar, fecha y hora en la que tendrá 
verificativo la audiencia;  
          III. El objeto o alcance de la diligencia; 
          IV. Las disposiciones legales en que se 
sustente; 
          V. El derecho del interesado a aportar pruebas 
y alegar en la audiencia por sí o por medio de 
defensor;  
          VI. Que podrá comparecer por sí o apoderado 
legal; y  
          VII. El nombre, cargo y firma autógrafa de las 
autoridades que lo emiten. 
          Con el fin último de citar al 
elemento de seguridad pública, que 
ha incurrido en responsabilidad 
administrativa, para hacer de su 
conocimiento de la situación en la 
que se encuentra.  
169 
          El citatorio a garantía de audiencia deberá ser 
notificado personalmente al interesado, por lo menos 
con cuarenta y ocho horas de anticipación a la fecha 
señalada para su desahogo, a efecto de que prepare 
su defensa. 
          Es común que el despacho 
de los asuntos no sea favorable 
cuando se realiza una mala 
notificación sin apego a lo 
dispuesto por el Código de 
Procedimientos Administrativos del 
Estado de México.  
170 
          El Secretario de la Comisión desahogará la 
diligencia de garantía de audiencia en los siguientes 
términos:  
 
          I. Dará a conocer al servidor público las 
constancias y pruebas que obran en el expediente del 
asunto, en su caso; 
          II. Se admitirán y desahogarán las pruebas que 
se ofrezcan y que sean procedentes;  
          III. El compareciente formulará los alegatos que 
considere pertinentes; y 
          IV. Se levantará acta administrativa en la que 
consten las circunstancias anteriores.           
          La Garantía de Audiencia se 
celebrará en la fecha y hora 
pactada, admitiendo todo tipo de 
pruebas que sean procedentes y 
sus manifestaciones que den  
razón de cambiar la pretensión de 
la Comisión hacia el elemento 
policial, que quedará por escrito en 
las constancias del procedimiento 
administrativo.  
171 
          De no comparecer el servidor público en el día y 
hora señalados en el citatorio, se hará constar su 
inasistencia y se tendrá por satisfecha la garantía de 
audiencia y perdido su derecho a ofrecer pruebas y 
alegar en su favor. 
          Mediante constancia en el 
expediente del procedimiento 
administrativo se efectuará que el 
integrante de las instituciones 
policiales no acudió al llamado a 
garantía de audiencia, teniéndose 
por satisfecha ésta y no podrá 
aportar pruebas y alegatos por su 
inasistencia.  
172 
          Son medios de prueba: 
 
          I. La confesional; 
          II. Documentos públicos y privados;  
          III. Inspección;  
          IV. Presuncional;  
          V. Instrumental; y  
          VI. Fotografías y demás elementos aportados 
por la ciencia. 
 
          Los medios probatorios enlistados en este 
          Para intentar demostrar la 
existencia de un hecho o acto o de 
su inexistencia; el elemento de las 
organizaciones policiales puede 
aportar pruebas e intentar 
contravenir la pretensión del 
Consejo de Honor y Justicia en el 
procedimiento administrativo que 
se ha instaurado en su contra. 
139 
 
artículo se ofrecerán, admitirán o desecharán, 
desahogarán y valorarán conforme a las reglas que 
para tal efecto se establecen en el Código de 
Procedimientos Administrativos del Estado de México. 
Tratándose de pruebas supervenientes podrán 
presentarse hasta antes del dictado de la resolución. 
175 
          El procedimiento terminará por:  
 
          I. Convenio; y  
          II. Resolución expresa del mismo. 
          Por el acuerdo de la voluntad 
del elemento de seguridad pública 
contra el que se interpuso 
procedimiento administrativo o bien 
se emitirá la determinación de la 
Comisión que pondrá fin a dicho 
procedimiento, 
180 
          Las resoluciones sancionadoras podrán ser 
impugnadas mediante el Recurso Administrativo de 
Inconformidad, ante el Titular de la Institución Policial 
correspondiente o a través del juicio ante el Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo del Estado de 
México, dentro de los quince días posteriores al en 
que surta efectos la notificación de la resolución. 
 
          Es el medio de impugnación 
que tiene el elemento de seguridad 
pública para que se nulifique, 
revoque o modifique, el acto 
administrativo, que es la resolución 
emitida por la autoridad 
administrativa, que en este caso es 
el Consejo de Honor y Justicia.  
181 
          Es improcedente la reinstalación o restitución 
de los integrantes de las instituciones policiales 
separados de su cargo por resolución de remoción, 
baja o cese, cualquiera que sea el resultado del juicio 
o medio de defensa que hubiere promovido y, en su 
caso, sólo procederá la indemnización.  
          En caso de que los órganos jurisdiccionales 
determinen que la resolución por la que se impone la 
separación o remoción es injustificada, las 
instituciones policiales solo estarán obligadas a la 
indemnización de tres meses de sueldo y al pago de 
prestaciones de ley, estas, por el último año en que 
prestó sus servicios.  
          En aquellos juicios en que las instancias 
jurisdiccionales condenen al pago de haberes dejados 
de percibir o remuneración diaria ordinaria por el 
tiempo en que el servidor público haya estado 
suspendido, separado o removido del cargo de 
conformidad, se cubrirán hasta por un periodo máximo 
de doce meses. La determinación que resultare 
injustificada por los órganos jurisdiccionales deberá 
anotarse en el o registros correspondientes.  
          El pago previsto en el párrafo anterior se hará 




          Son disposiciones con 
propósito de que se agilice la 
depuración del personal de las 
instituciones de seguridad pública 
del país; que mediante el 
procedimiento administrativo de 
remoción o separación, aún sea 
injustificada el Estado esta 
solamente obligado al pago de la 
indemnización y demás 
prestaciones de la ley, 
encontrándonos que sólo podrán 
ser removidos sino cumplen con los 
requisitos que las leyes vigentes 
señalen para permanecer en dichas 
instituciones; pues se puede 
confundir con el actuar arbitrario de 
las autoridades que no deben 
alejarse de los  principios  legalidad 
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3.3. COMPARATIVA DE LA COMISIÓN DE HONOR Y JUSTICIA DEL ESTADO 
DE MÉXICO CON EL CONSEJO DE HONOR Y JUSTICIA  DEL ESTADO DE 
GUANAJUATO 
 
 Brevemente se realizará la comparativa de la figura conocida como la 
Comisión de Honor y Justicia en Estado de México en contraposición con el Consejo 






Texto Texto Comentario 
Ley de Seguridad Pública del 
Estado de Guanajuato 
 
Sección Sexta Consejos de 
Honor y Justicia 
 
Consejos de Honor y Justicia 
Ley de Seguridad del 




De la Comisión de Honor y 
Justicia 
          Existe similitud entre los 
ordenamientos de nuestro Estado 
Mexiquense y el del Estado de 
Guanajuato, pero aún así hay 
variantes en las formas de nombrar 
las instituciones y su proceder en las 
actuaciones del procedimiento 
administrativo.  
          Artículo 87.  
 
          Los    Consejos de 
Honor y Justicia de las 
instituciones policiales del 
Estado y de los municipios 
serán competentes para:  
           
          I. Conocer y resolver 
sobre las faltas graves en que 
incurran los elementos de las 
instituciones policiales, con 
base en los principios de 
actuación previstos en la 
presente ley, así como en las 
normas disciplinarias de las 
Instituciones Policiales;  
          II. Depurar las 
instituciones policiales, del 
personal que cometa faltas 
graves de conformidad con los 
reglamentos respectivos;  
          III. Conocer y resolver el 
recurso que prevé esta ley;  
          IV. Valorar y proponer 
condecoraciones, estímulos y 
          Artículo 166: 
 
          De ser procedente, 
la Comisión de Honor y 
Justicia, iniciará 
procedimiento 
administrativo al elemento 
policial, asignándole al 
expediente 
correspondiente un 
número progresivo e 
incluirá el año que se 
inicia. El número se 
anotará en todas las 
promociones y actuaciones 
que se produzcan con el 
mismo. 
 
          Artículo 167: 
 
          La Comisión de 
Honor y Justicia otorgará 
al elemento policial sujeto 
a procedimiento garantía 
de audiencia a efecto de 
que conozca la 
          Están de igual forma en 
similitud de circunstancias el 
Reglamento Interior del Centro de 
Evaluación y Control de Confianza 
del Estado de Guanajuato, que en su 
Numeral 10 Fracción XII dentro de 
las Atribuciones del Director General 
se encuentra emitir los dictámenes 
de evaluación integrados a las 
instituciones correspondientes; y, el 
Reglamento Interno del Centro de 
Control de Confianza del Estado de 
México en su Artículo 11 Fracción 
IV, que dentro de las atribuciones del 
Director General, que deberá 
informar a las autoridades de las 
instituciones de seguridad pública 
sobre los resultados de las 
evaluaciones que se practiquen para 
el ingreso, reingreso, promoción y 
permanencia de su personal; no 
informarán de manera plena y 
directa al evaluado de las 
instituciones de seguridad pública, 




recompensas, conforme a los 
reglamentos respectivos;  
          V. Comunicar al titular 
de las instituciones policiales, 
su resolución respecto a la 
probable comisión de delitos o 
faltas graves cometidos por 
elementos en activo de la 
corporación;  
          VI. Establecer los 
lineamientos para los 
procedimientos aplicables al 
régimen disciplinario;  
          VII. Determinar sobre la 
remoción de los elementos de 
las instituciones policiales por 
no obtener una calificación 
satisfactoria en las 
evaluaciones para la 
permanencia o del 
desempeño, así como por 
negarse a practicar las 
mismas;  
          VIII. Crear las 
comisiones, comités y grupos 
de trabajo que resulten 
necesarios supervisando su 
actuación; y  
          IX. Las demás que le 
asigne esta ley.  
irregularidad que se le 
imputa, ofrezca pruebas y 
alegue en su favor… 
 
          Artículo 168: 
 
           En el citatorio de 
garantía de audiencia…. 
 
          Artículo 170: 
 
          El Secretario de la 
Comisión desahogará la 
diligencia de garantía de 
audiencia… 
 
          Artículo 175: 
 
          El procedimiento 
terminará por:  
 
          I. Convenio; y  
          II. Resolución 
expresa del mismo. 
 
          Artículo 180: 
 
          Las resoluciones 
sancionadoras podrán ser 
impugnadas mediante el 
Recurso Administrativo de 
Inconformidad, ante el 
Titular de la Institución 
Policial correspondiente o 
a través del juicio ante el 
Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo del Estado 
de México, dentro de los 
quince días posteriores al 
en que surta efectos la 
notificación de la 
resolución. 
          En el Estado de Guanajuato 
en sus Artículos 226 y 227 del 
Código de Procedimiento y Justicia 
Administrativa para el Estado y los 
Municipios de Guanajuato, habla de 
la interposición de recurso de 
inconformidad tendrá por objeto la 
confirmación, modificación, 
revocación o nulidad del acto 
administrativo recurrido; igual que el 
Código de Procedimientos 
Administrativo del Estado de México, 
en su Numeral 186 y subsecuentes y 
relativos.  
 
          Artículo 89. Los 
Consejos de Honor y Justicia 
se integrarán por:  
          I. Un presidente que 
será el titular de la 
dependencia a la cual se 
encuentre adscrito el elemento 
de la institución policial;  
          II. Un secretario técnico, 
que será nombrado por el 
presidente del Consejo, y 
deberá contar con título de 
licenciado en derecho o su 
equivalente, con experiencia 
          Artículo 161: 
 
          I. Un Presidente que 
tendrá voto de calidad; 
          II. Un Secretario que 
será el titular del Jurídico 
de la Institución y contará 
con voz y voto; y 
          III. Un representante 
de la unidad operativa de 
investigación, prevención o 
reacción según sea el 
caso… 
 
          En el Estado de Guanajuato 
regula la integración de manera 
precisa de la Comisión, 
determinando que el Presidente será 
el titular de la dependencia a la que 
pertenezca el elemento; el 
Secretario Técnico, que será 
nombrado por el presidente del 
Consejo, deberá ser titulado; y, el 
vocal, a nivel estatal, el titular de la 
institución policial, a nivel municipal 
representante del ayuntamiento;  
mientras el único que está 
debidamente regulado en el Estado 
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mínima de dos años en 
seguridad pública; Ley de 
Seguridad Pública del Estado 
de Guanajuato Secretaría 
General Texto Original 
Dirección General de Apoyo 
Parlamentario  
          III. En el ámbito estatal, 
un vocal que será el titular de 
la institución policial de que se 
trate. En el ámbito municipal, 
un vocal representante del 
Ayuntamiento, nombrado por 
el presidente municipal con 
aprobación del cuerpo 
colegiado;  
          IV. Un vocal, que será 
un representante del área 
correspondiente de la 
institución policial; y  
     Los demás que se 
especifiquen en el reglamento 
del Consejo respectivo. 
     Por cada uno de estos 
cargos se nombrará un 




de México es el Secretario que será 
el titular del Jurídico de la Institución, 
es posible determinar aunque 
existen similitudes de ordenamiento 
legales entre el Estado Mexiquense 
y Guanajuatense, aun así, no hay 
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4. REFLEXIONES FINALES Y CONCLUSIÓN 
 
4.1. LAS EVALUACIONES DE CONTROL DE CONFIANZA; MECANISMOS 
PARA DEPURAR Y DISMINUIR LA CORRUPCIÓN DE LAS INSTITUCIONES 
DE SEGURIDAD PÚBLICA 
 
Las evaluaciones de control de confianza llevadas a cabo, en el Estado 
Mexiquense y municipios, a los elementos de las instituciones de seguridad pública 
por parte del Centro de Control de Confianza Estatal, son una muestra de cómo se 
ha desarrollado la concepción de la seguridad pública en México, con las reformas a 
los artículos 16, 21, 73, 115 y 123 de la Carta Magna; siendo que dentro de esas 
adiciones y reformas se encuentra el derecho de protección de los datos personales 
y en consecuencia el poder solicitar que dichos datos e información se actualicen, 
modifiquen, cancelen o supriman por los motivos de que la información hacia su 
persona vulnere su imagen, honor y privacidad o, bien, que le cause un perjuicio 
alguno, la restricción o bien la excepción solo será para cuestiones de seguridad 
pública, por lo tanto es un derecho negable al que no se pueden acoger los 
integrantes de las organizaciones policiales.   
Otro aspecto sustancial en dichas reformas y en el presente trabajo de 
investigación tiene que ver con el Sistema Nacional de Seguridad Pública respecto a 
que se añaden nuevos principios éticos por los cuales deberá llevarse a cabo la 
seguridad pública que son los de objetividad y de respeto a los derechos humanos; 
éstos lo prevé la Ley Suprema en apoyo al combate de la corrupción y asimismo a la 
falta de confianza y credibilidad en las instituciones policiacas, para lo cual la Carta 
Magna fortalece el Sistema Nacional incorporando las evaluaciones de control de 
confianza y la profesionalización de las instituciones de seguridad, en su Artículo 21, 
los cuales se llevarán a cabo por una serie de mecanismos procedimentales para el 
ingreso, promoción y permanencia; condicionando su aprobación y acreditación con 
la continuación dentro de las organizaciones policiacas; ya que todo integrante de los 
organismos de seguridad pública tendrán que someterse a dichas estimaciones y la 
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no aprobación o la no presentación de las valoraciones de control de confianza, lo 
cual están obligados por mandato de ley, serán acreedores a que se interponga en 
su contra el procedimiento administrativo de separación, conociendo del asunto la 
Comisión de Honor y Justicia, Estatal o municipal, para emitir el fallo favorable o 
contrario a la permanencia, el cual siempre deberá encontrarse ajustado a los 
principios de legalidad y debido proceso garantías consagradas en los artículos 14 y 
16 Constitucionales, y así se determinaré la remoción, baja, cese o cualquier otra 
forma de terminación del servicio, y, aún, se tratase de manera injustificada el Estado 
esta solamente obligado al pago de la indemnización y demás prestaciones de la ley, 
en que en ningún caso corresponderá a la incorporación, encontrándonos que sólo 
podrán ser removidos sino cumplen con los requisitos que las leyes vigentes señalen 
para permanecer en dichas instituciones; pues se puede confundir con el actuar 
arbitrario e imparcial de las autoridades que conformen la Comisión de Honor y 
Justicia de manera que no debe ser posible el alejarse de los principios de legalidad 
y seguridad jurídica, es así que se crea una disyuntiva donde pueden quedar fuera 
los buenos elementos. 
Figura 4.1. 
INSTITUCIÓN 
2013 23,306 PORCENTAJE 
APROBADOS NO APROBADOS TOTAL APROBADOS NO APROBADOS 
PGJEM 1,794 76 1,870 95.94% 4.06% 
CES 6,548 479 7,027 93.18% 6.82% 
MUN 13,561 848 14,409 94.11% 5.89% 
TOTAL 21,903 1,403 23,306 93.98% 6.02% 
      
INSTITUCIÓN 
2014 16,314 PORCENTAJE 
APROBADOS NO APROBADOS TOTAL APROBADOS NO APROBADOS 
PGJEM 1,083 102 1,185 91.39% 8.61% 
CES 6,839 1,007 7,846 87.17% 12.83% 
MUN 5,654 1,629 7,283 77.63% 22.37% 
TOTAL 13,576 2,738 16,314 83.22% 16.78% 
 
Fuente: Centro de Control de Confianza; Folio de la solicitud: 00014/CCCEM/IP/2015; Cuadros de 
Resultados correspondientes  al año 2013 y 2014; Total de evaluaciones  aprobadas y no aprobadas 




Es entonces que los exámenes de control de confianza a los que se deben 
someter los integrantes de las corporaciones de seguridad pública, tanto los 
aspirantes a nuevo ingreso, promoción y en principal los de permanencia, son 
meramente subjetivas de determinar con un cien por ciento de efectividad y 
confiabilidad dado que mediante el proceso de las evaluaciones poligráficas, 
socioeconómicas, médico-toxicológicas y psicológicas; debe de existir un porcentaje 
de inefectividad pues aunque se traduce de valoraciones científicas, es de dudar que 
el personal que las aplica no es del todo perfecto y tiende a cometer o bien, en su 
caso, a orillar al error y de esto surge un fenómeno que acrecienta la falta de 
credibilidad, la no confiabilidad, la posible manipulación y las sospechas de 
conductas, como falta de honradez e imparcialidad, por parte de quienes emiten los 
dictámenes; afectando precisamente al valorado, pues la mayoría de las veces se ha 
puesto en tela de juicio los sistemas que detectan las pulsaciones cardiacas, siendo 
tan escueto dicho instrumento para poder determinar que una persona miente o no.  
Es entonces que las evaluaciones de control de confianza no son una 
herramienta que cumpla cabalmente con la solución de erradicar la corrupción en las 
instituciones de seguridad pública a través de la depuración de los malos elementos 
por así llamarlos, a los que no aprueben las evaluaciones de control de confianza, 
pero si es preciso manifestar que es un medio que se debe perfeccionar y 
reglamentar más para que siga apoyando parcialmente al combate de que se 
incorporen y permanezcan elementos que no cumplan con el perfil idóneo para 
formar parte de los elementos policiales basado su actuar en los principios éticos de 
derecho. 
Como es de apreciar las evaluaciones realizadas a integrantes de seguridad 
pública, son obligatorias de manera permanente y en tiempo determinado, y que la 
certificación durará tres año y los elementos de las corporaciones policiales deberán 
someterse a los procesos de valoración con seis meses de anticipación en que 
expire el certificado; con la intención de generar confianza, viendo en otro sentido 
será desconfiable saber que aún existen policías que se  encuentran  dentro  de  las 
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 Figura 4.2. 
 
 
Fuente: Secretaría de Seguridad Ciudadana; Folio de la solicitud: 00608/SSC/IP/2015; Cuadros de 
Resultados correspondientes al año 2013 y 2014; Total de Procedimientos de Separación y 
Procedimientos de Remoción concluidos y en trámite al 28 de Agosto de 2015. 
instituciones de seguridad pública siendo malos elementos, es así que aquellos que 
acreditaron para su permanencia o nuevo ingreso puede aprobar o no las siguientes 
evaluaciones, siendo entonces que las valoraciones son subjetivas en el tiempo y 
que menos elementos de las instituciones de seguridad pública son los que 
verdaderamente quedarán por su antigüedad o hagan carrera en las organizaciones 
policiales, siendo de este modo que luego de que las personas que ingresan no 
tienen asegurada su permanencia y que existirá un problema con el pasar del tiempo 
que causará un constante rolar del nuevo personal, la poca profesionalización o 
carrera policiaca, puesto que, quién puede determinar que un policía con poca o 
mucha experiencia en el ámbito de seguridad pública no se vea corrompido por la 
delincuencia y el narcotráfico. 
Así pues las evaluaciones de control de confianza, como es de verse, cubren 
parcialmente la necesidad de la sociedad mexicana por tener policías más 
capacitados y más confiables, dado el atraso de muchas generaciones de cuerpos 
de policías y de la no implementación de estrategias para dignificar a los elementos 
de seguridad pública, las presentes reformas en esa materia de seguridad pública 
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llevarán años para que se comience a ver los resultados y serán muchos conflictos 
de interés y pretensiones por parte del Estado y los elementos de las instituciones 
policiales y se lleven a cabo las bases de dichas reformas, encontrando así una 
verdadera estandarización de proceso de estimación de control de confianza y del 
procedimiento administrativo de separación y no encontrarse en una verdadera 
incertidumbre de derecho. 
 
4.2. LA COMISIÓN DE HONOR Y JUSTICIA GARANTIZA LA PROTECCIÓN 
DEL ELEMENTO DE SEGURIDAD PÚBLICA EN CONTRAPOSICIÓN A SU 
SUPERIOR 
 
La responsabilidad administrativa en la que puede incurrir el elemento de 
seguridad pública por no presentar o no aprobar las evaluaciones de control de 
confianza le acarreará ser acreedor a que se instaure en su contra procedimiento 
administrativo de separación para que se resuelva su situación administrativa 
conforme a la resolución correspondiente emitida por la Comisión de Honor y 
Justicia, cabe mencionar que se dará inicio a través de que existan motivos 
suficientes para que el personal de seguridad pública sea sancionado 
administrativamente por contravenir las disposiciones legales vigentes en materia de 
seguridad pública, como son los requisitos de permanencia y que puede traer como 
consecuencia, mucha de las veces, la terminación de la relación laboral mediante la 
interposición del procedimiento administrativo de separación que determine la 
remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación de conformidad con lo 
establecido en el Artículo 123, Apartado B, Fracción XIII de la Constitución Federal; 
esto da mucho a que pensar pues dicha Comisión de Honor y Justicia deberá estar 
obligatoriamente formada por un presidente que tendrá voto de calidad; un secretario 
que será el titular del jurídico de la institución, que contará con voz y voto; y un 
representante de la unidad operativa de investigación, prevención o reacción según 
sea el caso; estipulado por el Artículo 161 de la Ley de Seguridad del Estado de 
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México, para lo que el “Manual del Procedimiento Administrativo para las 
Contralorías Municipales” manifiestan que:  
“Sería conveniente que los ayuntamientos, y por la experiencia que existe en las contralorías 
para realizar el procedimiento administrativo, al integrar la Comisión de Honor y Justicia, 
propusieran al Contralor Interno municipal en calidad de Presidente, al Director Jurídico del 
Ayuntamiento  como Secretario, y al director de Seguridad Pública Municipal como Vocal […] 
por las atribuciones que se otorgan al Presidente Municipal […] corresponde nombrar a los 
integrantes de la citada comisión
282
” 
 Del mismo modo si se interpusiera el recurso administrativo de inconformidad 
por parte del elemento de seguridad pública, al que le fue interpuesto el 
procedimiento administrativo de separación, sea por la no presentación o la no 
aprobación de las estimaciones de control de confianza, la autoridad competente o el 
superior jerárquico de la autoridad que emitió el acto impugnado resolverá, conforme 
al Artículo 197 del Código de Procedimientos Administrativos del Estado de México; 
que expresa que:  
“La autoridad competente o el superior jerárquico de la autoridad que emitió o ejecutó el acto 
impugnado, en su caso, dictará resolución y la notificará en un término que no exceda de 30 
días siguientes a la fecha de interposición del recurso. En el ámbito municipal, el recurso será 
resuelto por el síndico. Para efectos de impugnación, el silencio de la autoridad significará que 
se ha confirmado el acto impugnado.  
El recurrente podrá decidir entre esperar la resolución expresa o promover juicio ante el 
Tribunal, en contra de la presunta confirmación del acto reclamado.” 
Se hace hincapié de que autoridad o superior decidirá sobre el recurso 
administrativo de inconformidad, y en el ámbito municipal será el síndico, y que en 
este orden de ideas los servidores públicos, tanto los que conforman la Comisión de 
Honor y Justicia, así como de los que resuelvan sobre el recurso de inconformidad 
plateado por el interesado pueden influir en las determinaciones sobre la situación 
laboral, administrativa y legal del integrante de seguridad pública, ya que dependen 
de un jefe inmediato y pueden ser fácilmente convencidas por sus superiores o 
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superior para que se manipule el procedimiento administrativo, siendo que en 
nuestra opinión no serían las personas idóneas para resolver mediante 
procedimiento administrativo de separación o resolución del recurso administrativo 
de inconformidad de un elemento policiaco puesto que pueden existir irregularidades, 
vicios o abusos, primero de aquellos encargados de dar inicio al procedimiento 
administrativo de separación en contra de los miembros de las instituciones policiales 
que se encuentran condicionados a los requisitos de permanencia por ley, entre ellos 
el que compete al presente trabajo, a aprobar las evaluaciones de control de 
confianza, y que aún se determinará de manera injustificada la suspensión del 
servidor público y con ello la pérdida de su empleo; o bien, que la resolución 
definitiva de la separación no esté debidamente fundamentada y motivada; lo cual no 
deba respetar las formalidades esenciales del procedimiento siendo que sería 
importante que se haga valer su garantía de audiencia al verificarse el acto de 
molestia o bien ya sea en el momento de ofrecer pruebas a favor o manifestaciones 
pertinentes se les prive de tales, el Consejo de Honor y Justicia mediante el 
procedimiento respectivo deberá otorgar en todo momento garantía de audiencia y 
de defensa, y posteriormente aquellos que resolverán de los recursos administrativos 
de inconformidad, que se interpusieron ante la propia autoridad en contra de los 
actos y resoluciones administrativas en el procedimiento de separación; no son las 
personas idóneas para resolver puesto que pueden ser manejables y manipulables 
por así decirlo. 
Asimismo el evaluado por las valoraciones de control de confianza a las cuales 
está obligado a presentar y condicionado a aprobar no le son informadas 
personalmente por el ente que emitió dichas constancias, siendo que el Centro de 
Control de Confianza del Estado de México, informará a los titulares de las 
instituciones de seguridad pública, de acuerdo con el Artículo 11, Fracción IV del 
Reglamento Interior del Centro de Control de Confianza del Estado de México , 
dentro de las atribuciones del Director General, que deberá Informar a las 
autoridades de las Instituciones de Seguridad Pública sobre los resultados de las 
evaluaciones que se practiquen para el ingreso, reingreso, promoción y permanencia 
de su personal; y que solo las diferentes dependencias de seguridad policial, quienes 
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deberán establecer los procedimientos específicos para este fin, y como no están 
obligados a informar de los resultados de las estimaciones, muchas de las veces 
llegan a convenios para que presenten su renuncia y firmen su pago de finiquito, 
mediante la ignorancia de los elementos de seguridad pública, por desconocer si 
aprobaron o no; de igual forma otro supuesto sucede cuando los elementos de 
seguridad pública desconocen que procedimientos de evaluación se les aplicará y 
entre ellos existe el médico- toxicológico, estando que en muchas ocasiones se 
tienen que auto-medicar  o bien otras más presentan su receta médica ante sus 
superiores o lo hacen de su manifestación de que están en insumo de algún tipo de 
medicamento y aún así son obligados a presentar las evaluaciones en dichas 
condiciones para cumplir con los requisitos que les piden sus jefes.  
Siendo entonces que el Consejo de Honor y Justicia no garantiza proteger al 
elemento policial de sus superiores; en tanto que debido a la desinformación de los 
resultados de las evaluaciones a que fue sometido el valorado se puede ver 
aprovechada por sus superiores por el desconocimiento y muchas veces la 
ignorancia de los elementos quienes pueden ser engañados, aumentemos que si ya 
tenían años en las corporaciones policiacas no se respeta su trayectoria y podría ser 
causa de abuso puesto que si ya estaba en tiempos próximos a la jubilación, 
aprovecharse de dicha circunstancia, sea de ésta u otra manera, a qué se va a 
dedicar si ya no puede ejercer cargo alguno dentro alguna corporación policial de 
seguridad pública o privada, en otras ocasiones no se da seguimiento o no se 
incorpora al integrante de las instituciones policiales en alguna otra dependencia 
pública que no tenga que ver con la seguridad pública, existiendo más posibilidades 
de que en lugar de buscar un trabajo de cualquier otra índole se una a las filas del 
narcotráfico. 
El Artículo 123 de la Carta Magna regula las relaciones laborales tanto para los 
trabajadores de la iniciativa privada, como para los trabajadores del sector público, y 
aun cuando la reforma por decreto por el que se declaran reformados los artículos 
16, 19, 22 y 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos de 
1999, rubricado el 3 de febrero y publicado en el Diario Oficial de la federación el 8 
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del mismo mes y año; estableció un marco constitucional que permitió, por una parte, 
cumplir con el objeto de los sistemas de carrera de las instituciones de seguridad 
pública y, por la otra, se contará con los mecanismos necesarios para la remoción 
libre de aquellos elementos de las instituciones de seguridad pública que no 
cumplieran con los requisitos de permanencia en el cargo, aún por cualquier 
interposición de juicio o medio de defensa usado para objetar la remoción, no se 
debería proceder a la reinstalación o la restitución, y, en su caso, sólo procedería la 
indemnización; pero la realidad fue que lo legislado hasta ese entonces sólo 
consagraba la permanencia en el cargo, estableciéndose un complejo sistema para 
obtener la separación de éstos, aun cuando no reunieran las más mínimas aptitudes 
para la realización de su trabajo; que permitió que muchos miembros de las 
instituciones policiales con diferentes cargos, a pesar de haber sido destituidos por 
negligencia, dolo o corrupción en el desempeño de sus actividades fueran 
reincorporados o reinstalados en las instituciones de seguridad pública de las cuales 
fueron despedidos. 
 A esa falta de legislar debidamente, so pretexto de reducir la corrupción y 
depurar las corporaciones policiales, que aún al pasar de estos años no se ha podido 
moldear de manera adecuada, no se ve del todo sea la posible solución al problema, 
ahora con los reformado y adicionado en 2008, para incluir como causal de 
remoción, la responsabilidad en el desempeño de sus funciones de los elementos de 
la seguridad pública, aunado y completándose con el Párrafo Décimo, Apartado a) 
del Artículo 21 Constitucional, que manifiesta que para cumplir los objetivos de la 
seguridad pública, conformarán el Sistema Nacional de Seguridad Pública, que 
estará sujeto a las siguientes bases mínimas: la regulación de la selección, ingreso, 
formación, permanencia, evaluación, reconocimiento y certificación de los integrantes 
de las instituciones de seguridad pública, el cual se regulará mediante la 
interposición del procedimiento administrativo de separación que resolverá la 
Comisión de Honor y Justicia para determinar la permanencia de los integrantes de 
las instituciones de seguridad pública. La operación y desarrollo de estas acciones 
será competencia de la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los municipios 
en el ámbito de sus respectivas atribuciones, siendo aquí una cuestión que refuerza 
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pero que no resuelve el tema de la criminalidad y desconfianza de los organismos 
policiacos, ya que la presente investigación trata de las evaluaciones de control de 
confianza y como ya se pudo ver son de carácter obligatorio para todo elemento de 
las instituciones de seguridad pública condicionando su aprobación para su 
permanencia, ingreso o promoción, ya que si no se cumple con esta condición 
tendrán que ser separados de sus cargos por no cumplir con los requisitos que las 
leyes vigentes y determinar, así, la remoción, baja o cese del servicio, aunque ésta 
fuera injustificada y que el Estado no está obligado a su reincorporación, esto es, que 
aún y cuando el servidor público interponga un medio de defensa en contra y lograra 
obtener una sentencia favorable, tanto por vicios en el procedimiento que propicien la 
reposición del procedimiento como por una resolución de fondo, el Estado podrá no 
reinstalarlo. En cambio, en tales supuestos, sólo estará obligado a resarcir al 
afectado con una indemnización y demás prestaciones a que tenga derecho. 
Abusando de la mala interpretación y utilización de las connotaciones respecto 
al Artículo 123 Apartado B), Fracción XIII; podrán ser separados de sus cargos si no 
cumplen con los requisitos que las leyes vigentes en el momento del acto señalen 
para permanecer en dichas instituciones, o removidos por incurrir en responsabilidad 
en el desempeño de sus funciones, sin que en ningún caso proceda su 
reincorporación al servicio, cualquiera que sea el resultado del juicio o medio de 
defensa que hubiere promovido; siendo entonces que pretenderá garantizar 
únicamente permanezcan en las corporaciones policiales quienes cubran el nuevo 
perfil de policía requerido anteponiéndose el interés de la sociedad de contar con 
mejores elementos que coadyuven en el combate de la criminalidad, al interés 
particular de un grupo de gobernados de continuar en el cargo; sin embargo , la 
improcedencia de reinstalar al elemento policial a su cargo no se deberá entender 
como una prohibición absoluta, sino en el sentido de que no podrán ser reinstalados, 
únicamente aquellos que no reúnan dicha característica, pero si podrán serlo quienes 
la satisfagan, ya que no estimarlo así se propiciaría no sólo que se presenten a 




Es desde luego que los elementos de las instituciones de seguridad pública 
son excluidos del Artículo 123, en especial del precepto del Apartado B Fracción IX, 
a ser privados de acogerse a dicha disposición, su derecho a la reinstalación, dicha 
circunstancia lo priva de todo régimen laboral y se le niegue la misma relación laboral 
que cualquier otro servidor público pudiera tener, los requerimientos laborales 
especiales de la función policial no tienen por qué exceptuar del régimen laboral con 




La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece los 
principios rectores sobre los cuales se desarrollarán y regirán los derechos humanos, 
cuyo único fin del Estado es el de asegurar la libertad de los individuos que lo 
integran y desde los cuales partirán todos los actos legislativos, ejecutivos y 
judiciales así como los de la sociedad. De ahí, que como se estipula en el Numeral 
133 de la Carta Magna, se considera la norma fundamental y junto con los tratados 
internacionales que se encuentren de acuerdo con ella y con las normas generales 
emitidas por el Congreso de la Unión, sean considerados la Ley Suprema.  
Derivado de lo anterior es de donde surge la motivación del presente tema que 
sin abundar de lleno en el tema de los Derechos Humanos se concretará a 
manifestar que la relación intrínseca de los derechos fundamentales y la seguridad 
pública, no tendría razón de ser sino se buscará con ella crear condiciones 
adecuadas para que los gobernados gocen de sus garantías; en una primera 
dimensión se destacaría que la seguridad pública incluye principalmente los 
derechos que se relacionan con el debido proceso, cabe destacar los principios de 
audiencia y debido proceso establecidos en los artículos 14 y 16 Constitucionales. 
Por otro lado es menester citar los derechos fundamentales que se podrían 
ver vulnerados por lo que concierne al tema de las evaluaciones de control de 
confianza que son: derecho a la integridad humana, que toda persona tiene derecho 
a que se respete su integridad física, psíquica y moral; protección de la honra y de la 
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dignidad, respeto por su honra y reconocimiento de su dignidad, no ser objeto de 
injerencias arbitrarias o abusivas en la vida privada, en su familia, en su domicilio, ni 
ataques a su honra y reputación, y,  derecho a la protección contra esa injerencias o 
ataques; y, protección judicial, toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y 
rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los tribunales competentes,  que le 
ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales aun cuando la violación 
sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones.    
En el ámbito de las instituciones de seguridad pública la Ley Suprema le 
reconoce, conforme al Artículo 115 Fracción III, Inciso h), que los municipios tienen a 
su cargo el funcionamiento y servicio de la policía preventiva municipal y tránsito; el 
Precepto 128, Fracción X de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
México, establece que los presidentes municipales deben asumir el mando de la 
policía; y, el Numeral 48, Fracción XII de la Ley Orgánica Municipal del Estado de 
México, señala la atribución del presidente municipal de tener bajo su cargo el 
mando de los cuerpos de seguridad pública, tránsito y bomberos municipales; y que 
conforme al Artículo 77, Fracción IX de la Constitución Política del Estado Libre y 
Soberano de México dentro sus facultades y obligaciones del Gobernador se 
encuentran la de conservar el orden público en todo el territorio del Estado; mandar 
personalmente las fuerzas de seguridad pública del Estado y coordinarse en esta 
materia con la Federación, otras entidades y los municipios en términos de ley; del 
mismo modo conforme al Artículo 20 de la Ley  Orgánica de la Administración 
Pública del Estado de México será la Secretaría General de Gobierno el órgano 
encargado de conducir, por delegación del Ejecutivo, la política interior del Estado y 
la coordinación y supervisión del despacho de los asuntos encomendados a las 
demás dependencias; conforme al Artículo 21, fracciones XII, XII, XXII, XXIV, XXV y 
XXXI, del mismo ordenamiento legal, en materia de seguridad pública y control de 
confianza; siendo entonces que el presidente municipal será la autoridad  y el 
Gobernador del Estado a través de la Secretaría General de Gobierno a los que los 
Centros de Control de Confianza del Estado Mexiquense informaran de los 
resultados de las  evaluaciones de control de confianza a los que fueron sometidos 
por mandato del mismo presidente o gobernador que soliciten se ajustaran a dichas 
155 
 
estimaciones y que es obligación de los elementos policiales municipales someterse; 
condicionado su permanencia a su aprobación. 
Las evaluaciones de control de confianza son instrumentos para determinar se 
cumple con el perfil idóneo para aspirar a incorporarse, permanecer u obtener una 
promoción dentro de la institución de seguridad, mediante la valorización poligráfica, 
socioeconómica, médico-toxicológica y psicológica, dichos resultados de las 
valoraciones mencionadas son constancias consideradas instrumentos públicos, 
dado que la certificación es el documentos legal emitido por los servidores públicos 
en ejercicio de sus funciones del hecho que motiva su otorgamiento a los valorados 
por las estimaciones de control de confianza, y, que, su aprobación está 
condicionada a, que, en caso contrario, se instauré procedimiento administrativo de 
separación que determine la situación laboral, jurídica y legal en apego a derecho de 
los elementos de seguridad pública, lo que origina se hagan acreedores a una 
sanción administrativa que podría acaecer en la instauración del procedimiento 
administrativo de suspensión en su contra. 
El informe de los resultados depende la permanencia en el servicio; sin 
embargo, puede ser desvirtuado con toda prueba que sea conducente, pues de lo 
contrario, haría negatorio el derecho de audiencia y debido proceso del gobernado y 
por consecuencia la falta de certeza jurídica. Ahora, conforme con el Reglamento 
Interior del Centro de Control de Confianza del Estado de México, éste se integra, 
entre otras, con la Dirección General, que cuenta con personal certificado y 
acreditado para llevar a cabo las evaluaciones conforme los mecanismo de 
valoración técnicos conducentes de acuerdo con el aspecto examinado, para lo cual 
desarrolla los procesos de evaluación adecuados para identificar factores que 
pudieran poner en riesgo la seguridad del Estado; empero, ello no implica que no 
deba informarse al evaluado cuáles fueron los aspectos que no aprobó, aunque 
dentro de sus atribuciones, manifiesta que deberá informar a las autoridades de las 
Instituciones de Seguridad Pública, que en el ámbito municipal le corresponde al 
presidente municipal o gobernador del Estado Mexiquense, sobre los resultados de 
las evaluaciones que se practiquen para el ingreso, reingreso, promoción y 
permanencia de su personal; de ahí que cuando dentro del procedimiento 
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administrativo de separación, determinará su remoción, cese, baja o cualquier otra 
forma de terminación; deberán proporcionársele las constancias atinentes a cada 
una de las estimaciones a las cuales fue sometido, con la finalidad de que tenga 
verdadera posibilidad de controvertir su sentido y de esa manera garantizar su 
derecho de defensa. Por tanto, la negativa a esa petición debería constituir un motivo 
de nulidad de la resolución correspondiente, para el efecto de que en la sentencia del 
juicio contencioso administrativo se ordenará la reposición de dicho procedimiento, a 
fin de que se integren a éste dichas constancias y desvirtuar el contenido de las 
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